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INTRODUCCION

En este traba jo analizo a l sistema contenc ioso adm in ist rat ivo que se ha

desarrollado en los Estados Unidos Mexicanos, pero e,i especia l, cómo Sé

lleva en la práctica el procedimiento de suspensión del acto reclamado en

este t ipo de ju ic ios en el Distrito Federal y su verdadera func ionalidad para el

benefic io de los propietarios de establecimientos mercantiles y de

construcciones en obra .

Por lo anterior , en e l capitulo primero estudio al sistema contenc ioso

adm inistrativo en los Estados Unidos Mexicanos, que ha s ido inf luenci ado

pr incipalmente por el modelo francés y el 'angloamericano , cuyo análisis de

los mismos permitirá conocer los elementos teóricos que han dado forma a

nuestro sistema para resolver el juicio contencioso administrativo .

Todavía en el curso de la unidad uno, hago un somero recuento de la

evc luc i ón pr áct ica de este tipo de juicios y sus instituciones; en lo que toca a

la Nueva España , se identifica una ' falta de estructura jurídica que

qarant izara el estado de derecho , más ' bien , fue a part ir del México
. .

independiente cuando las cuestiones contencioso adm in istrativas se tomaron

en cuenta, iniciándose en el Poder Judicial a través de los juicios ordinarios;

después de 1857 , también fueron conocidos por el amparo, ya que por esas

fechas no tuvieron éxito los intentos por establecerse los tr ibunales

adm inistrativos de corte francés en nuestro país. Fue por ello , la necesidad

de haber analizado las diferentes etapas en las que el juicio de amparo tuvo

conoc imiento , independientemente de sus funciones de constituc iona lidad , de

las cuestiones contencioso administrativas.

A partir de la Constitución Política de los Estados Unidos Mex icanos de

1917 y la Ley de Amparo de 1919, se tomaron en cuenta las experiencias y

se in iciaron estudios más serios sobre el juicio de amparo en mater ia

administrativa y de los órganos que en la práctica los substanciaban ; como

consecuencia , se detectaron varios elementos que no permitían desarrollar

su verdadera . función , entre ellos se destacan los jui ci os contencio so



administrativos cuya naturaleza jurídica era contraria a las conocidas por un

tribunal constitucional. Así que, la experiencia de que la substanciación de

estos juicios promovidos por particulares en contra de actos de la

administración pública activa no corresponde a las tareas de la Suprema

Corte de Justicia; y, la necesidad de aminorar las acumuladas atribuciones y

excesivo trabajo de este supremo tribunal, fueron la base principal para que

en 1936 se iniciara la creación oficial de los tribunales que conocieran las

cuestiones contencioso administrativas; primero a nivel federal y luego en el

ámbito local.

Esta transición ha sido difícil, a grado tal que no ha concluido e incluso

ex ísten :elementos sustentables para proponer su replanteamiento . Sin

embargo, los tribunales de lo contencioso administrativo han desarrollado sus

funciones que le competen y, en el caso del perteneciente al Distrito Federal,

ha tenido avances significativos para la administración de justicia en materia

administrativa ; pero también, se ha visto estancado en detrimento del

gobernado .

El estudio del incidente de suspensión en el juicio de amparo, ha sido

de mi interés en la segunda unidad de este trabajo, pues éste a partir de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley de Amparo y la

jurisprudencia, establece la base de requisitos que toda ley secundaria

deberá exigir en un procedimiento de suspensión; de lo contrario, no será

necesario agotarlo y se podrá recurrir directamente al amparo. Es por ello, la

necesidad de entender en primer lugar el incidente de suspensión en materia

administrativa, su concepción, su naturaleza y características para su

procedencia desde el punto de vista de la Ley de Amparo ; y posteriormente ,

analizar el procedimiento de suspensión utilizado por otras leyes de carácter

administrativo, como lo son el Código Fiscal de la Federación , la Ley Federal

de Procedimiento Administrativo y la Ley de Procedimiento Administrativo del

Distrito Federal. Estos diversos análisis considero que son sustanciales para

tener un mejor estudio y comprensión del proceso de suspensión utilizado por
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el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal , tema de

interés en esta investigación .

En el tercer capitulo, hago manifiesta la problemática actual del

Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federa l al ap licar su ley en

los juicios que sustancia ; pero en especial , por el proced i.m iento instaurado

para la suspensión del acto reclamado . De esto sobresale la injerencia de la

sociedad , a través del comité vecinal y la consulta ciudadana , en los juic ios

contenc ioso adm in istrat ivos y su proced imiento dé suspens ión ' que son

prorr.ovidos por los propietarios de establecimientos mercantiles y de

construcciones en obra .

Lo anteriormente mencionado ha generado irregu laridades en el tribunal

administrativo refer ido y han sido calificadas en jurisprudencias emitidas por

la Suprema Corte de Just ic ia de la Nación como inconsti tuci ona les: pese a

ello , el Poder Legislat ivo local ha manten ido intacta la intervenci ón de la

sociedad en estos juicios administrativos y su procedim iento de suspensión ,

ocas ionando un rletrimento al gobernado que ve afectada su esfera ju rí di ca

por un proceso contenc ioso administrativo que sobrepasa 105 elementos

requeridos por la Const itución Política de 105 Estados Unidos Mexicanos ,

para ser considerado como un juic io apegado a derecho y que respeta las

garantías individuales de las cuales todos 105 gobernados somos titulares .

Por otro lado , esta problemática tamb ién afecta la estructura y funcionalidad

del Poder Judic ia l Federal ya que se ve obligado a conocer j ui c ios

contenciosos admin istrat ivos , dejando de lado su principal tarea : estud iar la

constitucionalidad o inconst itucionalidad de 105 actos y leyes reclamadas a

través del ju icio de amparo.

Con la existencia de un antecedente scbre los problemas que conlleva

la participación de la sociedad en los procesos jurisd icc ionales , que analizo

en la tercera unidad , y las deficiencias que genera la part icipac ión del com ité

vecinal y la consulta ciudadana en los juicios contenc iosos adm inistrativos ,

pero en especial en el procedim iento de suspensión ; es necesario , reformar

la Ley de l Tribunal Contencioso Adm in istrat ivo del Distr ito Federa l.

IIl



En el cuarto y último capítulo manejo propuestas para superar

ir regulari dades encontradas en el desarrollo de las tres an te r iores unidades :

la integración de los tribunales administrativos al Poder Jud ic ia l; la reforma a

la Ley de Amparo ; y , reformas a la Ley del Tr ibunal Contencioso

Adm inistrativo del Distrito Federal , consistentes en la desaparición del comité

vecinal y la consulta ciudadana en el j u ic io contenc ioso administ rativo ,

actualización del procedim iento de suspensión con apego a la Ley de Amparo

y otras propuestas procesales para este tipo de juicios.

Es de mi interés aclarar que el nombre correcto de nuestro país es el

de los Estados Un idos Mexicanos , sin embargo , en el desa rrollo de esta

invest igación en ocas iones se denom inará "México " y aún cuando no es

considerado como sinónimo por los expertos , esta palabra se deberá

entender en esta tesis como los Estados Unidos Mexicanos . Así mismo ,

ut ilizo algunos conceptos en inglés , cuya traducción al español varía según el

autor que consulté , por lo que traté de manejar la traducc ión de estos

conceptos en inglés lo más apegado a la definición que se tiene de ellos en

español.
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1. Marco teórico y antecedentes d el si ste ma contencioso 
administrativo en Méxi co . 

1.1. Marco teórico . 

La base teórico-legal para di r im i r las cont roversias que surgen entre 

los particulares y el gobierno , respecto de los actos emitidos por este 

últ imo, se sustenta bá sicamente en dos modelos de justic ia administrativa : 

por un lado , e l j udicialista o angloamericano que atribuye la solución de los 

conflictos contencioso administrativos a los jueces ordinarios 

pertenecientes al Poder Judicial : y por el ot ro , el modelo francés que ubica 

forma lmente a los tribunales administrativos en la esfera de la 

Admin istración Pública , pero que en la actualidad son autónomos . 

La discusión en los Estados Unidos Mexicanos sobre cuál de estos 

modelos apl icaría correctamente, ha formado un sistema mixto judicial ista­

francés que ha desarrollado un juicio en donde, según Hector Fix-Zamudio , 

la inconformidad de los gobernados en contra ~e los actos adfT1inistrativos o 

resoluciones em itidas por la administración pública activa son ventilados de 

dos formas: 

a) A tra .... és del juicio de amparo indirecto en ' el Poder Jud icial , debido 

a la deficiencia procesa l de los tribunales administrat ivos en sus leyes o 

cor,1~ una excepción marcada por la propia Constitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos y. la respectiva Ley de Amparo , este proceso 

consta de una dot?Je instancia que inici a ante el Juzgado de Distrito y 

posteriormente en el Tribunal Colegiado de Circu¡~o; y, 

b) Los conocidos por los tribunales administrativos , cuyas 

resoluciones en la mayoria de los casos son revisadas por el Poder Judicial 

Federal , por la via del amparo directo o la revisión; proceso que también se 

conoce como un recurso de casación admipistrativa'. 

I F ix-Zamudio , HéC.tor . Ensayos sobre el Derecho de Ampalo Ed itor i al Porrua . 2' 
Ed iCión Méx ico . 1999 391 p 
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1.1 .1. La doctrina francesa. 

La corriente constitucional isla que estableció la Francia revolucionaria 

tenia motivos de peso político para delimitar al Poder Judicial : por lo que la 

tradicional división de poderes fue interpretada en el sentido de que el 

Poder Judicial no debía interferir en los actos de la Administrac ión Publica , 

y que ésta debe juzgarse por si misma: asl , el profesor Antonio Carrillo 

Flores . cita a Bonnard transcribiéndolo : M •• • desde el princ ipio de la 

revoluciÓn .. . se manifiesta una extrema desconfianza respecto de los 

trib .... nales judiciales en lo que concierne a su act itud frente a la 

administración . Se crela ver a los Tribunales que iban a crearse animados 

de ciertas tendencias que hablan tenido los del antiguo régimen . 

Particularmente en la segunda mitad del Siglo XVIII se había visto a los 

parlamentos , que eran las Cortes de Justicia Soberana . penetradas de un 

espiritu de oposición si stemática frente al poder real y a sus representantes 

locales . los intendentes : se mostraron imbuidos sobre todo por el afán de 

defender sus privilegios de clase . violentamente hostiles a todas las 

reformas adll'inistrativas y financieras , que fueron intentadas por el 

gobierno real , utilizando así . tanto sus poderes normales de jueces como 

sus poderes espeCiales de sanción y de registro para hacer fracasar esas 

reformas , Se quiso entonces, que los nuevos tribunales no pud iesen 

imponer ellos también su conservadurismo estrecho y poner en peligro las 

grandes reformas que la revolución querla realizar . entregándose como los 

antiguos parlamentos , a invasiones abusivas sobre los otros poderes con el 

fin de crea r obstáculos a lodo cambio . M2 

Esta concepción creada por la corriente revoluc ionaria francesa , 

temerosa a un resurgimiento de la dictadura monárquica o la idea de la 

permanencia conservac ionista que obstruyera la aplicación de la nueva 

1 Carull o Fl ores , Anton io . La Justic ia Federa l y l a Administra ción Pública Ed ito ria l 
Porru a Mhico . 2' Ed ici6n . 1973 . 145 p. 
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leSlslaci6n para la Administración3, se materializó en la Ley del 16 y 24 de 

agosto de 1790 en la que , segun Pedro López Rlos citando al maestro 

Ovalle Fave la, se in terpretó el principio de la división de poderes de la 

siguiente manera : "Las funciones judiciales son distintas y se mantendran 

siempre separadas de las funciones administrativas . Los jueces no podrán 

alterar, a riesgo de ser acusados de prevaricación , en forma alguna los 

actos de los cuerpos administrativos , ni podrán citar para comparecer ante 

ellos , a los administradores en razón de las funciones que desempef'lan : · 

Con esta diferente interpretación de la división de poderes , que en 

realidad fue un ajuste politico para iniciar una tendencia a desvanecer toda 

posible acc ión en contra de las reformas pretendidas por los revolucionarios 

franceses, la Ley en cita da creación a un ·Consejo de Estado", cuyas 

ralces devienen de una institución del antiguo régimen llamada "Consejo del 

Rey", que tenía funciones de asesor del Rey '1 facullades en los asuntos 

administrativos; lo más interesante de todo eilo, es la separación de las 

funciones judiciales '1 admin istrativas en donde los pr imeros no debian 

intervenir en la función de los segundos, tal '1 como lo hace constar el 

maestro Andrés Serra Rojas , · Prohibiciones reiteradas se hacen a los 

Tribunales, de conocer de los actos de la Administración , de cualquier 

especie que sean .· 5 

Segu'1 Pedr\l LOpez Rios , el Consejo de Estado en una primera etapa 

de su vida , junto con los Consejos de Prefectura , tenia una función de 

consultor para determinadas tomas de decisión del Ejecutivo , pero sobre 

lodo, empezó a conocer de las controversias surgidas de los gobernados 

¡nconformes de los actos de autoridad emitidos por el gobie~no , en donde 

sOlo formulaba proye ctos al titular del Poder Ejecutivo , qu ien concretaba y 

emitía el sentido de esa resolución . Es decir, que el Consejo de Estado , 

formó un tribunal administrativo y las controve rs ias que conocla eran 

l Serra ROJas , Andrés Derecho Administrativo Segundo Curso Edltona! Porrua MéxiCO , 
21" Ed lciOn , 2001 . 799 P 
• LOpez R ros , Pedro . La Justicia Admintstratlva en el S lslema Federel Mexicano. 
Universidad de GuanaJuato. México , l ' Ed ic ión , 1995. 48 p. 
$ Serra Ro jas , Andrés . Derecho Adm ln istret ivo . Segundo Curso Op e ,! 799 p 
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dirimidas a nombre del Ejecutivo : este proceso , fue consagrado por la 

doctrina como · JurisdicciÓn Retenida · y reconocido como la institución de 

una Influencia decisiva en la creación y desarrollo de los j u icios 

contenciosos administrativos actuales . 

Pedro López Rlos también comenta que , la evo lución de la jurisdicción 

adm inistrativa retenida que tuvo el Consejo de Estado durante su primera 

etapa (1790-1872) también estructuró un elemento d is tintivo de los 

trib ... il ales admi:t istrativos de corle francés : la especialización, misma que 

Influyó de cierta manera a partir de 1872, para adquirir una autonomía 

respecto del Consejo de Estado del Poder Ejecut ivo y. per ende , una 

autonomía en I~ resolución de los conflictos administrativos que conocia a 

través de los jueces especializados en esta materia con la aplicación de su 

propio control jurisdiccional , dando lugar a lo que doctrinalmente se 

conocería como la • Jurisdicción Delegada · . Es decir, los tribunales 

administrativos • ... con facultades para pronunciar sus fallos de manera 

autónoma e imperativa y sin revisión de ningun órgano d iverso , aun cuando 

lo hiciese formalmente a nombre de la propia administración .·6 

Posteriormente , • ... a causa del excesivo numero de asuntos 

pendientes de resolver por el Consejo de Estado y en virtud del Decreto-Ley 

del 30 de Septiembre de 1953, se crearon Tribuna les Administra t ivos 

Regionales (que históricamente se conoclan como Consejos de Prefectura) , 

con competencia para conocer de los conflictos admin istrat ivos en primera 

instancia . y el Consejo de Estado se convirtió en un tr ibun al principalmente 

de apelación ·. ' Sólo en casos muy especiales , • ... el Consejo de Estado 

mantiene su postura como autoridad jurisdiccional de unica instancia, cuyas 

decisiones no pueden ser revisadas por algún órgano judicial en virtud de 

, L6pez Rlos , Pedro . La Justicia Administrativa en el Sistema Fede ral Mell lc ano Op el! 
49 p . 
7 Ibidem. 49 p. 
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que dicho Tribunal tiene competencia y jurisdicción del mismo rango 

constitucional que la Suprema Corte de Justicia de Francia:8 

Esta etapa evolut iva de los tribunales administ rat ivos franceses 

perm ite sustentar su definitiva independencia de la admin istrac ión publica 

activa , la separación del Poder Judicial y, sobre todo , el desarrollo de un 

proceso jurisdiccional administrativo autónomo, paralelo y con el mismo 

nivel constitucional al que se gesta en el Poder Jud icial Francés Dicho en 

palabras del profesor Andrés Serra Rojas: ~ ... en la actualidad el Consejo de 

Estado que impera en este pals tiene competencia para conocer de todos 

los procesos de la Adm inistración Pública , sea que conozca de ellos en 

primera o segunda instancia , sea en apelación o en conclusión de asuntos 

de jurisdicción adm inistrativa inferiores a través de los recursos en plena 

jurisdicción o subjetivos o el de nulidad por abuso de poder u 

obje t ivos ... Existe en la hora actual en Francia un orden de Jurisdicción 

Administrativa enteramente independiente de las jurisdicciones oficiales, la 

explicación de esta dual idad de jurisdicciones es de orden histórico. Una 

ve z creado el juez administrativo , crea un derecho admin istrativo especial. 

No es la eA:istencla de un derecho administrativ,? especia l el que ha creado 

al juez administrativo , sino que el juez adminislrátivo es el que ha creado el 

derecho administrativo : el órgano ha creado la función ."9 

1.1.2. La doctrina angloamericana. 

Hago énfasis en que la utilización del término ~ ang loamericana~ por el 

transplante que hicieron las trece colonias del MCommon Law· inglés 

(De recho Consuetudinario Jurisprudencial o Ley Común) a su territorio , pero 

en especial del ~ Writ of habeas corpus~ (orden o mandato en defensa de la 

li bertad del hombre ) y su posterior adecuación a las necesidades y 

eXigencias prop ias de la comunidad Norteamericana . El maestro AntoniO 

• ·Sánchez G6mez, Narciso. Segundo Curso de Derecho Adm lnls /ra/ lvo Editoria l Porr.:.a 
MéICICO 1" Ed1C16n. 1996. 32 P 
, Serra ROJas. Andrés . Derecho Admlnlslfalivo. Segundo Curso Op ell 789 p 
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Camilo Flores comenta que por tradición en este sistema . la Suprema Corte , 
es el órgano de control de la Administración Publica y en general de la 

construcción legislativa y judic ial de los Estados Unidos de Norleamérica . 

hecho que para afirmarlo sólo basta la célebre frase de Charles Evans 

Hughes que es citada por el maestro Antonio Carrillo Flores : *Vivimos bajo 

una Constitución. pero la Constitución es !" que la Supreoma Corte dicp. que 

es .... 10; la creación de una Suprema Corte omnipotente fue por motivos 

pol1ticos históricamente sustentados . pues a l momento de su ind ependencia 

del viejo continente, lo que existía en las Colonias era un derecho local e 

Individualizado debido a sus estructuras politicas , aunque con las 

caracteris t icas del "Common Law· (Derecho Consuetudinario o Ley Comun), 

pero sin las bases sustentables para construir un Estad o nacional fuerte . 

El maestr0 Carrillo Flores comenta que , la SIJprema Corle 

Norteamericana fue la que en realidad consolidó el sistema Federal en ese 

pais , esta institución sentó la estructura para una nación económicamente 

unificada : con su poder nacional fue cap ,u de imponer su autoridad en todo 

el pais . disciplinando a los Estados sin afectar la autonom ía de cada uno. 

Esta superioridad del Poder Judicial , incluso sobre el Ej&cutivo , nunca 

pretendió otorgársela el Constituyente de Filadelfia de 1787 , pues la 

CC' ,lslitución de los Estados Unidos de Norteamérica solamente faculta a los 

tribunales para cuidar la supremacia del derecho Federal sobre el derecho 

local : mas bien , quien dotó de este sorprendente poder a la Suprema Corte 

Norteamericana, fue John Marshall cuya labor tenia tintes pOliticos para 

fortalecer al Part ido Federalista , al cual pertenecía . frente al Partido 

Liberal. 11 

Por olro lado, el maestro Ignacio Burgoa Orihuela menciona que, la 

naturaleza y evolución de la sociedad establecida en los Estados Unidos de 

Norteamérica propició con posterioridad una ser ie de enmiendas en la 

10 Carrillo Flores , AntOniO Estud ios de Derecho Administrativo y ConstifUClona/ UNAM 
, ~ Ed iCión . Méll: ico. 1987 232 p . y. Burgoa Orihuela . Ignac io El JuiCIO de Amparo 
Editorial Porrita , Méll: lco . '8~ Ed lci6n . 1982. 81 p . 
l . Carrillo Flores . Anton io ESfud ios de Derecho Adminlstra/ lvo y ConSlllUClonel Op CII 
223 y 224 pp 
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Constitución de ese pais . de las cuales. para los in tereses del presente 

Iraba¡o destacan las número V y XIV ; la primera de éstas encierra la 

garanti a de legalidad , la de audiencia y ¡ulcio prev io por e l que se prive a la 

persona de su libertad o propiedad , la ci tada enmienda reza <Nadie sera 

privado de la vida , de la libertad o de la propiedad . sin el de b ido proceso 

legal RI 2 En lo que respecta a la segunda de estas enm iendas . establece las 

mismas garantias que la qUlnté!: , solo que es excluSi va de las autoridades 

Federales ~ no as í de las entldadf'!s locales ; en pocas palabras , en la V 

enmienda se estab lec ieron protecc ion es a los derechos reconOCidos de la 

ciudad anía frente a los actos em it idos por los poderes del gobierno estatal 

o local y la XI V enmienda confirm a la supremac ía de la propia Federación 

fre nte a los congresos loca les y ad icionalmente la fa cultad de decidir sobre 

la constitucionalidad o no de actos emitidos por los p oderes Legislativo y 

Ejecutivo del gobiern o local a través de jurispruden cias de la Suprema 

Corte 

Ahora b ien . es os derechos del individuo que quedaron protegidos por 

la Constitución Federa l de los Estados Unidos de Nortea mérlca se 

materializan a través de diversos actos j ud icia les , de los cuales . solo 

enunciaré de manera genér ica los que destacan por sus c aracter ís t icas en 

relacIÓn con el sistema contencIoso adm in is trat ivo , pues cabe inSis tir , que 

la corflente angloamer ic ana otorga la facultad al Poder Judicial para dirim ir 

las controversias de los particulares ¡nconformes de los actos em it idos por 

las autoridades gubernamentales ; éstas en su mayoría se resuelven a 

través de los "writs · (orden o mandato) y son el resultado de los procesos 

que se llevan a cabo ante la Suprema Corte Norteameric ana por vio laciones 

constitucionales a los ya refer idos derechos ciudadanos . 

'1 Burgoa Onhue la. IgnaCIO El JUICIO de Amparo Ed itori a l POHua Méx ICO, 18' EdlCI6n 
t982 81 P 
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1.1 .2 .1 . " Writ of habeas corpus" (O rden o mandato en defensa de 
la libertad del h om bre). 

En coincIdencia de Ideas con Juventino V. Castro . e l "wnt · (orden o 

mandato) en inglés quiere decir auto, orden o mandato y no como 

erróneamente se equipara con una acción . juicio o recurso . pues . ~ ... la 

verdad es que tan sólo se pretende obtener el consiguiente mandato o auto , 

que es lo que const ituye en purIdad el writ .. : 13
; ori g inalmente fue 

establecIdo en Inglaterra . en defensa de la libertad del hombre contra de 

actos ilegales tanto de las autor idades como de los part iculares (w,;1 of 

habeas corpus) y no es un elemento juridico contra todo acto de autoridad 

que se considere Ilegal o inconstItucIonal . su finalidad orIgInal es liberar a 

un individuo de su i legal detención . determinando si le se otorgó el deb ido 

proceso legal o adue process of law ·; en forma muy concreta se puede 

explicar , que cuando las apelaciones o recursos resultan procedentes y 

fundados esto se traduce en la expedición del " wrW (orden o mandato) , con 

el cual una Corte Superior requiere la ejecución de un acto especifico o 

bien oto rgando la facultad a una autoridad menor para que dicho ·wrir 

(orden o mandato) se lleve a cabo , precisando el comportamiento que se 

debe lleva r en el acto especif ico u ordenar su ejecución Ahora bien . la 

importancia por la que se menciona al "w,U of habeas corpus " (Orden o 

mandato en defensa de la libertad del hombre) , es que siempre fue utilizado 

como un medio de control legal y considerado como uno de lo~ primeros en 

otc:;.a r esa protección a los derechos del hombre . De hecho , Juvenlino V . 

Castro sostiene , que actualmente ya no es de uso exclUSIVO para cuestiones 

penales sino que también examina la legalid ad de actos de autoridad de 

otra índole ". 

Por su parte , Antonio Carrillo Flores también hace el comentario de 

que la Suprema Corte Norteamericana sostiene que · .. la eXlgenc,a de un 

'debldo proceso legal' (due process of law) qlle como garantía para los 

1] V Castro . Juventlno Garanllas y Amparo EdItorial Porrus 9" Ed ICión Mé~ lco 1996 
298 p 
lO Ib ldem 298 p 
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particulares consagran las enmiendas constitucionales en Norteamérica, se 

satisface no sólo ~ua ndo el proceso es tramit ado por las cortes de justicia 

en sen t ido est r icto, sino también por un cuerpo perteneciente al Poder 

Ejecutivo en el que al particular se haya respetado cierto minlmo de 

derechos funda mentales en cuanto a la posibilidad de r,acerse oir y 

defenderse ."ls 

1.1 .2 .2 . " Writ o, erro r " (Orden o mandato de error), 

Entendida por Juventino V. Castro como una reviSión de la Suprema 

Corte Norteamericana a un procedimiento ya instaurado ante una Corte 

inferior y determinar la existencia o no de ciertos "errores " en dicho 

procedimiento para corregirlo, rectificarlo o confirmarlo . Este "w"r (orden o 

mandato) que fue usado por mucho tiempo como una especie de casación o 

apelación , incluso en procesos contra actos de autoridades administrativas, 

fue abolido en '928 y reemplazado por otro denominado "cerliorari " 

(revl"J lón ) 

1.1 .2.3. "Wr;t o, c e r tio r ar i" (O rden o m andato d e r ev is i ó n). 

Al respecto , AntoniO Cartilla Flores ~xpresa que este mandato tiene 

como finalidad constatar la validez de los procedimientos Que se llevaron 

ante una COrl.:! inferior , sin embargo , también ha caido en desuso por la 

dlscrecionalldad Que tiene la Suprema Corte Nortea mericana para conoce r 

de dichos asuntos . Sobre el particular , este autor rescata u., importante 

documento suscrito por Charles. Evans Hughes , en el Que manifiesta 

cuando la parte Inconforme ha apelado a la Corte de Circuito 

correspondiente dichos litigantes, en lo Que concierne a sus Intereses 

privados han agotado sus posibilidades en el proceso (ha ve had lhelr day m 

'! Carrillo Flores . AntoniO La JustiCia Federal y le Admlnlstraclon Pública Op eH 
t 50 p 
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Court) . Una ul ter ior revisión , por la Suprema Corte sólo se lustifica en 

atención al interés públ ico involucrado en el litig io . Tal reviSión por ejemplo , 

puede ~er necesaria para resolver contradicciones entre las decisiones 

Judiciales dictadas por las diferentes Cortes de apelación . federales o 

locales : o para definir problemas constitucionales o para fijar la 

Interpretación de las leyes ; o requerirla por las cuestiones de derecho 

planteadas . La revisión por la Suprema Corte es consiguientemente en 

Interés de la ley de su adecuada exposición y aplicac ió n , no en el mero 

Interés de los Iitig antes."16 Como ya se dijo , este ~writ " (orden o mandato) 

es discrecional. por que la Suprema Corte escoge los casos en que desea 

Intervenir y si es negado , no se afectará c3mbio alguno en el juicio donde 

se originó supuestamente la aplicación incorrecta de una ley Es por ello , 

que cuando I.J Suprema Corte Norteamericana emite deCISiones respecto 

del fondo de esto3 "wri! " (ord en o mandato). mantien.e su rectora posición 

en la vida juridica e incluso politica de ese pais del norte; y una muestra 

In falib le de el lo , es el juicio de Estados Unidos en contra de R ich ard Nixon , 

en el cual , dicho Instrumento legal fue fulminante para la carrera politica de 

ese ex presidente .11 

1.1 .2 .4 . " Writ of injunction" ( Orden o mandato de suspensión). 

El autor Juventino V Castro manifiesta . que este mandato ha s ido una 

de las fuentes más Importantes de la Jurisprudenc ia angloamericana , pues 

permite en mayor medida la defensa de los derechos consagrados a los 

particulares por la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica que 

se presumen violados . Cuando es procedente , la Suprema Corle 

Norteamericana expide un mandamiento que benefic ia a la par:e que 

lOterpuso el recurso , prohibiendo a la contraparte ejerc itar un acto o impedir 

su continu ac ión al considerar que éste es injusto o ¡nequitativo para el 

,. Camilo Flores , Anton iO . EstudiOS de Derecho 'AdminlStratlvo y ConSllluclOnal Op CII 
~.4 0 ;: 

lb¡dem 236-241 p 
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derrandante : pues en caso de llevarse a cabo , no pOdra ser restituido 

mediante el ejercicio de una acción legal. Este "writ" (orden o mandato) se 

subdivide en : i) " Preliminary injunction" (suspens ión preliminar) , mismo 

que de ser procedente , al momento de su presentación , se impide al 

demandado que realice un acto o continúe real izandolo y la matena de la 

controversi a es precisamente el fundamento legal de dicho acto (lo que se 

conoce en el sistema juridico mexicano como suspensión de of icio ), ii) 

" Temporary injunction " (suspensión temporal) y que es un mandato de 

suspensión provisional respecto del acto que se reclacna hasta en tanto no 

se determ ine el " injunction fin8f ~ (suspensión final) mejor conocid a en 

México como suspensión provisional ; j ii) " Permanent injunction o 

injunctlon final " (suspensión permanente o final) , el cual se otorga para 

Que continúe vigente las suspensión hasta la determinación final de un 

juicIo conc reto ; acto jurídico conocido en la Ley de Amparo rT'eXlcana como 

la suspe nsión defin it iva . Debe considerarse que este "wrW (ord en o 

mandato) es una institución procesal "entre particulares · y si el mandato se 

dirige a un funcionario entonces se utiliza el "writ of mandamus " (ord en o 

mandato obliga tor io). 1« 

1.1, 2 .5." Writ of mandamus" (Orden o mandato obligatorio) . 

Arturo González Casio explica, Que este mandato baslcamente es el 

que más se acercaria . por su finalidad ju r ídica y técnica p l ocesal , a las 

~uestiones contenciosas administrativas en Méx ico , sin menospreciar los 

"writ " (orden o mandato) anter io rmente mencionados , ya que " ... es el 

mandamiento que dicta un tribunal competente dirigido a otro lobuna! 

infe rio r o a cualquier autor idad administrativa , ordenando la ejecución de un 

deber impuesto por la Constitución o por la ley ; su efecto es , pues . positivo: 

obliga a que se ejecute un acto que la autoridad se ha negado a realizar .19 

,. Castro , Juven t lno V Garan//as y Amparo Op e i t 300 p 
11 Gonzalez Cos lo . Anuro El JUICIO de Amparo Ed itorial Porrua 6- ed lCI6n MéKICO 
2001 5 P 
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Su diferencia con otros recursos 'que son de carácter discreciona l, es que la 

ley lo prescri be como obligatorio y es extraordinario porque puede ullllzar~e 

sólo cuando otros recursos han fracasado o resullaren inadecuados . 

1 .1 .2 .6 . " Writ o, prohibition " (Orden o mandato d e pro h ib ició n). 

Arturo González Casio comenta que , este mandato lo el(pide la corte 

superior a una corte o tribunal inferior, previniéndolos para que no se 

el(cedan en su ju r isdicción o que no invadan una jurisdicción que no les ha 

sido otorgada por la ley , so lo se concede cuando no existe procedimiento 

ordinario para lograr el mismo fin ; respecto a este "wril " (orden o mandato) , 

el autor A rturo González Cosio adiciona que es parecido "al del apartado 

an terior , solo que éste obliga a una autoridad a dejar de hacer algo y en 

relac ión a la competencia o jur isdicción , el "wri/ of prohibition - (orden o 

mandato de prohibición) se puede utilizar también para que una autoridad 

no se exceda en sus facultades . 20 

Antonio Carrillo Flores dice , que la propia evoluc ió n natural de la 

socied ad Norteamericana ha propiciado el crecimiento" de las actividades de 

la administración publica , y por ende ha creado la necesidad de estructurar 

modelos judiciales que den soluciones más adecuadas a las 

,"conformidades que tienen los particulares en contra de los actos de 

autoridades gubernamentales : por lo que , en los Estados Unidos de 

Norteamérica la inexistencia de cortes y proced im ient os especiales 

aplicables para este tipo de conflictos ha empezado una nueva vertiente con 

una tendencia y acercamiento . al contencioso administrativo utilizado por el 

sistema francés ; aunque supervisado , por su puesto . por el Poder Judicial. 

Así . cuando la realidad exige '11 sistema norteamericano la 

conveniencia de una Institución especializada para solucionar cierto tipO de 

controverSias del particular con los órganos del gobierno y por su caracter 

que no es estrictamente judic ial . se opta por colocar a dicho organismo 
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dentro de la administración pública , no obstante que sus funciones sean 

claramente JurIsdiccIonales En reiaclór' a ello , es de destacar la 

observaCión hecha por Antonio Carrillo Flores , en el sentido de que la 

Constitución Norteameric ana , en sus textos relac ionados con el tema no fija 

un cuadro Inalnovible de Trib unales Federales, como es el caso mexicano ; 

mas bien , ~ ... slmplemente habla de la Suprema Corte y de los tribunales 

Infertores que por ley cree el Congreso, de esta forma , Sin las trabas de los 

preceptos constitucionales rigidos , (como el caso de nuestro pais) la 

Suprema Corte Norteameric ana ha podido organizar a los Tribunales e 

Incluso crear organismos especializados para hacer frente a las nuevas 

neceSidades de la Intervención estatal en las controverSias que se susciten 

entre la adminIstración y los particulares · 21 ; sin dejar de lado , obviamente, a 

los clasicos ~writs ~ (orden o mandato) que con anterior idad comenté en este 

trabaJo. 

En relación a lo anterior , :;e puede sustentar·, q:.Je la corriente 

tradICIonal del sistema angloamericano ~ .. ,evolucionó parcialmente hacia 

un a caracteristica nueva , que consiste en la posibilidad jur idica que tienen 

los gobernados de impugna r I:¡¡s decisiones administrativas , ya no ante 

órganos de la jurisdicción ordinaria sino ante tribuna·les administrativos con 

rev ;sión judicial "22 

1,1,3 , La doctrina -mex i ca n a, 

Considero muy especial al modelo contencioso adm inis trat ivo de los 

Estados Unidos Mex icanos , pues ha combinado elementos de sistemas 

luridlcos diversos como el angloamericano , el francés e incluso la vieja 

organización juridica de la colonia espa,",ola , esta ultima , aun cuando era 

renegada fue herencia imposibl e de borrar de un plumazo . Originalmen te la 

21 Carrillo Flores , AntoniO La Justicia Federal y la Administración PublIca Op CII 150-
151 pp Lo que esta entre parénlesls es agregad o mIo . 
n L6pez Rlos , Pedro . La Justicia Administrativa en el Sistema Federal Al.e'< ICiJno Op CH 
46 P 
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m fluencla angloamericana invad ió :) nuestro sistema Juríd ico . fOrJando la 

Idea de que los conflictos entre part icu lares y el gobierno fueran resueltos 

por [rJbunaies cld inari05 , es dec i r . adscritos al Poder Judicial. 

Este sislema judiclallsta que inlentó dar un trato de - i gualdad ~ tanto a 

los problemas que se susciten entre un particular y otro . como los que se 

gestaban entre estos con el gob ierno . dio como resultado un estancamiento 

en el campo de la defensa de los gobernados frente a los actos autoritarios 

de la administración publica activa . 

Asi las cosas . en los Estados Unidos Mex ican os e l modelo 

angloamericano en mater ia admin istrativa no tuvo la m isma func ionalidad . 

tal y como 10 describe Anton io Carr il lo Flores : - ... Ios Tribunales Federales 

Mex icanos . hasta l a expedición del Código Labastida de 1897 . elaborado 

tamblen como la Ley del Tribunal Fiscal en la Secretar i a de Hacienda. 

trabajaron con un conjunto desordenado de disposic iones arcaicas . 

complicadas y contrad ictorias ... no tuvieron a su alcance ... un mecanismo lan 

sencillo y tan eficaz como a través de los siglos lo ha sido en el derecho 

anglosajón el recurso de equidad , la "injunction -, conforme al cual. ya falta 

de otro remedio establecido en la Ley , un Tribunal Local o Federal tiene 

siempre la potestad de detener primero y de correg i r después la injusticia 

que una autoridad o particular estén cometiendo en agravio del interes 

directo de a lguien .~ 23 Efectivamente . sólo en algunas leyes se reglamentaba 

la acción administrativa de "oposición- ante la autoridad jud icial , en conlra 

de la administración pública activa , promov,ida por algun particular ; lal y 

como lo era el juicio de oposición en materia fiscal o los juicios en mater ia 

de aguas , minas , petróleo y patentes . Sin embargo . estos juicios se 

apoyaban en leyes. que regulaban procedimientos particulares y nunca 

mediante una ley genera l que convirtiese dichas oposic iones o juicios en el 

camino ordina rio para resolver las controversias entre el part icular y la 

administración publica activa .24 

n Camilo Flores . Anton i o EstudiOS de Derecho Administrat ivo y Cons t,:u(.lonal Op C I! 
20 7 P 
l' Ibldem . 208 p 
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Con apoyo en las ideas de Héctor Fix-Zamudio puedo sostener que , 

las cuestiones contencioso administrativas se resguardaron en el ju icio de 

amparo; y, en una pr imera etapa , desde que éste se instituyó a nivel 

constitucional (1857) hasta por lo menos 1919, el amparo en materia 

administrativa tenia una doble naturaleza : primeramente , eran Impugnadas 

por este medio las sentencias de los tribunales ordinarios , por lo que el 

Poder Judicial Federal resolvía en definitiva este tipO de juicios 

administrativos ; en segundo , en esas fechas los tribunales ordina rios no 

tenian la capacidad ni la facultad de conocer todos los actos o resoluciones 

de la adm inis trac ión pública activa, así que también en estos casos el 

amparo tenia conocimiento de los conflictos entre los particulares y la 

administración pública activa de una forma directa , lo que convertia al juicio 

de garantias en un verdadero proceso contencioso administrativo 

Sin embargo , la referid a institución no era la solUCión Pélra este tipo 

de conflictos , pues como lo afirma Hector Fix-Zamud io , :ie d io un uso 

excesivo al amparo a part i r de la interpretación tan abarcad ora del articulo 

14 de la Constitución de 1857 , para que el amparo proced iera en contra de 

casi todos los actos de gobierno que afectaban a particu lares , motivo por el 

cual se debilitó a esta naciente institución, ya que su objetivo está 

relacionado con la constitucionalidad o no de actos y nunca para conocer de 

cuestiones contenCIOSO administrativas .25 

En la espeCie , Antonio Carrillo Flores adiciona que por esas fechas , 

eXistió un escaso interés por e l verdadero (.Ies arrollo del amparo en materia 

administrativa. pues aún tiene vigencia la tesis de este autor , en la que 

sustenta que tanto la doctrina como la legislación quP. eXistió a partir de 

1897 . se preocup0 básicamente por arreglar el amparo en materia Judicial 

tanto en su estructura vertical (contra decisiones de la autoridad JUdicial 

fedr.1 di y COf.lia tribunales del orden común) , como hOrizontal 

(procedim ien to de doble instancia : la pr imera ante los jueces de distrito y la 

;~ FIII"-Zamud.o Hectot Ensayos sobre el Derecho de Amparo Op e'l 436-431 pp 
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segund a , obligatoriamente ante la Suprema Corte de Justicl~) : pcr lo que , el 

amparo administrativo no recibió la atención debida. 2s 

En una segunda etapa de la evolución del amparo , Que para efectos 

de esta investigación tomé en cuenta a partir de la Ley de Amparo de 1919, 

etapa en la que existió una preocupación más concreta por las cuestiones 

administrativas, mismas que con apoyo en las ideas del maestro Héctor Fix­

Zamudio , a continuación se describen : 

a) La Conslitu-:ión Politlca de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, en 

su articulo 107 establece , gracias a la influencia del jurista Emilio 

Rabasa, un doble procedimiento del .:tmpar0 27
, es decir , de una sola 

instancia en contra de las sentencias definitivas emitidas por los 

tribunalet judiciales : y , el de doble instancia contra otro tipo de actos , 

entre ellos 103 administrativos , pues se debe recordar Que aún con la 

creación del Tribunal Fiscal de la Federación en 1936 , sus sentencias 

eran consideradas como actos administrativos en térm inos del articulo 

114 fracción .11 de la Ley de Amparo, por la sencilla razón de que 

constitucionalmente los tr ibun ales administrat ivos . hasta antes de 

agosto de 1968, no se reconocen sus atribucion es con carácter 

Jurisdiccional o mejor dicho , no se reconocen con el mismo nivel que la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos les da a los 

Irlbunales judiciales . 

b) En agosto de 1928 se reforma la estructura de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación , y se crean tres Salas de las cuales a la segunda 

se le atribuyó la solución de todas las controversias administrativas en 

sus diversos grados : es decir. en una sola instancia . en SL' doble 

In stancia y el recurso de súplica. este último se supr imió el 16 de enero 

de 1934 junto con los juicios ordinarios de oposiCión . 

16 Carrillo Flores . AntonIO La Justicia Federal y la AdministraCión Pu blica Op CII 212-
217 pp 
~. F,x·Zamudlo. HéClor Ensayos sobre el Derecho de Amparo Op GI ! 287 P 
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cl El 30 de diciembre de 1935 nace una nueva Ley de Amparo , el 10 de 

enero de 1936 entra en vigor la Ley Organlca del Poder Judicial de la 

Federación ; en agosto de 1936 , se promulga la Ley de Justicia Fiscal 

que le da vida a su vez al Tribunal Fiscal de la FederacIón , Con la 

creación de los citados ordenamientos, el nacim ien to del Tr Ibunal Fiscal 

de la Federación , la supresión de los juicios ordinarios de OposIción y 

del recurso de suplica ; las controversias administrat i vas pod ian 

plantearse directamente en el Juicio de amparo , o bien , SI eran de la 

competencia de dicho Tribunal Fiscal. primero se substanCiaban ante 

esta naciente institución , Sin embargo, en cualquiera de estos 

supuestos el procedim iento se conocla en dos in$tanClas : ante los 

Juzgados de Distr ito y , en 

Suprema Corte de Justicia 

resoluciones del tribunal 

revisión , ante la Segunda Sala de la 

de la Naci6n , pues se ins iste , las 

administrativo arriba mencionado se 

consideraban como actos administrativos en terminas del artfculo 114 

fracción 11 de la Ley de Amparo , 

dI No es sino hasta 1968 , que se considera a los tribunales contencIosos 

administrativos , léase Tr ibun al Fiscal de la Federación , dentro de la 

Constitución Polit ica de los Estados Unidos Mexicanos y se le reconoce 

su caracter jurisdiccional , para el posterior nacimiento de los tribunales 

contencioso administrat ivos de los estados y el Distrito Federal : asi 

como, la ampliación de sus facultades y no constrer'lirse a conocer s610 

actos administrativos de caracter fiscal. Pese a ello , aun prevalece la 

doble naturaleza del amparo en materia administrativa ; es decir , 

primeramente su doble instancia para la im pugnaci6n de los actos o 

resoluciones de la admin istración pUblica activa . cuyas célracteristicas 

para su procedencia las marca la Constituci6n Politica de los Estados 

Unidos Mex icanos , a estas situaciones concretas la doctflna continua 

co nsider-3ndo al juicio dE: amparo como un sust ituto del proceso 
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contencioso admlnistrativ0 28 Ahora bie n. la segunda na turaleza 

mencio nada corresponde al amparo de una sola ins ta ncia contra las 

resoluciones de lo s tribunales admin is tra tivos . que como ya se 

mencio n6 , actualmente t ienen un mismo rango constituc ional que los 

tribunales judiciales 

Aún co n la creación y pe rfecc iona miento consta nte de los tri buna les 

admin istrativos de corte francé s en los Estados Un idos Mexicanos . los 

Ju zgadores de amparo en materia adm inistra tiv a continuaron conocie ndo de 

este t ipo de controversias y por 10 tanto , tamb ién han mejorad o sus 

func iones y actuaci6n , a través de un grupo de Juzgados de Distrito 

especializados para conocer s610 ese tipo de cuestiones : y los Tr ibunales 

Cole~iado s de Circuito que s610 conocen de recu rsos en materia 

adm ini strativa . con el fin de restar la in tensa carga de tra ba jo de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nac ión , permitiendo a 

ésta ultim a conocer s6lo de los juicios en los cuales se alegan conceptos de 

violación en contra de leyes u ordenamientos que contravi enen a la 

Constitución Polit ica de los Estados Unidos Mex icanos y. por supuesto . los 

caso s especificas que por su importancia e in terés para la nación 

discrecionalmente los decida conocer , 

La tendencia a establecer los tr ibunales admi nistrat ivos de corte 

francés en nuestro pals , el desarrollo de sus estructuras y funciones para 

conocer de los actos de la administrac ión publica activa q 'Je afectan a los 

particulares y la imparcialidad de sus resoluc iones ; gradua lmen te han 

alcanzado mejores niveles de confianza entre los gobernados . Sin embargo . 

en ciertos sectores todavia ex iste la arcaica idea de que es tos tr ibu na les 

por es tar dentro de la órbita de la adminis trac ió n pub lica es el mismo Poder 

Ejecutivo qu ien resol verá la con trovers ia y por lo tant o se verá ob l ig ada a 

ratifica r los actos impug nados , por lo que , el amparo adm inistrativo conti nua 

sofocado incluso por cuest ion es que los tr ibunales administrativos ya tienen 

;, I bldem 39 0 -391 pp 
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facultades para conocerlas La persistencia de esta lucha de Ideas continua 

cuestIOnando la misma estructura y jurisdicción de los tribunales 

admlnlstrativos 29
: sin embargo , la prop ia Suprema Corte de Justicia de la 

Nar ,n n ha defendido la existencia de estos tribunales e Incluso ha motivado 

reformas legislativas para la mejora de sus facultades . lO 

Asi las cosas . el JUIcIo de amparo y e:1 si el Poder Judicial. ha tratado 

de emanciparse de las cuestiones contencioso administrativas remitiéndolas 

para su cono"imiento a los tr ibunales administrativos , empero , aun existe 

un largo camino que recorrer en esta transición y . como aportación 

particular , considero que es precisamente esta etapa de tranSICión en la 

que nos encontramos , y motivo por el cual no se permite ver de manera 

concreta los resultados de los tribunales administrativos en MéxICO , pues 

este proceso ha sido lento y en ciertos anos de su histOria Incluso se ha 

estancado . 

Las resoluCiones de los tribunales administrativos , en l a mayorfa de 

los casos , siguen siendo sometidas al conocimiento del Poder Judicial , 

mismo que a través del amparo directo o del recurso de rev iSión , marca el 

sentido de los conflictos entre .a administración publica activa y el 

particular , situación un tanto similar a la que se ha dado desde la 

Im plantación del .sistema judicialista en México y que es cuestionada por 

grupos doctrinarios ya mencionados en citas bibliograf icas de este trabajo . 

;. Cues t ión que se puede constatar en la obra de Acosla Romero Miguel Maflano 
Herran Salvattl y FranC ISCO J Venegas Huerta Ley Federa l dR Procedimiento 
Admln lsrralrvo y Ley de Procedlmlen/o Administrativo del DIstnto Federal comen tadas , 
DOClflna . LegislaCión y Junsprudencla Ed it or i al Porrua Méxi CO 6° Ed iCión . 2001 245-
254 pp 
)O La JUrisprudencia por contradicC ión <1e tesIs 85/98 , que inCitó al legislativo para 
modif icar la prop ia Ley Federal de Procedim ien to Administrativo y que pueoe 
consult arse en el Semanario Juo lc la l de la Feoeraclón y su Gaceta , pag in a 61 oel tomo 
IX de la Novena t:poca emlllda por la Segunda Sala en ¡unle del 2000 TeS IS 
2°f J 139/99 Cnada tamblen por Acosta Romero , Miguel , Mariano Henan Salvatt l y 
FranCISCo J Venegas Huerta Ley Federa l de Procedimiento Admmlsuatlvo y Ley de 
Procedimiento Adminlsfrallvo de l D,s/"Io Federel, comentadas , Doctfln a Legis l aCión y 
JUflsprudenCla Op elt 253-254 pp 
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1 .2 . Antece dente s de l s is t ema con t en c ios o adm i n is trat ivo en 
Mé x ic o . 

1 . 2.1 . En la Nue va España . 

El maestro Ignacio 8urgoa Orihuela opina que la conquista espa~ola . 

desde el punto de vlsla Juri.dico-politico. hizo desaparecer las d iferentes 

formas de organización de la lacustre tenochtiUan para someterla al imperio 

de la corona . misma que organizó al pueblo indigena como un terrilorio 

dependiente y dom in ado para su benefic io . Asl , la "Nueva España " era 

regulada por un derecho decretado por la metrópoli . y au nque basado en 

sus pr inc ipios fundamenta les y en aquellas costumbres abor igenes que no 

se opusieran a éstos . la real idad era un imperio de dom inio y explotación . 

En todo lo concerniente al régimen colon ial hispano y con una 

aulorldad suprema sobre la actividad leg islativa , la f~rma de organización 

del ,::obierno e :nclusive la función de organismo Judici a l supremo . lo 

regulaba el "Consejo de I ndl as ~, creado por el Rey de Espa~a Carlos V en 

1519 , en el que sólo éste podía influir . En la cuestión legislaliva. los 

ordenamientos para ".,. Ias colonias de América se llamó ' Derech o Indiano ' y 

dentro de la que .ocupan un lugar preem inente las célebres 'Leyes de 

Indias' , verdadera sintesi s de derecho hispanico y las costurnbres j ur ldlcas 

aborigen-es , Por otra parle . las Leyes de Castil la lenian tamb ién apl icación 

en la Nueva Espal"ia con carácter supletorio , pues la Recop il ación de 1681 

dispuso que en todo lo que no estuviese ord enado en particular para las 

Indias, se aplicarían las leyes citadas ." )1 

En lo que respecta a la est ructuración del gobierno en la Nueva 

Espa~ a , no sin an tes pasar por un pe r iodo c aótico de organización que se 

materializó en un saqueo a ultranzas de la colonia y un trato bestial a la 

población indigena , se instauró casi a lo largo de toda la dominación 

colonial una estructura gubernamen tal sim i lar a la de Espa ña ; es decir . en 

" Burgoa Onhuela . IgnaCIO Derecho Constitucional Mexicano Editor ial Porrua Mhlco. 
3" EdiCión . 1979 51 P 
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ese pais sus diversos reinos tenran una especie de organismo legislativo 

del'lnrninado "Cortas· que " .. controlaban o moderaban el poder del monarca 

Siempre en atención a la Justicia y ~I bien común , debiendo advertir que 

cuidaban de la observancia de los fueros y derechos de los súbditos del 

monarca, quien an!e ellas prestaba solemne juramento en el sentido de 

cumplirlos y obedecerlos : 32 

El maestro Ignac io Burgoa sustenta que, en la Nueva Espar"la , el 

Consejo de Indias con anuencia del monarca , estructur6 un cuerpo 

colegiado de nombre " Aud i encja ~ (en similitud a las Cortes d~ la metrópoli). 

misma que originalmente , en nombre del monarca , desempel'laba la 

autoridad legislativa . adm inistrativa y judicial: la cual . con el paso del 

t iempo y su gradual control de estos ámbitos en la colonia, sentaria las 

bases para un rég imen virreinal 

Instaurado el virreinato , el virrey, como representante del monarca en 

la Nueva Espal'la , contaba con un cúmulo de atribuciones de naturaleza 

adml :listrativa , legislativa y judic ial : sin embargo , esta supremacía era 

controlada de manera indirecta por el monarca español, quien debia ser 

Informado obviamente por el virrey acerca de su gestión : además , la 

Audiencia interven la de manera activa sobre asuntos que atañían a la 

haCienda y la milicia . No obstante lo anterior . el virrey aún conservaba gran 

parte de las tres atribuciones arr iba senaladas . lo que permitia entre 

muchas otras facultades . deponer funCionarios a su libre albedrío , subastar 

cargos u oficios, o inclusi .... e , trasm itir algunos puestos r or herencI~ Hp.r.hns 

como éstos imposibilitaban una base gubernamental para estructurar un 

sistema politlco-Juridlco que al menos d isminuyera los excesos del 

gobierno , por el contrario , confirmaban que la Nueva Espana era tan solo 

una colonia perteneciente al im perío y dominio del Estado monárquico 

absolutista que , como en ese t iempo, lo era España , en el que el Rey 

concentraba las tres funciones estatales y era el titular de la soberanía del 

pueblo 

,; Ibldem 52 p 
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Ahora bien , por lo que respecta a la adm inistración de justicia , 

Independientemente de que el virrey tenia atribuciones en esta mateíta , en 

la colonia funcionaron diversos tribunales especializados como el de la 

" Acordada ~ que , segun Esquivel Obregón, citado por el maestro Ignacio 

Burgoa , " era ambulante: el Juez , acor'lpa"ado de un escribano , sus 

comisarios , un sacerdote y el verdugo , precedido de clarin y estandarte , a 

usanz a de la <;anta Hermandad de Toledo , se presentaba en una población , 

Juzgaba sumanam~nte a los reos , y, si la sentencia era de muerte , era esta 

ejecutada srn dilación y se dejaba al cuerpo del convicto pendiente de un 

arbol . para la eJemplandad "33 

las Audiencias también tuvieron indiscriminadamente atribuciones 

Ju risdiccionales , legislativas y adminrstrativas · ... en cuanto a las primeras 

funglan como tribunales de ape lacrón en el conOCimiento de los recursos 

que se interponían contra jueces inferiores que eran los alcaldes ordinarios 

y los corredores o alcaldes mayores (funcionarios que obv iamente 

dependlan del virrey ). Ademas de sus funCiones estrictamente jud iciales , 

las audiencias eran órganos con!iultlvos del virrey , a quien sustituian 

provisionalmente en el gobierno mientras el monarca designaba a la 

persona que debla reemplazarlo . También puede conSiderarse a las 

aud ie ncias como cuerpos legislativos, en cuyo caso sus atribuciones 

co nS ls tian en revisar y aprobar las ordenanzas que se dieren a las 

pOblaciones y en dar todas las leyes que considerasen necesarras para el 

buen gobierno de la t ierra .... 34 . Con ello se puede observar claramente la 

inexrstencia de un sistema judicial estable , y sobre todo im parcial que se 

preocupara por una ap l icación equitativa de la justicia . 

BaJo estos argumentos , con la estructura gubernamenta l. legislativa y 

ludiclal destinada a la Nueva Espa"a . se demuestra el sometimiento y yugo 

del domrnlo y explotaCión de la metrópoli despreocupada por los Intereses y 

derechos de la poblaCión indigena: circunstancias que sustentan la carencia 

n lb,óem 63 p 
}.I lb,óem 61 p 
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de un verdadero indicio de un sIstema contencioso admInIstratIvo en esta 

etapa de la historia de México . Muy forzadamente , se habla dE:! recursos 

para combatir la excesiva carga tributaria que la comunidad indigena hacia , 

tramite que discrecionalmente decidia su destino el Virrey y que ademas su 

tiempo estimado de respuesta era de un ai'lo y medio aprox ill' adamente . "Si 

bien el Virrey tenía plenas facultades para decidir sobre la procedencia de 

un recurso interpuesto como consecuencia de un abuso o exceso de la 

autor id ad habia casos en que el propio Virrey acordaba turnarlos a un 

magistrado para que éste resolviera en definitiva el problema (es por ello 

que) ... No es lógico aceptar que los regímenes absolut is té:ls de la época 

precolombina y colonial hubiesen establecido recursos adm inistrativos para 

obtener la anulación de los actos de las autoridades que los representaban . 

Realmente los recursos administrativos en nuestro pais empiezan a tomar 

fuerza a partir de la Revolución Mexicana .• 35 

Pedro López Ríos , comenta que en las postr ime rías del virreinato e 

influenciado ya en estas fechas por la pujante clase criolla , existió un 

procedimiento más o menos de estructura sustentable . pero con el mismo 

exceso de tiempo para resolver la revocación de autos o decretos de los 

virreyes , mismo que debla ser conocido por "l as Audiencias Reales de las 

Indias ", mejor conocidas como el Consejo de indias . "Este sistema 

aplicando aun con la exped ic ión de la Real Ordenanza 

se siguió 

para el 

Establecimiento e Instrucción de Infendentes de Ejército y Provincia en el 

Reino de la Nueva España , dictada en Madrid en 1786 , excepto en maleria 

de la Real Hacienda en que se creó una Junta Superior de Hacienda, siendo 

esta últ ima , un 'tribunal adm inistrativo de jurisdicción retenida ' .- 36 

En coincidencia de id eas con Andrés Serra Ro jas , esta Junta Superior 

de Hacienda podría ser lo más acabado durante la época colonia l en 

procedimientos para dirimir algunas controverSIas fisca les y 

l~ A,m enta Herr,ández . Gonzalo Tratado Teórico PractIco de los Recursos 
Adnlln,strar,vos Edltona l Porr ua Mell ICO, 5" Ed iCió n 2001 54 P Lo que esta en 
~are nte s l s es mio 

Lope z R lo s. Pedro La JUS/ICla AdminIstratIva en el SIstema Federal Mel/lesno Op e,l 
80 p 
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cons'!cuentemente en lo que respecta a esta investigación , una incipiente 

estructura contencioso adm in istrat iva ; de hecho Jacinto Pa lIares , citado por 

el propio Andrés Serra Rojas , sintetiza la situación contencioso 

adm ini strativa , incluida la correspondientE a la mater ia fiscal , Que vivia la 

Nueva España en esos momentos : " ... fachmente se comprendera cuantas 

demoras , cuántas competencias, cuántos confl ictos jurisdicc ionales , 

cu antas vacilaciones, cuántas controversias, cuánta lentitud tendria el 

despacho de los negocios, si no es Que la arbitrar iedad er igiéndose en la 

ley dlsponia de la vida del hom bre sin dar garant i as ningunas . como 

sucedia con el tr ibunal de la Acordada . Esta confusión de tribunales , esta 

monstruosidad de justicia se remedió apenas con e l estab lec imiento de 

In tendencias Que redujo a uno solo los diversos fueros de hacienda y dio 

mas unid ad al fuero ordinario .. 37 

1.2 .2 . En el Méx ico independiente. 

Con apoyo del maestro Isnacio Burg oa Orihuela , es inevitable 

menCion ar la fuerte influencia que existió por parte de la revolución 

francesa y la Declaración de los Oerechos del Hombre y del Ciudad ano 

(1789). para la emancipación de la colonia de Espa ña y posteriormente su 

formación constituc io na l como pueb lo independiente . s in dejar pasa r por 

alt0 la marcada injerenc ia que también tuvo el sistema judici a li sta 

estadou n idense; por otro l ad o, el elemento inter no mas sobresaliente fue la 

pu jante burguesí a cr iolla Que limitada por el s istema imperia li sta españo l. 

no pod ía desarrollar su potencial como clase socia l económica y 

pOliticame nte dominante , por ello su necesaria pugna para una 

reestructuración gubernamenta l acorde a sus intereses . 

Burgoa Onhue!a narra Que , los electos de la revoluCión fran cesa 

sobre España , los hechos politicos y militares en Que se vio implicada ésta 

II Serra Roj as . Andrés Derecho Admmlstratlvo. Segundo Curso Doctrtne , Legl~ leclón y 
JUrisprudenCIa Op ell 798 p 
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última a principios del siglo XIX , con la usurpación del trono por José 

Bonaparte y la abdicación de :a Corona de Carlos IV y su hiJo Fernando VII, 

pro \loca ron una profunda cr isis polltica en la colon ia que dio pauta , para 

que Influenciada por la burguesia criolla, se iniciaran movimientos de 

insu rgencia a partir de 1810 y separarse en definitiva de su opresora , A 

partir del mO\limiento revolucionario francés , se gobernó a la Nueva Esparta 

por muy corto plazo con la Constitución Monárquica de Cádiz de 1812 y 

diferentes Decre tos expedidos por la Corte Española : documentos que se 

elaboraron, sin lugar a duda , a la sazón de la corriente constitucionalista de 

la ideologla revolucionaria francesa , en la que se consagraron los principios 

de soberania popular , div isión de poderes y , entre otros, la limitación de 

actuación de la autoridad estatal , aunque en realidad la colonia continuaba 

sufriendo la misma explotación y condici6n sumisa 

El movimiento insurgente , como ya se dijo en 1810, bajo la dirigencia 

del Cura Miguel H idalgo y Costilla conllevó a la separación e independencia 

de México , que se inició palpablemente en 1814 con el ~ Decreto 

Constitucional para la libertad de la América Mexicana ", o mejor conocida 

como la "C onstituc ión de Apatz ing án ", cuya preocupación pr incip al era la dé 

dotar a México de un gobierno propio e independiente de España . Estos 

anhelos fueron motivo de sanguinarias revueltas contra las autoridades 

virreinales que , obstinadas en continuar gobernando a la Nueva España , se 

vieron vencidas por Don Agustín de lturbide , quien políticamente a lra\lés 

del Plan de Iguala y los Tratados de Córdova ya había preparado el terreno 

para consagrarse como Emperador del efímero Imperio Mex ic ano . 

Prácticamente de manera inmediata fue depuesto Ilurbide por el 

primer Congreso Constituyente y quedaron insubsistentes todos los actos 

que ron carácter de emperador reali zó , incluyendo el Plao de Iguala , los 

Tratados de Córdo\la y el Decreto del 24 de Febrero de 1 a22 (el cual 

declaraba la integración de una Asamblea Constituyente del proyectado 

ImperiO) . Con la formación del nuevo Congreso Constituyer:te para el año 

de 1823, en la historia de Méx ico empezó el dilema de ser organizado como 
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Republica Federal o Republica Cenlral , in ic ia nd o la allernancia de estos 

dos sis temas con el Federal , materializado en el "Acta Conslitutiva de la 

Federación " expedida el 31 de enero de 1824 y la primera Constitución de 

México bajo el nombre de ~ Constlluc¡ón de los Estados Un idos Mexicanos " 

del 4 de octubre de ese mismo a l'\o. 

Este per iodo que abarca de 1810·1824 , para el tema que nos ocupa , 

eXI¡¡!~ la conviCClo)n de un MéxIco Incipiente en la formaclcn de un derecho 

fundamentalmente independ iente que se preocupa por organ :zar de manera 

pOllt ica y jurldica al pals : SIO embargo , la lucha insurgente . la inestabilidad 

de la eslructura gubernamental y de un sistema juridlco orga01zado, a duras 

penas se logró el reconoc imiento de México como un pa i~ inde pend iente . 

En efecto , la. Constitución de Apatzingán de 1814 , influenc iada por los 

principios jurldicos de la revolución francesa , mismos que tamb ién se 

encontraban en la Constitución de Cádiz de 1812 , hace una declaración 

general acerca de los derechos del hombre, mejor conocidos en nuestro 

pa is como garant i as ind ividu a les , ~ ... como elementos in supe rab les por el 

poder publico , que siempre debla respe tarl os en lada su integridad .. . (el 

gob ierno) en ejercic io del poder público , debe reputarlos intang ibles , pues 

su protección no es sino l a única final idad del Estado y que la soberanía 

reside orig inalmente en el pueb lo , siendo imprescr ipll b le . Inenajenable e 

IOdlvlsible .... )& 

Antonio Carrillo Flores comenta , ya en relación con el tema de este 

trabaJo , que h influencia francesa a traves de su Consejo de Estado , dio 

postertormente n .. cimiento a los tribunales adm inistrat ivos , Sin embargo 

esta IOstitución tuvo una tenue participación en la Constitu ción Española de 

Cádlz de 1812. pues su formación en Fra ncia todavía no maduraba lo 

sufiCiente para demostrar su eficacia en la jurisdicción administrativa , por lo 

que en Espai"la •. SI bien se creó e l Consejo de Estado , como un ico 

Consejo del Rey , para ser oldo, entre otros asuntos , en los gubernativos , no 

JI Burgoa Orlhuela . IgnaCIO El JIJICIO. de Amparo Op . elt 105 p Lo Que está e n 
Da renleS IS es m i o 
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marcó el procedimiento que hubiera de seguirse en los Contencioso­

Admlnlstrat¡vos .~ 39 Es por ello , que automáticamente su estructura y 

aplicación no figuró en la Nueva Espafla : y como consecuenCia , el sistema 

por excelencia para empezar a ser Imitado por el México independien te fue 

el judlcial is ta que utilizan los norteamericanos . 

En la realidad, si eXistió una Inclinación de la ConstituCIón mexicana 

de 1814 por Importa r el sistema judicialista angloamericano : es decir, que 

todo tipO de controversias , incluso las de particulares en contra de actos de 

gobIerno . correspondla diflmirlas al Poder Jud icial. Sin embargo , el maestro 

Ig"3CIO Burgoa manifiesta : ~ la Constitución de Apatzingan contiene los 

derechos del hombre declarados en algunos de sus preceptos integrantes 

de un capitulo destinado a su consagración, no brinda por el contrario , al 

indiVid uo , ningun mediO juridlco de hacerlos respetar , e\lItando sus posibles 

violaciones o reparando las mismas en caso de que ya hubiese ocurrido. En 

tal virtud, no podemos encontrar en este cuerpo de leyes un antecedente 

histórico de nuestro jUicio de amparo , la omisión del mediO de control de 

éstas en que incu rr ieron los autores de la Constitución de Apatzingán tal 

ve z se haya debido a dos causas, principalmente a saber: al 

desconocimiento de las instituciones jurldicas semejantes y sobre todo a la 

creencia que sustentaban todos o casi todos los jur isconsultos y hombres 

de Estado de aquélla época , en el sentido de estimar que la sola inserc ión 

de los derechos del hombre en cuerpos legales de supremacía, era 

suficiente para provocar e l respeto por parte de las autoridades , concepción 

que la realidad se encargó de desmentir palpablemente .,,4o 

la percepción sintética de este periodo histórico de nuestro pals 

(18~n- 1824) . cuya organización constitucional inic ió a partir de 1814, la 

concreta acertadamente el comentario hecho el por licenciado Hilarlo 

Medina , que es citado por e l maestro Ignacio Burgoa : "No bllsquemos en la 

Constitución de Apatzingan el cuadro completo de una orgaó"lizaclón politlca 

l'l Carrillo Flores , AntoniO LB JUSIICIB Federal y 18 Admmlslfaclón PuOhca Op Clt 
172 P 
.ao Burgoa Orlhuela , Ignacio . El JUICIO de Ampafo Op Clt 106 P 
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perfecta . porque no era éste su objeto primario : era ante todo un 

Instrumen to de lucha . la oposición armada . la anlite sls politlca Con tra la 

mon arq uía . 13 rep ública : contoa e l despot ismo . la libertad . contra la 

sujec ió n . la independ encia : contra la conquista . la re ivindicación . con tra el 

derecho divino . la sOberan ia ; contra la sucesión de la corona por 

nacimiento . l a elección democrat ic a . En una palabra . la conden ación más 

enérg ica de la conqu i sta y del rég im en vi rre inal . un nuevo tipo de 

organización provisional dest in ada a preparar las ins t ituciones definitiv as . 

Muchos de los art iculos no son basicos del régime n vlrrelnal No im porta 

que haya tenido poca o ning una aplicación , si debemos jl! zgarla co mo es , 

es deci r. como el documento más completo de la polém ica enlabiada sobre 

la independencia . en un terreno meramen te polit ico. o instrumento de lucha . 

Es pues . inút il . hacer un analisis de ella . pero basta decir que es una 

con st itución republicana . democrática, central . rep re se ntat iva y 

congresional que estaba destinada a desaparecer tan pronto como 

termin ara la lucha para da r lugar a la reuni ón de un congreso constituyente 

que d ic tara la Constitución definitiva .~41 

1 . 2. 2.1 . La Constitución de 1824 . 

La infl uen cia angloamericana sobre nuestra Constitución de 1824 fue 

lodavia mas significativa , como se demuestra con el titulo de la misma : 

"Constitución Federal de los Estad os Un idos Mexicanos ". denomlnaci6n que 

aún se conse rva. 42 

Esta Constituci6n . según algunos autores 43. en l a cuesti6n 

adm ini strativa no t iene mayor relevancia , pues los conflictos adm in istrat ivos 

debian plantearse ante los tribunales ordinarios : incluso. Se critica la 

ausencia de una declarac i6n de garantias indiv idua les frente al Estado y 

.. 'b lOem 106-107 p 
4~ Flx.ZamuOIO. Héctor Ensayos sobre el Derecho de Amparo Op e'l 43<\ p 
4l l6pez Rios Pedro La JustiCIa Administrativa en el Sistema Fedcual Mex icano Op 
el! 81 p Burgoa Onhuela . Ignac Io El JUICIO de Amparo Op el l 108-109 pp . '1 
Sanchez G6mez. NarCISO Segundo Curso de Derecho Admin is trat Ivo Op el l 444 p 
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una definitiva inexistencia de un medio juridico que tutelara a l~s mismas . 

De este razonamiento se desprende que lo contencioso admlnistrallvo , 

Inmerso en ese momento histórico en la estructura judlclalista , corria la 

misma suerte de las garantias Individuales que debia tener el particular 

para hacerlas valer a través de un control jurisdiccional en contra los actos 

de autoritarios del Estado. 

En un estudio realizado por el jurista Antonio Carrillo Flores . sustenta 

que el constituyente de 1824 no se limitó en Imitar las d isposIciones 

constltuclonaks Norteamericanas , sino también adoptó diSposIciones de 

sus leyes secundanas , en la propia Constitución de 1824 ; hecho que 

conllevó problemas mayusculos para la organización y prop ia creación de 

los Tnbunales Federales en el futuro de tos Estados Unidos Mexicanos ya 

que esa estructura , según este autor , se llevó Incluso hasta la actual 

Constitución de nuestro pais . En efecto , en lanto que la Constitución 

Norteamericana " ... so10 alude a la Suprema Corte , dejando a las leyes 

secundarias establecer Tribunales Inferiores y fijarles su jurisdicción dentro 

del marco general de casos de competencia federal que ella considera . en 

1824 se estableció ya en el articulo 123 , que el Poder Judicial de la 

Federación, residiria en una Suprerna Corte de Justicia , en los Tribunales 

de Circuito y los Juzgados de D i strlto .~ 4" 

La competencia de los !flbunales , su estructura y organización ni 

siquiera se vislumbró en la citada Constituc ión de 1824 , generando un 

grave problema . pues su forma de operar no se man ifestó en el texto 

constitucional pese a que asl ¡¡;staba sancionado; de hecho , en el inciso 

sexto de la fracción V del articulo 137 se hablaba de que corresponderia 

conocer a la Suprema Corte " ... de las infracciones de la Constitución y las 

leyes generales según se prevenga por la Ley , la que además , segun el 

articulo 138 , habría de determ inar el modo y grados cómo deberla ejercitar 

su jurisdicción dicha Suprema Corte ."'s Lo que confirma , segun Antonio 

.. Ca rrillo F l ores , An!onJO La Jusl l c la Federa l y la Adm¡n,Slra c ,ón P tib l ,c a Op CII 
173 P 
. ~ Itu dem 174 p 
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Carrillo Flores. el error cometido por el Constituyente de 1824 al hacer una 

defectuosa imitación de la Constitución Norteamericana en la materi a 

,ud, ... ,al al en U!1CI:::lr sólo la existencia de los Tr ibunales Federales en la 

Cons tituc ió n Fede ral de los Estados Unidos Mex icanos dE: 1824 : pues se 

formó una estructura judicial rigida que con t inuó plasmada hasta la actua l 

Con st itución Politica de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 y dificultó la 

creac ión de los tribunales administrativos . ya que la nuestra Constitución 

vige nte es d if icil de modific ar y dar formac ió n a un tribunal admini strat ivo 

au 1jnomo e independ iente . que c rearlo a través de una ley secundari a : tal y 

como 10 hicieron los norteamericanos . 

1.2.2 .2. Algunos antecedentes para establecer tribunales 
administrativos de corte frances . 

Durante el monopol io que ejerció el Poder Jud ici al sobre las 

cuestiones contencioso admin is trat ivas en el period o de 1824·18 57 , Y más 

específicamente en las d iversas etap as del ce ntral ismo e imper ialis mo 

im plantados efi mera mente en nuestro pais , son de resaltar dos documentos 

Juri dlcos que in ici aron de cierta mane ra la in trod ucción de los tr ibun ales 

administrativos de corte francés en nuestro pals . 

1.2.2,2,1. Las Bases Orgánicas de112 de junio de 1843. 

Mas precisa mente en el articulo 119 fra cción 11. manifiesta que la 

Suprema Corte de Justicia k no puede tomar conoc im iento a lguno sobre 

asuntos gubernativos o económ ico s de la Nación o de los Departamentos· 46
; 

sin embargo . dicha dispos ición no tuvo una apl ica ción efectiva . 

• 6l b ldem 176 P 
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1.2. 2.2.2. La s Ba ses para la Adm i n istrac ión d e la Repú bli ca 
d el 22 d o abril de 1853. 

Segun Alfonso Nava Negrete , éste fue el intento m~s tang ible por 

crear tribunales admin istrativos en los Estados Unidos Mexicanos : y pese a 

que tuvo una corta vida , pues fue abolida en noviembre de 1855, se pudo 

publicar el 25 de mayo de 1853 la ~ Le~' para e l A rreglo de lo Contencioso 

Admlnistrativo -, junto con su Reglamento del 17 de junio de ese mismo al'lo . 

Disposiciones legales que señalaron la conformac ión de un Consejo de 

Estado con las atribucion es de un tribunal admin istrat ivo " ., ta l como era y 

se le denominaba en Franci a . En efecto , el Consejo de Estado francés era 

en 1853 un Tr ibunal Adm inistrativo de justicia retenida ... o sea , un órgano 

ju r isd iccional cuyas sentencias mas bien eran proyectos , pues estaban 

sujetas a la rev isión de Minis terio encargado del ramo administrativo al que 

se referia el asunt o debat ido .-.. r Esta Ley , cuyo c read or fue Don Teodos io 

Lares en su articulado , entre otras cosas, d ispon ia : "Articulo 1°. No 

corresponde a la autor idad ju d ic ia l el conocimiento de las cu estiones 

administrativas ; Articulo 2° . Son cuestiones de adm inistración las 

relativas : ... IV . A los actos administrativos en las materi as de pol icia , 

agricultura , .:;omercio e indu str ia que tengan por objeto e l in teres general de 

la sociedad : IV . A la in teligen ci a , explicación y aplicac ión de Jo s actos 

admin istrativos ... Artículo 4°. Habra en el Consejo se Estado una sección 

que conocera de lo contencioso admin istrativo. Esta secc ión se formara de 

cinco consejeros abogados que nombrará desde tuego e l Pres iden te de la 

República ... . .. 8 

Desafo rtunadamente , como lo menciona Nava Negrete , dichas 

d isposicion es no tu vi eron oportunidad de experimentar su valor y 

trascendencia para la Administrac ión Pública y e l Dere cho Mex icano, más 

ti Nava Negrete , Allonso. Notas sobre Jo Contencioso Administrat ivo de l Dlstnlo Federal 
Revista del Tr ibuna l de lo Conten c ioso Admi nistrat ivo de l Distrito Federal No 2. 
Volum en 1. De l 17 de Ju lio de 1973 . Ed ito r ial Ol iciaL 41 p 
.. Marga ln Manatou , Emilio . De lO Contencioso Administra/lvo. De Anu/ación o de 
ilegitimidad Editorial Porrua . Méx ico . 8- Ed ición 1999 62·63 pp 
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bien se conside ra n como un mero antecedente legislat ivo de este tipo de 

tr ibunales·9• pues como ya se mencionó . su vigencia fue muy corta y por 

ende imposi b le de llevar a la práctica . 

Solo por referirme al tema del cual se esta tratando . se hace mención 

del "Decreto sobre Organización Gene ra l de los M¡n ¡sterios~ del 12 de 

octubre de 1865. la ~ ley sobre lo Contencioso Admin¡strativo~ y su 

Re~ 1 3mento ambos del 1° de noviembre de 1865 ; documentos legales que , 

dice Nava Negrete . t ienen relación con el Im per io de Max imili ano y en los 

cuales se mater ial izó tan sólo un fracaso más de la creación de los 

tribunale s administrativos en los Estados Unidos Mexicanos , por esas 

fechas . 

1.2 .2 . 3. las Con s t i tuci ones de los Estados Un idos Mexic an os 
de 1857 y 1917 . 

Con la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 

1857 , se continuó la insistente idea de seguir ad optando el sistema 

Judicialista y por ende trabajar las controversias contencioso administrativas 

al interior del Poder Judicial ; por lo que . sin pretender abarcar en su 

totalidad este interesante. pero extenso tema, es inevitable que realice un 

somero pronunciamiento respecto a la evolución del amparo , pues esta 

institución que revolucionó no sólo nuestro sistema judicial SI no el de otros 

tantos paises . sirvió tamb ién como pieza fundamental para resolver las 

injusticias de la administración publica activa sobre los particulares en un 

papel de contencioso adm inistrativo , El maestro Fix-Za mudio!>O sustenta que 

el amparo mexicano contiene en su estructura la Insplfaclón de tres 

modelos extranjeros : 

a) De los Estados Unid os de Norteamerica , la ReVisión Judici al de 

la Constitucionalidad de las leyes , tamb ién conocida como " certiorari ~, 

<9 Nava Negrete , Alfonso Notas sobre lo Contencioso Admlmstrativo del Dlsl"'o Federal 
01' e'l 42 p 
!lO Fix.Zamudlo , Hector . Ensayos sobre el Derecho de Amparo Op C II 481 P 
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del artIculo 111 de su Constitución Federal de 1787 , dada a conocer 

básicamente por Alexis de Tocqueville en su obra ~ La Democracia en 

América del Norte ", a través de la cual desarrolla la función de los 

ju eces y tr ibunales para desaplicar las leyes inconstitucionales con 

efectos particulares (via por excepción o defensiva): 

b) De la corriente h ispán ica , se le atribuye el nombre de la 

institución "amparo· , pues se apoya en la existen cia de la f~gura jurldica 

que se conoció como amparo colonial , de origen castellano : 

C) De l derecho francés , por la proyección y ap licación similar del 

recurso de casación en el proceso del amparo contra resoluciones 

judiciales . motivo por el cual la doctrina denom ina a esta insti tuc ión 

como amparo casación . 

Históricamente , segun el mismo autor, el amparo tuvo su formación 

básica en tres etapas . 

1.2. 2 .3. 1 . El proyecto de Co n s t ituc ió n de 1 84 0 y la 
Constitución de Yuca tán de 1841 . 

Cuyo crédito se le im puta a Don Manuel Crescencio Rejón . p.n 1(1 cual 

atr ibuyó a la Corte Suprema de Just icia del estado en pleno . la facultad de 

amparar en el goce de sus derechos a los que le pidieran su protección 

contra leyes y decr~tos de la legislatura que fueran contrarios a la 

Constitución , limitándose en estos casos a reparar el agrav io en la parte en 

que la Constitución hubiese sido violada. Es importante subrayar que segun 

Héctor F ix-Zamudio . el gobernador de ese entonces . no aceptó la 

posibilidad de que pud iesen impugnarse los actos del Ejecutivo (es decir, 

los del propio gobernador ) del estado que violasen las leyes locales : sin 

embargo , contra las demas autcridades administrativas , legislativas y 

Judiciales , si procedía el amparo . Hecho que permite observar que desde 
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ese momento , ya era aceptado el amparo como una institución contencioso 

administrat iva a través de su función de control constitucionai. 

1,2,2,3,2, El Acta de Reforma de 1847 a la Constitución Federal 
de los Estados Unidos Mexicanos de 1824. 

En la cual segun José R. Padilla, la participación de Mariano Otero 

fue sustancial. pues a través de su famoso voto particular se consagró al 

amparo como un instrumento protector de los derechos individuales y cuyo 

conoc imiento lo debla tener el Poder Judicial Federal. Su Innovación , en tre 

otras cosas . fue que este juicio también procedia contra los actos emitidos 

por el Ejecutivo; no se acotaba a un solo estado , sino a todos los que 

comprendian la Federación . Pese a que el princip io de la ~ Relatividad de la 

Sentencia- ya habla sido considerado por Manuel Crescencio Rejón s,. es 

Mariano Otero a quien se le atribuye este principio por adoptarlo para el 

supuesto de que se impugnara la inconstitucionalidad de una ley . incluso es 

conocido como "formula Otero ~. 

1.2.2.3.3 . Debates del Constituyente de 1856· 1857 y la 
Constitución de 1857. 

En virtud de que el juicio de amparo se consagró de manera definitiva 

en los articu"los 101 y 102 de la Constitución federal promulgada el cinco 

de febrero de 1857, cuyo texto respectivo de cada uno es el siguiente : 

"Articulo 101. Los Tribunales de "la federación resolverán toda controversia 

que se suscite : 1. Por leyes o actos de cualquier autoridad que violen las 

garantias indiv iduales ; 11. Por leyes o actos de la autor idad federal que 

vulneren o restrinjan la soberanía de los estados " 111 . Por leyes o actos de 

las autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal. 

Articu lo 102 . Todos los juicios de que habla el articulo anterior se segui rán , 

iI R Pad illa . Jose. SinopSIS de Amparo . Con formulariOS y ju " sp rude n~Ia Ed,totla les 
Cardenas Ed itor DIstr ibUIdor MéxICO . 6& EdlCI6n 2001 64-65 P 
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a petición de la pa rte agraviada . por medio de procedim ientos y form as del 

ord en Jurid ico , que determinará una ley . La sen tencia será siempre tal , que 

solo se ocupe de individuos particulares , lim itá ndose a protegerlos y 

amparar los en el caso especial sobre que verse e l proceso , sin hacer 

n inguna declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.- $2 

Al respecto comenta Héctor Fix· Zamudio que los ci tados articulas 

constitucionales no tenian precedentes y como era de esperarse por ser 

una in stitución innovadora , tuvieron d iversos problemas polit icos , sociales y 

jur íd icos ; por lo que su reglamentación fue lenta y limitada . De hecho, la 

elaboraci6n del primer ordenamiento que regularia los conflictos 

constitucion a les arr iba invocados , fue sus pendido debido a la pugna armada 

por es tablecer un gob ierno conservador a través del Plan de Tacubaya , 

comandado princ ipa lmente por el General Fél ix Zuloaga , en el mes de 

d iciembre dI:! 1&57. Cuando el ejército conservador fue derrotado en 1860 y 

se restab leció el ordenamiento constitucionQI de l gob ierno Federal . se 

promulgó la primera Ley Reg lamentaria de los articulas 101 y 102 

constitucionales del 30 de n'Oviembre de 1861 , misma que inició el camino 

al perfeccionam iento de esta inst itu ción a tra vés de las siguientes 

dis posicio nes . 

1 . 2. 2. 3.3.1 . Ley Org án ic a de Procedim ientos de los Tr i bunal es 
d e la Federac i6n de 1861 . 

Esta Ley , segun Antonio Carrillo Flo res , tuvo una combinac ión del 

sistema de enjuiciamiento heredado de la Colonia 53, en virtud de que 

establecia la posibil idad de tres in stanc ias ; es deci r . la pr ime ra a través de 

las resoluciones de los ju zgados de Distr ito ; la segunda , era la apelación de 

dichas sentencias an te los Tribunales de Circuito : y s i éstas no era n 

confirmadas , procedia el recurso de . supl ica ante la Suprema Corte de 

\J Fllc. ZamudIO . Héctor . Ensayos sobre el Derecho de Ampa ro Op CII 498 P 
u Camilo Flores, AntoniO . La Justicia Federal y la Admlnis lrac ,on Publica Op Clt 
213 r 
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Justicia . Por otra parte , existia la in tención de captar el espiritu de la 

revisión judicial norteamericana (cert io rar i). dando facultades a los 

tribunales federales para conocer de los juicios en que se impugnaran las 

leyes de la Unión . Esta Ley también extendió la procedencia del ju icio de 

amparo contra cualquier acto de autoridad que no sólo violase las garanlias 

establecidas en la Constitución Federal de 1857 , sino también las 

estipuladas en sus leyes organicas ; incluso se combatí"n las res.o!uciones 

Judici ales de carácter Federal. La invasión francesa a nuestro país y 

consecu entemente la imposic ión de un gobierno monárqu ico , que abarcó el 

per iodo de abri l de 1862 hasta junio de 1867 , im pos ibilitó la aplicación de 

esta Ley en ci ta : por 10 menos hasta 1868, ar'lo en que se restableció por 

completo el orden constitucional. Acontecimientos , que aunados al excesivo 

tiempo que duraba un juicio de amparo en virtud de las tres instancias ya 

comentadas. y la imposición de un procedimiento prel iminar ante los Jueces 

de Distrito para resolver sobre la admisión de la demanda , obligaron al 

gob ierno federa l para elaborar una segunda Ley de Amparo . 

1.2.2.3.3. 1. L ey de Amparo de 1869. 

Hector Fix ·Zamudio comenta que, el p ro yecto fue elaborado por Don 

Igr,acio Marisc'al , inspirado en la revisión judicial (o certiorari ) y 

disposiciones relacionadas con el tema estipuladas en la Constitución 

Federal de los Estados Unidos de Norteamér ica , donde solo podía 

impugnarse la decis ión judic ial de los trib unales de los estados ante la 

Suprema CQ"rte de Justicia , cuando dicha resolución se cir'lera a problemas 

constitucion ales ; pero de ninguna manera , cuando se tratase de la 

aplicación de disposiciones legislativas de ca racter local. 5oI 

Así las cosas , Igna cio Mariscal contemplaba la prohibición del amparo 

contra las resoluciones de los jueces federa les; y respecto de los jueces y 

Tr ibunales locales, permitia su procedencia s610 en contrél de se(l\encias 

~ Fix·Zamud lo , Héctor. Ensayos sobre el Derecho de Amparo. Op elt ~03 p 
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definitivas por violación directa a la Constitución Federa l de 1857 y siempre 

que la consumación del acto respectivo no pUdiera evitarse por alguno de 

los medios judiciales que las leyes autorizaban , Esta propuesta que parecía 

lógica, si se toma en cuenta la histórica tendencia a encuadrar el sistema 

ju dicíalista norteamericano en nuestro país, fue motivo de fuertes criticas 

en el Congreso de la Unión, pues en sintesis de lo dicho por el maestro Fix· 

Zamudio, la d iscus ión giró en torno a que con el amparo en contra de las 

decis iones judiciales de carácter local se violaria la autonomía o mejor 

conocida como soberanía de las entidades federativas ; motivo sustancial 

por el cual , el proyecto original del jurista Mariscal fue modificado y 

concretamente el articulo 8° se aprobó con un texto que prohibia el amparo 

en contra de las resoluciones judiciales , 

En esos momentos , las cuestiones administrativas eran conocidas por 

los juzg ad os y tribunales locales pertenecientes al Poder Judicial; y por 

enrie , dichas controversias también fueron abstraldas para acceder al 

amparo , situación que en ese periodo hundió aun más la posibil idad de que 

una autoridad imparci al tuviera conocimiento de las inconformidades 'de los 

particulares en contra de los actos de gobierno, pues se presume que en 

esas épocas de caciquismo y la discrecionalidad con que actuaban los 

gobernadores en las entidades federativas, no daban la suficiente confian za 

para que los gobernados se conformaran con acudír lan sólo a los juzgados 

de los tribunales locales 55, La importancia que había tomado el amparo 

entre los abogados para atacar los actos autoritarios de gob ierno emitidos 

en las resoluciones judiciales, se hizo manifiesta a través de una 

inconformidad generalizada por las limitantes impuestas a esa institución , 

situación que motivó al máximo Tribunal de la Nación para pronunciarse en 

contra de esta reciente disposición: de hecho , la decisión de la Suprema 

Corte de Justicia con la que se declaró inconstitucional el precepto citado 

que prohibía el amparo judici al, fue sustentada precisamente en una 

cuestión administrativa , 

5~ Ibidem, 436-437 p , 
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En la especie, y por su importancia, se cila al investigador juridico 

Héctor Fix·Zamudio : "Existe consenso en la doctr ina en el sentido de que 

fue la resolución de la Suprema Corte del 29 de abril de 1669 la que 

estableció el criterio anterior (:a inconstitucionalidad de léI prohibición del 

amparo COIl{ra resoluciones judiciales) . En dicha resolución . redactada en 

forma muy escueta , la misma Suprema Corte revocó el au:o dictado por el 

Juez de Distrito en el Estado de Sinaloa el 27 de marzo anterior. por el que 

dicho juez desechó la demanda de amparo interpuesta por el Licenciado 

Manuel Vega contra una prov idencia contra el Tribunal Superior de la 

referid a ent id,:¡d federativa . que lo había suspendida en el ejercicio de la 

profesión de aboqado . El desechamiento lo apoyó el Juez Federal en la 

prohibición del articulo 6° de la Ley de Amparo de 1669. La Suprema Corte 

ordenó que el citado Juez Federal admitiese dicha demanda y la tramitara 

conforme a derecho .· ss 

Con la imposición de la Suprema Corte de Justicia para que 

procediera el j uic io de amparo en contra de resoluciones judiciales. primero 

por violaciones constitucionales directas y luego por inaplicación exacta de 

las disposiciones secundarias , fue como se marcó el camino para que las 

cuestiones administrativas . fueran conocidas nuevamente por el Poder 

Judicial Federal a través del juicio de amparo ; aunque dicha situación fue 

muy criticada por el jurista Antonio Carrillo Flores 57
, en opinión personal y 

para el caso que nos ocupa. esta extensión del amparo para conocer las 

Impugn aciones contra las resoluciones judiciales que incluso después se 

materializÓ en el llamado ·control de legalidad " era necesaria para el 

beneficio de la materia administrativa, pues se debe recordar que por esas 

fechas no existia un ordenamiento que implementara un procedimiento 

homogéneo a nivel nacional o local que regulara los conflictos entre el 

particular y el gobierno , más bien existlan algunos procedimientos sumarios 

que con tadas Secretarias de Estado u Organismos Publicas realizaban con 

~ Ibldem. 505 p. Lo que esta entre parénlesis es mio . 
n Carr illo Flores . AntoniO Estud ios de Derecho Adminlstratl llo y Con st ituc io nal Op e'l 
256 p 
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carencias y faltos de elementos esenciales para un desarrollo imparcial del 

propio proced ,miento : por 10 que en muchos casos, el amparo se convirtió 

en corto plazo , en el ún ico med io de defensa frente a los actos de autoridad 

que causaban agravio al gober~ado . 

No obstante , que esta modificación del amparo en sus facultades para 

conocer de impugnaciones en contra de resoluciones judiciales , incluso por 

cuestion es de legalidad , impuesta por la Suprema Corte de Just icia condujo 

un beneficio "ind i recto · para los particulares que len ian conflictos 

adm inistrativos en contra del gobierno ; también debe reconoce/se , que esta 

deformación que sufrió el proyecto or iginal de la Ley de Amparo de 1869 

elaborada por el jurista Ignacio Mariscal , en la que contribuyó el Congreso 

Constituyente y después la Suprem,! Corte dio inicio al crecimiento excesivo 

de los juicios constitucionales , consecuentem'ente a la carga y rezago de 

sus resoluciones, problemática que llevó a cuestas el más alto Tribunal por 

varias décadas , olvidando por completo la revisión judicial estadounidense 

y la tarea exclusiva para conocer sólo cuestiones de constitucionalidad, que 

se le pretendía otorgar a la Suprema Corte de Justicia con el proyecto 

original del ya referido jurista Ignacio Mariscal. 

Esta Ley de Amparo de 1869 , según Héctor Fix·Zamudio el imina las 

tres instancias contenidas en su proceso, dejando solo dos y otorgando a 

los Juzgados de Distrito la función de sustanciar el juicio , pues no obstante 

que estos d ictaban la sentenci a de primera instancia ; e l artículo 14 de la 

misma Ley estableció la "revisión de oficio ~' de dicho fallo ante la Suprema 

Corte de Justicia, por lo que éste tenia el pr ivilegio de la decisión final en 

cuanto al fondo de todos los amparos ; con 10 que se in ició, como ya se 

hab ía comentado, la. interminable carga de trabajo para la Suprema Corte . 

Esta Ley en cita , fue sustituida por otra , principalmente porque no conlaba 

con un. procedin:"liento especifico para sustanciar los juicios de garantlas en 

COIo (, a de las ;·.esoluciones judiciales, pues se insiste , el artículo 8° los 

había prohibido y posteriormente la jurisprudencia declaró inconstitucional 

ese precepto mencionado . 
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1 . 2.2.3 . 3. 3. Ley de Amparo de 1882 . 

Aun cuando el maestro Ignacio Burgoa expresa que esta nueva Ley , 

en términos generales . contenia una reglamentación parecida a la 

ante r io r$8; en lo particular , se observa que s~ continuaron incrementando 

las facultades a la Suprema Corte de Justicia en pleno . como lo fueron la 

formalización del obligado recurso de revisión en contra de la resoluc iones 

de amparo judidal en pr imera instanci a ; la ad misión del ju icio de garantias 

respeclo de las resoluciones que , en asuntos ordinarios federales, 

pronunciaran los Jueces de Dis tr ito y los Magistrados de Circuito : y , el 

conocimiento del recurso de re .... is ión en contra de l auto que concediere o 

negare la susp~nsión . 

Sob re esta Ley , Arturo González Cosio manifies ta , que entre sus 

princ ipales innovaciones están las causales de sobreseimiento , el ampa ro 

por telégrafo, un capitulo de responsabi l idades , perfecc io namiento de la 

suspensión e int roducción de la queja por exceso o defecto en la ejecución 

de la senten cia . $9 

1 . 2.2.3.3 .4 . Código Federal de Procedimi entos Civi les de 1897 . 

Héctor Fix-Zamud io comenta, que lo destacado de este Código es , por 

desgracia , el abuso indiscriminado del amparo en con tra de resoluciones 

judiciales, especialmen te las de carácter civil, que con apoyo en el articulo 

14 constitucion al , se concedía no sólo la pos ib ilidad de impugnar las 

sentencias d~finitivas , sino también las violaciones procesales en el 

momento en que se comelian ; as l que, en un m ismo proceso judici al se 

pOdian promover varios juicios de amparo , con lo que lóg icamente , se 

producía un verdadero enredo proCesal. 60 

~ Burgoa Orihue la, IgnacIO. El Juicio de Amparo . Op. Cil. 140 p. 
S9 Gonzale z Coslo , Arturo . El Juicio de Amparo . Ed itorial Porrua , 6' ed ición. Méx ico , 
2001 1B p. 
110 Fix .Zamudio. Héclor . Ensayos SObre el Derecho de Amparo. Op Cil 526 P 
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Debe también se~alarse que en este C6digo se consagr6 al amparo 

como si fuese un juicio ordinario y no como aquella instituci6n de carácter 

constitucional que velara por la legalidad de nuestra Carta Magna en 

rel3ción con dis;:losiciones y pronunciamientos de orden in ferior ; ello se 

sustenta con la adopci6n del recurso de casación que perm itió a la " ... Corte, 

al menos en los juicios en que casa por violaci6n a la ley de fondo , emitir 

sentencias como Tribunal de ultima instancia en los negocios federales .• 6\ 

Hechos que s610 confirman la frase célebre de Emilio Rabasa , citada por el 

Maestro Carrillo Flores , en relación a que " ... con todo este cumulo de 

negocIos la labor de la Corte se hizo una tarea imposible " 62. 

Emilio Rabasa no cesó en la insistenc ia sobre la necesidad de una 

correcci6n del proceso degenerativo que habia sufrido el ampar063
, incl uso 

promovió la supresión del amparo en materia judicial : y no obstante el 

fracaso de su reforma propuesta , logr6 ca" sus aportac iones una ad ición al 

artículo 102 de la Constitución Federal de los Estados Un ido s Mexicanos de 

1857 , promulgada el 12 de noviembre de 1908 en los siguientes términos : 

~ ... Cuando la controversia se suscite con motivo de violaCión de garantias 

Individuales en asuntos ju diciales del crden civil. solamente podrá ocurrirse 

a los Tribunales de la Federaci6n , después de pronunciad a la sentencia que 

ponga f in al litigio y contra la cual no conceda la ley ningun recurso, cuyo 

efecto pueda ser la revocaci6n : S. Motivos suficientes para la redacción de 

un nuevo C6digo . 

1 ,2 ,2,3 .3 .5 . Código Federal de Procedimientos Civiles de 1908 , 

Se~ala Héctor Fix~Zamudio , que los autores de este Código, 

InfluenCiados por la reforma del articulo 102 constituciona l transcrita en el 

" Camilo Flores , AntoniO La Justicia Federa l y /a Admin is tra ción PubllclI Op e, t 213 p 
i 11bldem 215 p 
13 Carflllo Flores . AntoniO Estudios de Derecho Adm inis trativo y Cons/llvClone l Op e,t 
256 p 
&01 Tena Ramlrez , Fe li pe Leyes Fundamenlales de Méx ico 1808·1992 EditO ri a l Porrúa 
17" Ed lci6n MéxiCO, 1992 , 717 p . 
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apartado anterior , hic ieron del amparo pract ica mente un recurso 

extraord in ario ; adoptaron del Código de 1897 las reg las relativas a la 

procedencia de la casación , tanto por violaciones de l a ley procesal como 

por vio la ciones a la ley de fondo , Sin embargo , se restringió en varios casos 

la procedencia del juicio de amparo en materia civil , acc iones que no 

fueron suficien tes para disminui r la carga de trabajo y por ende rezago de la 

Suprema Corte de Justicia en la resolución de asuntos sometidos a su 

conocim iento , 

Sobre el particular , Arturo Gonzalez Casio expresa que las 

d isposiciones del amparo en este CÓdigo son más prec isas , principalmente 

en lo que se refiere al concepto del tercero perjudicado y a la suspensión 

del acto re clamad o, estableciendo su procedencia de oficio y a petición de 

parte en sus distintos casos ; la tramitación en cu anto al fondo del asunto , 

es muy si m il ar a la consign ada en leyes anteriores , con l a d ist inción de que 

el promotor fiscal fue sustituido por la del Ministerio Público; manteniendo 

sin cambios los recursos de revisión an te la Suprema Corte de Justicia en 

ple no , tanto los relativos a las resoluciones de Jos Jueces de Dist rito sobre 

el fondo del asu nto como aquellos autos que nieguen u otorguen la 

suspensión . 

1.2.2.3.4. La Constitución Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1917 y la Ley de Amparo de 1919. 

El maestro Hector Fix-Zamud io menciona , que con e l advenim iento de 

la Cons t itución Pollt ic a de los Estados Unidos Mex icanos de 1917 . la 

ins tituc ión del amparo fue analizada en re la ción al monopol io que tenia para 

definir l as impugnaciones p romovidas en contra de las resoluciones 

jUdiciales de prá cticamente todos los tribunales locales del in te rior de la 

Republica ; si bien se tenia conocimiento del uso ind iscr iminado de este 

proceso constitucional que afectaba de alguna manera la legi t imidad de los 

tribuna le s locales , se llegó a la decisión politica . pero in te ligente . de que 

los alcances del amparo judicial hablan sido adoptados por la socied ad 
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como único instrumento jurfdico para aliviar en ese entonces los graves 

problemas regionales de cac iqui smo , abusos del ejército e incluso la 

discrecionalidad de los actos de algunos gobernadores . Razon es por las 

cuales el amparo continúo su tendencia , y consecuentemente , la imposible 

tarea multifuncional de la Suprema Corte de Justicia , misma que se atacó 

con la ampliaci6n de su estructura , su constante actualizaci6n y 

organ izac ión procedimenta l para que pudiera conocer a todos los juicios de 

amparo promovidos ante él. 

Ahora bien , y en el entendido de qu~ las cuestiones adm inistrativas 

continuaro n desahogandose en el Poder Judicial , la Constltuc¡ón Politica de 

lo s Estados U lidos Mexicanos de 1917 di6 pie , aunque de manera limitada , 

para que los J uic ~ os contencioso administrativos se empezaran a ver de 

manera formal en la ley y ya no de forma material , como se conc ibió 

durante la vigencia de la Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mex icanos de 1857: efectivamente , en el artículo 107 fracción IX 

const itucional se presum ia la existencia del amparo en materia 

adm ini strativa , cuando se mencionaba su procedencia en contra de "actos 

de autoridad distinta de la jud icial ". Aunque menospreciada por el Maestro 

Antonio Carrillo Flores6~ , en opinión personal , pienso que aquél precepto 

fue incluso la punta de lanza para modificar la naturaleza proced im ental del 

JUicio de amparo en una o en doble in stanc ia , tal y como se comentara más 

adelante , obviamente , todo esto en torno a las cuestiones adm inistrativas. 

Es de mencionar que también existieron circunstancias que por el 

contrario , entorpecieron el procedimiento const ituc ion al)' las ya de por si 

múltiples actividades de la Suprema Corte de Justicia que no daba abasto 

con su limitada estructura administrativa a todas las tareas que tenia por 

realizar . Tal es el caso del establec imiento del recurso constituc ional de 

súplica como " .. . un conducto procesal mediante al cual se abre una tercera 

instancia en los juicios que hayan versado sobre aplicac ión y cumplim iento 

6~ Camilo Flores , AntoniO. La JusticIa Federal y la Adminis traC Ión PublIca Op Cil 
217 !'l . 
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de leyes federales o tratados internacionales , no teniendo ninguno de los 

objetivos de protección constituc ion al que al amparo corresponden , de 

acuerdo al articulo 103 de la Ley Fundamental. "u 

Con la nueva Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos 

que actualmente ri.g e , surge la Ley de Amparo de 1919 , misma que 

eslableció un doble proced imiento en el juicio de garantias ; es decir , el 

llamado amparo de una sola ins tancia en contra de las sentenci3s 

defin itivas pronunciadas por los tribunales judiciales ; y de doble instancia , 

cuando se trate de otro tipo de actos, entre ellos lOS de carácter 

administrativo. De acuerdo a este nuevo ordenamiento, el maestro Fix­

Zamudio comenta que las controversias administrativas tenia n una triple 

modalidad para ser tratadas por el amparo : 

1) Cuando los actos o resoluciones de la administración pública activa se 

:mpug:laban de manera inmediata a través del amparo de doble 

instancia o indirecto, pues debe recordarse que los juzgados ordinarios 

del Poder Judicial no tenian la facultad ni la capacidad para conocer 

toda la gama de los actos emitidos por la administración pública activa 

que causaban agravio al particular; la primera instancia de este proceso 

constitucional la conoc lan los Juzgados de Distrito , quienes 

configuraban un verdadero proceso contencioso admin istrati vo, y la 

segunda instancia a través del llamado recurso de revisión ante el 

Tribunal en pleno de la Suprema Corte de Just icia, pero ahora a 

petición de la parte afectada y no de oficio como anteriormente 

procedia y que en rea lid ad se configuraba en una apelac ión ; 

11 ) Cuando las controversias administrativas se sustanc iab an ante un 

juzgado ordinario y emitía una sentencia judicial no favorable al 

particular , esta era impugnada a través del juicio de amparo en una 

sola instancia o directo ante la Suprema Corte de Justic ia ; en este 

!W5 Burgoa Onhuela . IgnacIo El JUICIO de Amparo .)p. ell 141 p 
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3partado es ne subrayar, que cuando los fallos se trataban sobre la 

aplicación de disposiciones legales de carácter Federal , el part icular 

afectado tenia la opción de combatirlas ya fuera por via de amparo 

directo o bien por conduclo del citado "recurso de suplica ", pero una 

vez elegida la via , lél misma resultaba excluyente con respecto a l a 

otra ; el recurso de suplica que se configuraba como un recurso más de 

impug na ción también se sustanciaba ante la Suprema Corte de Justicia : 

y. 

111) Cuando la parte afectada en la resolución judicial era la autoridad 

administrativa , el citado recurso de suplica le otorgaba por primera vez 

en la historia juridica de México , el derecho de im pugnar dicha 

resolución ante la propia Suprema Corte de Justicia , pues 

anteriormente el amparo o su equivalente estaba proh ibido para las 

autoridades administrat ivas 6 7
; d icho sea de paso , el ya multireferido 

recurso de suplica fue el antecedente directo de la " revis ión f iscal " y 

posteriormente del "recurso de re vi s,ón " para que la adm in istración 

pública activa , tanto federal como local , pueda recurrir las resoluciones 

judiciales y actualmente también las emitidas por tribunales 

administrativos , que les afecte . 

El aumento de trabajo para la Suprema Corte de Just icia que equ iv alia 

a conocer y resolver el recurso de suplica , ad icional a la revis ión del juicio 

de amparo y las rev isiones de los incidentes de suspensión , afectó de 

manera sustancial a ladas sus funciones , materializándose en el rezago aun 

más agudo para resolver los asuntos que conocia s iempre en pleno ; a ello 

también debe sumarse que la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917 , introdujo nuevas garantias constituc iona les de carácter 

mas bien social com o lo fueron las cuestiones la borales y agrarias , motivos 

" Flx -Zamudio _ Héctor. Ensayos sobre el Derecho de Amparo Op el! 542-543 p 
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sufi -; ientes para crea r incert idumbre en la j urisprudenc ia a l interp retar esos 

nuevos preceptos . 

En síntesis , estos fueron los d iversos problemas que ocuparon a la 

Suprema Corte de Justicia durante la primera década de eústenc ia de la 

nueva Ley de Amparo de 1919 y que lógicamente , en lo qU2 toca a la 

Investigación Que realizo , estancaron las reformas necesar ias para mejorar 

las cuestiones contencioso adm inistrativas . 

Apoyado en las ideas del maestro Héctor Fix-Zamud io , se puede decir 

que pa ra 1928 y 1929 , una de las modificaciones mas sign if icativas que 

luvo el Poder Judicial Federal en beneficio de las cuesliones contencioso 

administrativas, fue la reestructuración del funcionamiento de la Suprema 

Corte de Justicia Que tuvo inic ialmente con la reforma del articulo 94 de la 

Carta Magna de 1917 , para ' aumentar el número de integrantes de la 

Suprema Carie de Justicia a dieciséis , de manera que pud iera func ionar en 

Pie".) y en tres ~alas de c inco Ministros cada una , más el Pres idente de 

esta institución; posteriormente , con la Ley Org ánica del Poder Judicial de 

la Federación del 12 de diciembre de 1928 , Que por pr imera vez en la 

histor ia de la Suprema Corte , se otorga a las Salas por razón de su materia 

la competencia para conocer del juicio de amparo y no a l pleno como 

anter iormente se disponla , asi que a la primera de d ichas Salas se confiri ó 

la decisión de amparos de carácter penal ; a la Segunda , los de naturaleza 

administrativa; y a la Tercera , los de orden Civil y Mercant il. 56 Con lo que , a 

part i r de esa fecha se estableció una Sala , la Segunda , para el 

conocimiento exclusivo de las controversias contenc ioso adm inistrat ivas 

citadas en párrafos anteriores ; es decir, el amparo de una sola instanc ia , el 

amparo de doble instancia, las revis iones sobre los incidentes de la 

suspensión y el recurso de súplica en materia admin istrati va , Que por cierto , 

esta últ ima se suprim ió en el año de 1934 . 

.. l b ldem 544 p. 
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Al menos el investigador jurídico Héctor Fix_Zamudi0 69 y el Maestro 

Car .. illo Flores 7v , coincidieron en que a partir de 1929 el amparo 

administrativo tomó un camino firme para servir de base y concretar varios 

aspectos en esta materia, como lo es la creación de los tribunales de 

carácter administrativo, entre otras cosas . Las actuaciones de la Segunda 

Sala en Materia Administrativa de la Suprema Corte de Justicia rápidamente 

definieron la necesidad de crear ot ra Sala especializada en materia laboral, 

misma que se creo en 1934; con esta nueva estructura de la Suprema Corte 

se disminuyó el rezago de los asuntos pendientes por resolver, pero 

también, permitió observar con más precisión la necesidad de amp l iar su 

estructura y redefinir su postura de un Tribunal Nacional de Casación , hacia 

un verdadero Tr ibunal Constitucional ~ .. . pues un gran porcentaje de los 

procesos de ampa ro planteados ante la Suprema Corte se referian a la 

impugnación de las resoluciones judiciales , por aplicación de preceptos 

legislativos de caracter ordinario"71 . 

El maestro Antonio Carrillo Flores sustenta que en materia 

administrativa, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación demostró en un corto plazo que la mayorla de los amparos de doble 

instancia eran impuestos en contra de actos de autoridades de la 

administración pública activa y que esta institución ni siquiera fungía como 

un proceso de constitucionalidad , sino mas bien como un verdadero 

conte:-ncioso administrativo ; lo que significó cuestionar la aplicabilidad del 

amparo como una defensa inmediata y eficaz del particular en contra de los 

actos de la administración pública activa que le causan agrav ian , Así que , 

con las reformas anteriormente menciJnadas, también se pretendió 

descongestionar la carga de trabajo de la Suprema Corte de Justicia y se 

~' I b l dem 389 P 
'0 Carr ill o Flores , Anton iO. La Justicia Federal y la AdministraC I6n Public a. Op CII . 217-
222 p 
" Fo(·Zamudio , Héctor. Ensayos sobre el Derecho de Amparo . Op C II. 546 p. 
72 Carrillo Flores , Anton io , La Jusl/c la Federal y la Administraci6n Pub lica . Op . C it. 233-
250 pp 

47 



empezaron a perfilar las ideas para crear un tribunal administrativo que 

tomara el conocimiento de las cuestiones contenc ioso adm in istrat ivas . 

A manera de recopilac ión , puedo afirmar que las cuestiones 

contenciosas administrativas fueron integradas al Poder Judicial en las 

Constituciones de 1857 y 1917 , pues los intentos por instaurar los 

tribunales administrativos de corte francés en nuestro pais se identificaron 

con los regímenes centralistas que mas bien llegaron ¡) imponerse en 

perjuicio de la República y su sistema federal , por lo que fueron vistos como 

un ret roceso y se le imputaban los grandes trastornos que se habian 

padecido durante su vigencia 13
; asi que , los tribunales adm inistrativos eran 

crit icados de igual forma que las etapas de cent ral ismo vlyidas en el 

territorio mexicano , sin hacer una evaluación razonada de sus func iones y 

de sus resultados . los juristas de ese entonces , comenta Andrés Serra 

Rojas , enajenados por la euforia del ampoHo , consideraron a éste como la 

panacea juridica , incluso para los conflictos entre las autoridades 

adm inistrativas y los part iculares , abstrayéndose de la importanc ia de los 

mencionados tribunales administrativos .1
• El poder Jud ic ial y mas 

es~"cificamentc los juzgados ordinarios no tenlan facultades ni cslrur.h.:rCl 

suficiente para conocer la amplia gama de los actos de gobierno que 

afectaban a los particulares . por lo que el amparo de rec iente creación casi 

de manera inmediata conoció todos los conflictos contencioso 

administrativos que eran alipicos para los juzgados ord inarios . 

Así que , las cuestiones contencioso administrativas no tuvieron voz 

part icular y siguieron la misma suerte que las controversias observadas por 

los juzgados ordinarios , tipico del sistema judicialista ; pEro en especial 

fueron recogidas por la sublime institución procesal Federa l: el Amparo. 

las agobiantes tareas que con el amparo judicial se atr ibuyeron a la 

Suprema Corte de Just i cia de la Nación , obstaculizaron la atención con que 

se debieron ver las cuestiones administrativas ; no fue sino hasta 1929 , que 

Il BUfgoa Orihuela , IgnaCIO El JUICIO de Amparo . Op, CII. 121 P 
,. Serra Rojas , Andrés . Derecho Adm imst rat ivo , Segundo Curs o. Doctfln a, Leglslac lon y 
JU'rsprudencia. Op CII 805 P 
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este Tr ibunal Supremo dejÓ de resolver las controversias en Pleno y tuvo a 

bien crear Salas que con especialidad por mater ia conocieran de los 

amparos . De esta forma , fue como la incipiente Segunda Sala trató de 

manera exclus iva las cuestiones administrativas y sus actividades 

demostraron que existian de manera excesiva amparos , que en realidad 

desempetlaban el papel de juicios contencioso adm inistrativos, estancando 

profundamente las actividades de la Suprema CarIe de Justicia y su 

tendencia a constituirse en un Tribunal Constitucional , hechos que no se 

pueden descartar como elementos sustanciales que propiciaron la creación 

de los tribunales administra t ivos formalmente en México . 

1.2.2.4 . El surgimiento del Tr ibunal Fiscal de la Federación 
actualmente Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrat iv a. 

Alfonso Nava Negrete sostiene que el Tribunal Fiscal de la Federación 

nace de la Ley de Justicia Fiscal publicada el 31 de agosto de 1936 en el 

Diar io Oficial de la Federa ción. dicha Ley fue dic tada por el Pres idente de 

la República en uso de facultades legislativas ext raordinar ias otorgadas por 

el Congreso de la Unión . La sorpresiva creación de este tr ibunal fue tal , que 

el propio gobierno tuvo serios problemas para justificar el fundamento y 

le9atidad de sus facultades y estructura . El Tribunal Fiscal de la Federación 

contenía inconfund ibles elementos del modelo francés , pues era un órgano 

ju r isdiccional que se podia 

Pública del Federa l y 

identificar con la estru ctura de la Adminis tración 

se 
administrativas específicamente 

encargaba 

de indole 

de resolver controversias 

fiscal. Además . según su 

exposición de motivos y el articulo 2° de la Ley de Justic ia Fiscal. surgió 

como un tribunal administrativo de justicia delegada . macelo existente en 

Francia y que se trató de copiar en nuestro pais por los creadores de dicho 

tribunal. 
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Lo anteriormente manifestado fue motivo de fuertes criticas, como lo 

es el caso del comentario hecho por el Licenciado Alfonso Nava Negrete 75
, 

pues este autor sostiene que fue un error considerar al Tribunal Fiscal de la 

Federación como una institución que recibla del Ejecutivo Federal 

delegación de facultades , de ahl el nombre de tribuna l de justicia 

delegada 71
, ya que el Ejecutivo no tenía ni tiene actualmente las 

atribuciones jurisdiccionales con los que se formó la competencia del 

tribunal. más bien estas siempre pertenecieron y pertenecen al Poder 

Judicial 71
; asi que , el Ejecutivo Federal no podia delegar lo que no tenia , 

Este mismo autor se"ala . otra situación que tampoco se puede omitir, 

la ¡nconstitucionalidad con la que operó en sus inicios el Tr ibun al Fiscal de 

la Federación , pues para la fecha de su creación , que fue en 1936 , no 

eXistía ningún texto en la Const itución Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917 que autorizara la creación de los tr ibuna les 

adm inistrativos , menos aun sus facultades y competenc ia para conocer de 

las controversias entre los particulares y el gobierno en rela.ciÓn con actos 

de autoridad . Fue hasta 1946 a .través de una ad ición al seg lJ ndo párrafo de 

la ' fracción I del articulo 104 constitucional cuando se obse~vó por pr imera 

vez a estas inst ituciones administrativas en nuestra Consli!ución , como a 

continu ación lo se"alo : "En los juicios en que la federac ión esté interesada. 

las leyes podrán establecer recu rsos ante la Suprema Corte de Justic ia 

corl~3 las sent~ncias de segunda instancias o contra los tribunales 

adm inistrativos creados por Ley Federal , siempre 

estén dotados de plena sus 

que dichos tribunales 

fallos .• 11 Pedro López 

Rios , también apoya 

autonom la para dictar 

la idea de Alfonso Nava Ne9 rete , que las 

inconsistencias de este concepto conslitl,.'cional que trat ó de justificar y 

-~ Na va Negrete , Alfonso No/as sobre lo conlenc/oso admlmstra/lvo de l OISlfl/O Federal 
Op Clt 43 -44 pp 
'. Para mayor re ' arencla se puede consult ar el punto 1. 1 , de este traba j O 
11 los propiO s antecedentes de este trabajo sostienen Que el poder ¡ud lc la l Interv iene de 
una u otr a forma en los JUIcIos con ten cioso adm inistrat ivos. incluyendo las Ctlestlonp.s 
fiscales , tanto en la Constituc iOn Federal de los Estados Un idos MeXicanos de 1857 . 
~omo en la actua l promulgada el al'lo de 1917 
•• Na va Negrete , Alfonso No/es SObre lo con tencioso sdmims/fallvo de l D/s/ (l IO Feders l 
Op CH 50 P 
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sustentar la existencia del tribunal adm inis trat ivo ya menCion ado y 

materializadas a su vez en la Ley de Justicia Fiscal (entre otros el articulo 

2°) catalogaban a dicho tribunal como un organismo de jur isdicción 

delegada y sus fallos eran d ictados en representac ión del Ejecutivo de la 

Unlon .'9 

Con esta concepción legal , las resoluciones emitidas por dicho 

tribunal tenian una funcionalidad cas i nula , en el sentido que éstas 

continuaban siendo meros actos administrativos por carecer de la 

autonomia jurisdiccional requerida , y de acuerdo al articulo 114 fracción 11 

de la Ley de Amparo debla n ser observados por el amparo indirecto o de 

doole instancia, cuestionando con ello la verdadera contribuc ión de este 

tribunal ; dicho en otras palabras, las resoluciones adm inistrativas emitidas 

por el Tribunal Fiscal de la Federación , en vez de formular una 

simplificación admin istrativa en la impartición de justicia espec íficamente en 

la materia fiscal. por el contrario , generaba un proceso infructuoso que era 

carente de obligator iedad por su falta de jurisdicción , como la contenida en 

la s sentencias de los jueces judiciales, y por ende la impartici';n de justicia 

se retardaba aun más , ya que para impugnar los actos de autor id ad en esta 

materia a través del amparo indirecto (como se salia hacer en la mayoria de 

los casos, antes de la creación del multicilado tribunal) , previamente se 

debia substanciar el proced imiento ante este tr ibunal fiscal para pasar 

posteriormente a la fase del amparo en primera instancia ante un Juez de 

Distri to y a la revisión o segunda instancia de dicho amparo , que conociera 

en ese entonces la Suprema Corte de Justicia. 

La observaciÓn antes descrita era un sustento muy válido para criticar 

severamente a los tribunales administrativos y la legitimidad de sus 

resoluciones emitidas para d iri mir conflictos entre el particular y el 

gobierno . específicamente en la rama fiscal ; sin dejar pasar por alto , el 

hecho de que el grueso de las cuestiones administrativas todavia eran 

19 L6pez RJos, Pedro . La jvslicia adm inistrativa en el Sistema Federa l Mex ic ano. Op Cl t. 
90 p 
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ventiladas en los juzgados ordinar ios del Poder Judicia l y ot ro tanto por la 

via del amparo indirecto; asl que , la situación para las cuestiones 

contencioso administrati vas , continuaban presentando un sistema confuso y 

lento, 

La Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos fue 

corregida hasta '967-'968 , para establecer finalmente una jurisdicción 

adm inistrat iv a especial izada y autónoma de la Adm ini strac ión Públ ica 

Federal , tal y como se puede observar: "Las Leyes Fed erales podran 

institu ir Tribunales de lo Contencioso Administrativo dotados de plena 

autonomía para dictar sus fallos. que tengan a su cargo dirimir las 

controversias que se suscite entre la Administración Públ ica Federal o del 

Distrito y Territorios Fede rales, y los particulares, estableciendo las normas 

para su organización , su funcionamiento. el procedimiento y los recursos 

contra sus resoluciones : 80 A partir de esta fecha , continua comentando e l 

autor Pedro López Ríos , que puede decirse que se constitucionalizó la 

jurisdicción administrativa ~on un rango igua l al del Poder Judicial. 

generando las modificaciones legales necesarias en la Ley Orgánica del 

Poder Judicial y la Ley de Amparo pa ra considerar a las resoluciones de l 

Tribunal Fiscal de la Federación impugnables a través del amparo directo o 

de una sola instancia , equiparando sus fallos con los de un Juzgado Fede'ral 

de Distrito ; avanzando significativamente , por un lado , en una 

administración de justicia mas confiable para los particulares en esta 

materia : y por otro , el cumplimiento obligatorio a las resoluciones de este 

tribunal por parte de la autoridad que emitió el acto violator io a la norma , 81 

A pertir de estas reformas , se pueden contemplar dos cuestiones de 

singular importancia : primeramente , una legitimación de la ampliación de la 

competencia de este tribunal fiscal para conocer conf licto$ administrativos 

de otra índole , como por ejemplo, la interpretación y cumplim iento de 

contratos de obra pública celebrados por las depe ndencia de la 

to Ibldem , 88 p. 
l' Ibidem 91 p, 
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Administración Pública Federal o . las facultades para cono cer l as mu ltas 

Impuestas por todas las autoridades administrativas Federales y las del 

Distrito Federal a los particulares En segundo lugar , se dieron l as bases 

legales para que el DIStflto Federa l y . posteriormente , los estados 

federados init.l ara n la creac ión de sus propios tribunales contenciosos 

administrativos pa l a conocer los asuntos relacionados con esta materia . 

Según Cesar Castal'leda Rivas , en 1987 se realizaron otras reformas 

constituc ionales trascendentales para el desarrollo de los tribunales 

contencIoso adminisirat ivos : es el caso , del decreto pUblicado en el Diario 

Ofici al de la Federación del d i a 17 de marzo del ano de 1987 , por el cual se 

mod if iCÓ el articulo 116 constitucional y en espec if ico su f racció n V . en el 

que se estableCIÓ expresamente la posibilidad de que las const ituc iones y 

las leyes de los estados federados puedan inst ituir tr ibuna les de lo 

contenCIOSO administrativo -Articulo 116: .. V . Las Constit uCio nes y leyes 

de los estados pOdran institun Tflb lJnales de lo Conte nCIOSO Adm inistrat ivo 

dotados de plena autonom ia para dictar sus falios . que tenga n a su ca rgo 

d irim ir l as cont rovers ias que se susciten entre la admlO lstra clón pública 

estata l y los particu lares . estableCiendo las normas para su o rganización . 

su func ionamiento , el procedimiento y los recursos contra sus 

resolUCiones . ~ 82 

También el lO de a90sto de 1987 fueron publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación dos adiC iones constitucionales a los articulas 73 

fracción XXIX-H y el 104 fracc ión 1-8 , mismos que establec ieron que e l 

Poder Judicial Federal conocerla el recurso de revisión en contra de las 

sentencias definitivas de los tr ibunales contencioso adm inistrativos . 

conforme al procedimiento es tablec ido para la rev is ión en amparo indirecto ; 

qu ien conocerá de. estos recursos serán los Tribuna les Coleg iados de 

CnCUlto y no la Suprema CarIe de Justic ia de la Nac ión com o se habla 

11 Castaneda R lvas . Césa r y Miguel Angel Cedl ll o Hernandez EvolUC l6n y Persp ec tiva s 
del Tri buna l de lo Conte ncIoso Admlfl lstral l vo del D ls l rlto Federal Ed ito ri a l 
Depa rt amento de l Distrit o Fede ra l.Fondo de Cu l tura Econ6mlca ,. EdlCI6n Méx ico 
1996 5 7 p 
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entablado anteriormente . De hecho , el 25 de octubre de 1993 , fueron 

publicadas en el Diario Oficial de la Fede rac ión otras reformas 

cons t i tucionales en virtud de los cambiOS politicos que se gestaron en el 

Distrito Federa l para entrar a un proceso de democratización como el 

consagra do en los estados que componen a la Federac ión . 

Lo mas sustancial de estas modificaciones constitucionales , fue la 

creación de una Asamblea de Representantes del Distrito Federal, que en 

terminas del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal , tiene facultades para 

expedir la Ley Orgánica dei Tflbunal de lo Contencioso Administrat ivo del 

Dls\r lt o Federal (Articulo 122 , Base Primera, fracción V , inc iso ~ n " de 

nuestra Carta Magna ): para adecuar esta situación legislativa s<;? reformó el 

articulo 73 fracción XXIX-H y el 104 fracción 1-8 : en el sentido de eliminar 

las facultades del Congreso de la Unión para legislar lo relacionado a este 

rubro en el Distrito Federal. pero a su vez confirmando la atribuCión del 

Poder Judicial Federa l para co nocer el recurso de revisión , a traves de los 

Tribun a les Colegiados de Circuito, en contra de las resoluc iones definitivas 

emitidas por los tribunales contencioso administrati vos . Cabe acotar, que 

estas modificaciones constitucion a les fueron l imitativas , pues se 

constril"ieron a los tribunales de lo contencioso adm inistrativos y se 

excluyeron de las mismas a otros tribunales adm inist rat ivos , como lo son 

los tribunales agrarios. por ejemplo . 

Al respecto se transcriben los articulas arriba citados : Articulo 73 

constitucional. "El Congreso t iene facultad : ... XXIX-H . Para expedir leyes 

que instituyan tribunales de lo contencioso administrat ivo dolados de plena 

autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su c argo dirimir las 

cor' f :lversias q\le se susc iten entre la Administración Pública Federal y los 

particulares, estableciendo las normas para su organi zac ión , su 

fun cion amiento , el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones ."83 

-Articulo 104 . Corresponde a los Tr ibun ales de l a Federación conoce r: ... 1-

B . De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones 

! ! Mu/rlagenda de Amparo . 2003 Sección A Mé)(ICO Ediciones Fisca les ¡sel 2003 45 P 
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definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que se 

refieren la fracción XXIX-H del articulo 73 y la Base Quinto del articulo 122 

de esta Constitución , solo en los casos que ser"ialen las leyes . Las 

revisiones , de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, 

se sujetarán a los trámites que la Ley Reglamentaria de los articulas 103 y 

107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto , y en 

contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de 

Cir":'vito no pr~cederá juicio o recurso alguno ., ."1I4 "Articulo 122, ... Base 

Primera FraCCión V , la Asamblea Legislativa en los términos del Estatuto 

de Gobierno . tendrá las siguientes facultades : ... n) Expedir la Ley Orgánica 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para el Dlstrllo Federal " B~ 

Cabe insistir, Que el Poder Judicial Federal a través del amparo y la 

revISión . en su caso . sigue teniendo conocimiento de cuestiones 

contencioso a1minlstratlvas e In f luencia en el sentido de las resoluciones 

emitidas por los tr ibunales adm inis trativos , situación que se sustenta en los 

tres rubros sigu ientes : 1) Las resoluCiones emitidas por los tribunales 

contencioso administrativos siguen siendo analizadas por el Poder Judicial , 

a través de los Tr ibunales Colegiados de Circuito , ya sea por amparo 

directo en relación con el particular o en revisión tocante al gobierno ; 2) No 

obstan te que las controversias de los particulares en contra de los actos de 

la administración pública activa se han dejado de conocer en los juzgados 

ordinarios para ser del conocimiento de los tribunales administrativos , el 

Poder Judicial Federal continua con un papel de contencIOso administrativo , 

por vía del amparo indirecto , en 31gunos casos especificas debido a la 

Inconstltucionalidad del procedimiento establecido por algunos de los 

tribunales administrativos . y . 3) La ret icencia de litigantes para recurrir a 

estos tribunales administrativos y optar por el juicio de amparo , que aún 

prevalece su preferencia en relación con los procesos contencioso­

administrativos de aquellas ins tituciones ser"ialadas . Un ejemplo de los 

"I tl ldem 63 P 
!~ Itl ld em 66 p 
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InCI SOS 2 ) Y 3) , es el caso actual de la Ley del Tr ibuna l de lo ContenCIOso 

Administrat ivo del Distrito Federal , que en la etapa procesal de la 

suspenSión presenta algunas defiCIencIas consideradas como 

Inconsti tuCiona les y que estud iaré de manera part Icula r posteriormente 

La plena auton omla de los tribunales contenc ioso adm inls trattvos con 

que se ostentan constitucionalmente , aun es cuestionable , pues SI bien , son 

autónomos de la adm inistración publica act iva en cuanto a la em isió n de 

sus re so lu c io nes , tambIén es cierto que ex iste una in f luen cia del Poder 

Judicial Federa l en el sentIdo de las resoluciones de los tr ibunales de lo 

con te nCIOSOS admin istrat ivos Con las mani festac io nes expresadas puedo 

concretar en este capitulo , que hay suf icientes e lementos pa ra In Iciar un 

re p lanteamiento de la estructura constitucional ex istente de l Poder Judicial 

Federa l y los tribunales de lo contencioso admin istrat Ivos , en dos pur,tos de 

partida , a ) Formu lar una verdadera estructura de los tribunales 

aDmin istrativos que Inc luya a todos los de su mater ia ' ag rarios , con tenc ioso 

admin istrat ivos e incluso laborales y se permita una verdadera legitimidad 

de sus resoluciones y considerar s i esa estructura puede incl u irse al poder 

Ju dicial ; y , b) Hacer a jus tes más ser io s en el Poder Judicial Federa l en 

mater ia adm in istrativa , y convertir a la Sup re ma Corte de Just ici a de la 

Nación en lo que histó ricamente siempre se ha querido en un verdadero 

tribunal constitucional. 

1.2.2.5. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 
Federal. 

1.2.2.5.1. Antecedentes y naturaleza juridica . 

Con fundamento en e l art iculo 104 Constitucional fracción 1, e l 28 de 

enero de 1971 se publ icó en el Diario Ofic ial de la Federaci ón la Ley de l 

Tr ibunal de lo Contencioso Adm inistrat ivo del Distrito Federal . pero que 

enlró en vigo r hasta el 17 de j unio de 1971 ; en el Diario Of ici al de la 

FederaciÓn del 4 de enero de 1973 . se re forma la ley en cita , básicamente 
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con un a transformación de un tribunal de plena jurisd icción a un tribunal de 

mera anulación , sin estar en posibilidades de dictar una resolución de 

condena , como anterIOrmente lo hacia . y en consecuencl3 una disminución 

en sus facultades para hacer cumplir sus propios fallos 

El 19 de diciembre de 1995 . en el Diario Oficial de la Federación se 

publica una nueva ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal . misma que entró en vigor el dia primero de enero de 1996 . 

abrogando por ende a la anterior de 1971. Este ordenamiento le devuelve al 

tribunal la plena Jurisdicción para dictar sus reSOIUClOf'les . es decir . que se 

podran sef'lalar los terminas en que deberá ser ejecutada la sentencia por 

parte de la autoridad demandada 86 . para el efec to de restituir al Ciudadano 

el disfrute o restablecimiento de sus derechos que hayan sido afectados 

Indebidamente . 

El 14 de diCiembre de 1999 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal se 

publicaron reformas y adiciones a la ley en cita , de las cuales podemos 

destacar la reducción de 15 a 10 dlas para la interposición del recurso de 

reVISión por parte de la administración pública activa ante el Tr ibun a l 

Colegiado de Circulto~7 Pero sin lugar a duda . las reformas mas 

sobresalientes a la Ley de referencia para el tema que nos ocupa . fueron 

l as publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Fede ral del 17 de agosto del 

afio 2000 . en las que se le conceden facultades espeCia les a los comités 

veCinales . órganos de rec iente creación por la Ley de PartiCipación 

Ciudadana del Dlslrlto Federal 8s . en el sentido de que éstos Illvarlab lp.menle 

fun~j1~an como terceros perjudicados en los juicios d~ nulidad que versan 

score las materias de uso de suelo . utilización de la via pública y giros 

mercantiles . pero además . la suspensión de los actos que se Impugnan en 

H Art i culo 80 fraCC ión IV de la Ley de l Tr ibunal de lo ContencIoso Adm inistrat Ivo del 
OISlr l to Federal Publicada en el DiariO Oficial de la Federac ión el d i a 1!:1 de dic iembre 
oe 1995 Rerormada por los decretos publicados el 14 de diciembre de 1999 y el 17 de 
agosto oel 2000 en la Gaceta OfiCia l del Dlslrlto Federal 
" Articulo 88 de la Ley del Tr ibunal de lo ContencIOso Adm :nlstral lllo de l DI1>tfllo 
Federal Op elt 
n Arllculo 80 de la Ley de Part ICipac ión Ciudadana del DistrllO Fede ra l Pub li cada en la 
Gaceta OfiCial del Distrito Federal el d i a 21 de diciembre de 1998 
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las materias arriba sei'ialadas . se condicionan a los resultados de una 

consulta ciudadana Instrumentada por los titulares de las dependencias del 

Gobierno del Distrito Federal . de las Dt.'leg aciones Politlcas u Órganos 

desconcentrados de la Administración Publica del Distrito Federal ss 

Instituciones que generalmente son las responsables de los actos 

admlnlstratl .... os que se demandan en los juicios de nulidad referentes a las 

materias de uso de suelo . utilización de la .... ia publica y gires mercantiles ; 

éstas ultimas reformas aunadas con sus efectos . son el moti .... o de esta 

Invest igac ión. por lo que mas adelante estudiaré su proced imi ento en 

relación con la suspensión en los juicios que conoc~ el tr ibunal de 

referencia y el papel de [as partes que interfieren en el mismo 

En .... irtud de lo anteriormente redactado. opino que el Tribunal de lo 

ContenCIOSO Administrativo del Distrito Federal . pese a que la ley le 

conced e plena autonom ía. se puede decir que sus antecedentes lo ligan a 

la estructura de la administración publica , pues solo basta con revisar su 

naturaleza h istór ica para determinélr su corte del tipo francés y por ende . 

surgido de las instituciones de la admin istración publica . este tr ibunal que 

segun la ley l lene plena jUflsdlcclón y autonomia para dictar sus falios , con 

completa Independencia de las autor idades admin istratl .... as . por lo que va 

mas alla de se r un tribunal de "justicia delegada - como se le ha pretendido 

etl"juetar , sin embargo , su plena jurisdicción todavia es cuestionable por la 

Influenci cl \.Iue recibe en sus resoluciones por parte del Poder Jud icial . a 

través del juicio de amparo directo o el recurso de re .... islón 90 

1, 2.2 ,5,2. Organización y c o mpetencia , 

De acuerdo con su Ley publicada en el Diario Oficial de la Fede-ración 

el dia 19 de diciembre de 1995 . el Tr ibunal ContencIoso Administrativo del 

!9 Arllculos 33 FracCIOn 111 . 58 Y 59 de la ley del Tribunal de lo ContenCIOSO 
Admln lstrallvo del 0.51(110 Federa l. Op CII . en relacI6n con los art icules <5 46 . 47. 48 'f 
49 de la Ley de Partlc lpac lOn Ciudadana del Distri to Federal Op Clt 
'lC Observ aC iones hechas valer en el punte 1 1 1 de este trabal e 
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Distrito Federal se compone de una Sala Superior , integrada por siete 

magistrados y tres Sa las Ordin a ri as de tres mag ist rados cada un a. 

quedando ab ierta la opción para que l a Sala Super ior forme Salas Auxili ares 

en e l momento que las necesidades del serv icio as i lo requieran 

(actualmente ex isten dos Salas Auxiliares) . Los magistr ados serán 

design ados a prop uesta del Jefe de Gobierno del Distrito Federal , pero 

su jetos a la ap robación de la As amb lea Legislativa del Distrito Federal y 

con apego a los té rminos previstos por la Constitución Polit ica de los 

Estados Unidos Mexicanos , el Estatuto de Gobierno del Distrito Federa l y la 

Ley Orgán ic a de la Asamblea Legisl at iva del Distr i to Federal. Los 

magistrados s610 durar án seis anos en el ejerc icio de su encargo . salvo que 

sea n expresamente p romovidos o rati f icados a l conc luir su periodo y podran 

se r removidos en cualquier momento de sus cargos en los tér minos del 

titul(1 IV de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mex icanos . 

Es competencia de la Sala Superior , fijar la jurisprudencia del 

Trrbunal. resolver los recursos en contra de las resoluc iones de las Salas ; 

resolver las contradiCCiones que se susc;ilen entre las sen te ncias de las 

Salas Ordin ar ias y Auxiliares . entre otras , ~ancionadas por el articulo 20 de 

la Ley en coment~ . La Sala Superior también designa ent re sus miembros a l 

PreSidente dél Trib unal . quien lo sera también de la Sa la Superior ; f ij ar" y 

cambi ar las adscr ipc io nes de los magistrados de las Salas Ord inar ias y de 

las Auxiliares : elaborar el proyecto de presupuesto del Tr ibunal para su 

inclusión en el proyecto del presupuesto de egresos del Distrito Federal , y 

un a vez aprobado lo ejercera en forma autónoma : en tre otros sena lado s en 

e l articulo 21 de la Ley a que se hace referencia . 

En re lación a las Sa las del Tribu nal. el a rticulo 23 de su Ley les 

fac ult a para que conozcan de los j uicios en con tra de actos adm in is trat ivos 

que l as autoridades de la administración public a del D ist ri to Federal dicten . 

ordenen , ejecuten o traten de ejecutar , en agravio de ::>ersonas fisicas o 

morales ; de los jUic ios en con tra de los actos admin istrativos de la 

administración pUblica paraestatal de l Distrito Federa l. cuando actuen con 
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el caracter de autoridades : de los juicios en contra de las resoluciones 

definitivas dictadas por la Administración Publica del Dlslrito Federal en las 

que se determ ine la existenc ia de una obligación f iscal . se fije ésta en 

cantidad liquida o se den las bases para su liquidación . nieguen la 

devo'UCión de un Ingreso indebidamente percibido o cualesquiera otras que 

causen ag ravio en materia f is cal ; de los juicios en contra de la falta de 

contestaCión de las mismas autoridades , dentro de un término de treinta 

dias naturales . a las promociones presentadas ante ellas por los 

particulares. a menos que las leyes y reglamentos fijen otros plazos o la 

naturaleza del asunto asi lo requiera ; de los juicios en que se demande la 

rescluclón positiva ficta . cuando la establezca exp resamente las 

disposiciones legales aplicables y en los plazos en que e<.>tas lo determinen : 

de los juicios en que se impugne la negativa de la autoridad a certificar la 

configur ación de la positiva ficta , cuando asi lo e~tablezcan las leye s : de 

las quejas por incumplim iento de las sentencias que se dicten . entre otras 

disposiCiones que marca el articulo arriba citado . Cabe acotar , que 

actualmente una de las tres Salas Ordinarias de manera formal tiene como 

compe tencia exclusiva la materia de uso de sueI09' . 

1.2 .2 ,5 ,3, El p rocedim iento an te el tribuna l. 

La Ley del Tribunal de lo Cont('ncioso Administralivo del Distrito 

Federal . publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de DiCiembre 

de 1995 , sanciona que el término para interponer la demanda en contra de 

los actos o resoluciones de las autoridades de la administración publica 

certral y paraestatal del Distrito Federal . sera de quince días hábiles 

contados a partir del día siguiente al en que le hubiese notificado al 

afectado o del que se hubiere tenido conocimiento u ostentado sabedor de 

dichos actos . resoluciones o de su ejecución: asi también . cuando un 

i' Articulo 20 de la Ley del Tribunal de lo ContenCIOso Adm inistrativo del Distrito 
Federat Op CiI . mandato que por cierto . actualmente no lo realiza 
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particular sea beneficiado por un a resolución y la autoridad que la emitió 

pida su nulidad . la demanda podrá presentarse dentro de los cinco años 

siguientes a la fecha en Que sea notificada la resoluCión . salvo Que la 

misma haya generado efectos de tracto sucesivo , en este caso la autoridad 

pOdrá demandar la nulidad en cualquier época . 

las partes en el procedimiento serán el actor . el demandado y el 

tercero perjudicado : h aciendo hincapié . que las reformas del 17 de agosto 

del 2000 de la Ley arriba citada , determinan en el articulo 33 fracción 111 : 

"". En los juicios de nulidad que versen sobre la materia de uso de suelo. 

uli'l lac ión de ia via pública y giros mercantiles . los comités vecinales 

tendrán invariablemente el carácter de terceros perjudicados . por lo que 

deberán ser notificados dentro del término de las veinticuatro horas 

Siguientes a la presentación del escrito inicial del juicio de que se trate , 

respecto a la colonia . barrio . pueblo o unidad habitacional Que corresponda . 

a fin de que inte rpongan los medios de prueba y de defensa que 

procedan .~ 92 

De no encontrarse irregularidades en la demanda o subsanadas estas , 

el Presidente de la Sala mandará emplazar a las demás partes para que 

contesten dentro del término de quince días : en el mismo acuerdo se citará 

para la aud ienCia del Juicio dentro de un plazo que no excederá de veinte 

d ías y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a la ley 

que se analiza . En el escrito de demanda o en el de contestación deberán 

ofrecerse las pruebas , las supervenientes podrán ofrecerse cuando 

aparezcan y hasta en la audiencia respectiva : se admitirán toda clase de 

pruebas . excepto la confesional y las Que fueren cohtrarias a la moral y al 

derecho Las Salas del Tribunal podrán acordar, de oficio , el desahogo de 

las pruebas que t:stimen conducentes para la mejor deciSión del 2sunlo e 

Incluso podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de 

cualquier diligencia probatoria . 

• : Articulo 33 fracc lon \ \1 de l a l ey del Tr ibuna l de lo ContenCIO SO Admini st ra tivo de l 
Di str ito Fede ral Op C II 
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La audiencia señalada tendra por objelo desahogóH las pruebas 

ofrecidas y oir los alegatos correspondientes; hecho esto . e; magistrado a 

qUien se le hubiere turnado el asunto propondra los puntos resolutivos de la 

sentenCia y la Sala resolvera el juicIo en la misma aud lenr::la . solo cuando 

deban tomarse en cuenta gran numero de constancias pOdra resolverse el 

fallo definitivo por un término no mayor de d iez dlas . Las sentencias 

emitidas por las Salas deberan contener una fijación clara y preCisa de los 

punt')s controvertidos ; los fundamentos legales en que se apoyen : los 

puntos resolutivos en los que se expresarán los actos cuya validez se 

reconociere o cuya nulidad se declare : los términos en que deberá ser 

ejecutada la sentenc ia por parte de la autoridad demandada : y. el plazo 

correspondiente para ello. que no excedera de veinticinco dias contados a 

partir de la fecha de su notificación . 

De esa form a, l a sentenCia dejará sin efecto el acto Impugn ado y las 

autoridades responsables quedaran oblig<lc1as a otorgar 1) restitu i r al acto r 

en el goce de los derechos que le hub ieren sido indebidamente afectados o 

desconocidos. en los términos que establezca la sentencia . en caso de 

Incumplimi ento . el actor podrá acudi r en queja ante la Sala respectiva . de la 

que se dara vista a la auto rida d responsable por el término de cinco dias 

p ara que manifieste lo que a su derecho convenga , pasado ese térm ino la 

Sala reso lverá lo conducente , para el caso de que no se haya dado 

cumplimi ento a la sentencia se le harán los requerimientos . multas y 

amonestaciones estat lecidos en el articulo 63 de la Ley que se ana li za . 

Dentro del juicio hay recur~os, como el de la rec lamaci6n , que 

procede en contra de las providencias o los acuerdos de tramite . el recurso 

de apelac ión , que se in terpone en contra de las resoluciones de las Salas 

del Tribunal que decreten o nieguen el sobreseimiento , las que resuelvan e l 

JUICIO o la cuestión planteada en el fondo y las que pongan fin al 

procedimiento : y. el de revisión que podrá interponer la admin istración 

put ::.:a activa ~ontra las resoluciones de la apelac ión ante el Tribunal 

Colegiado de Circuito competente por conducto de la Sala Superior en los 
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siguientes casos : a) Cuando la resolución que se dicte afecte el mterés 

Juridlco o el patrimonio del Distrito Federal y sea de importancia , a Juicio de 

la autoridad fiscal : b ) Cuando se trate de la interpretación de leyes o 

reglamentos ; cl Cuando se trate de formalidades esenciales del 

procedimiento : dl Cuando se fije el alcance de los elementos constitutivos 

de las contribuciones ; el Por violaciones procesales comet idas durante el 

JUICIO siempre que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al 

sentido del fallo. o por violac iones cometidas en las propias resoluciones o 

sentencias . sin dejar de contar los demas casos señalados en el articulo 86 

de la Ley en cita , 

Finalmente . la ju r isprudencia del Tribunal se in tegra por los crite rios 

sustentados en cinco ejecutorias pronunciadas por la Sala Superior no 

Interrumpidas por otra en contrario , y que hayan sido aprobadas por el voto 

de c inco magis trad os en el mismo sentido . 
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2. La suspensión del acto reclamado en materia administrativa. 

2.1. En la Ley de Amparo. 

2.1.1. Conceptualización de la suspensión del acto reclamado. 

La suspensión del acto reclamado ha sido definida ~or diversos 

autores. de los cuales destaca Ricardo Cauto. quien identifica a la 

suspensión como un verdadero amparo provisional; agrega que la 

suspensión del acto reclamado puede. en determinadas circunstancias. 

anticipar los efectos protectores del amparo. con el fin de mantener viva la 

materia del proceso al momento de dictar la sentencia definitiva 93 

Cauto. quien es citado por Juventino V. Castro. examina la fracción X 

del articulo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y pone especial atención en la parte en la cual la suspensión 

podra otorgarse tomando en cuenta. entre otras cosas. la naturaleza de la 

violación alegada; es decir. que el juzgador no solo debe analizar la posible 

afectación que se pueda producir al orden público y al interes social con la 

sus~ensión del asto reclamado. sino ..... tiene que estudiar también. y esto 

muy fundamentalmente. la naturaleza de la violación; esto es. su cClrácter. 

su peculiaridad. su importancia. su gravedad. su trascendencia social. para 

derivar de ese estudio si existe interés de la sociedad que impida que el 

acto reclamado sea suspendido; el criterio del juez debe ser el resultado de 

un estudio de conjunto de la violación, el perjuicio individual y el interés 

social, y ese estudio. por la fuerza misma de las cosas. tiene que llevar a la 

apreciación de la constitucionalidad del acto reclamado De esta manera el 

Juez, sin hacer con side raciones ca ncretas sobre la cons tltu cio na I idad o 

Inconstitucionalidad del acto reclamado. cosa que el estado que guarda la 

S3 V Castro Juventino La Suspensión del Acto Reclamado en el Amparo. México 
Editorial Porrua. 5" Edición MéXICO, 2002 39·40 pp 
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legislación todavía no lo permite, dictará una resolución que armonizará, en 

lo posible, la suspensión con los fines del amparo,,94 

Al respecto, Héctor Fix-Zamudio considera que" la suspensión de 

los actos reclamados constituye una providencia cautelar, por cuanto 

significa una apreciación preliminar de la existencia de un derecho con el 

objeto de anticipar provisionalmente algunos efectos de la protección 

definitiva, y por este motivo, no solo tiene eficacia puramente conservativa, 

sino también puede asumir el carácter de una providencia constitutiva, o 

parcial y provisionalmente restitutoria, cuando tales efectos sean 

necesarios para conservar la materia del litigio o impedir perjuicios 

i rrepa ra b les a los i nte resad os, ,,95 

Jean Claude Tron Petit, comenta que la suspensión del acto 

reclamado " ... significa· interrumpir tra ns ito ri a me nte o detener 

temporalmente la aplicación de una: a) orden; b) acción, o sus c) efectos 

(hasta en tanto se dicte la sentencia ejecutoria), paralizando asi algo que 

está rigiendo o en actividad en forma positiva o impidiendo que inicie su 

ejecución cusndo está en potencia Y excepcionalmente puede tener efectos 

de adelanto provisional o restitutorio cuando haya peligro de que el juicio 

quede sin materia,,96 

Por su parte Juventino V. Castro, señala que", ,la suspensión del acto 

reclamado es una providencia cautelar en los procedimientos de amparo, de 

carácter meramente instrumental, para preservar la materia del proceso, y 

cuyo contenido reviste la forma de un mandato asegurador del cumplimiento 

y la ejecución de otra providencia principal que puede ordenar la anulación 

de la conducta prevista, positiva o negativa, de una autoridad pública, 

haciendo cesar temporalmente sus efectos obligatorios mientras se resuelve 

la controversia constitucional ,,97 

941bldem 39-40 pp. 
95 Fix-Zamudio, Héctor El Juicio de Amparo. Editorial Porrúa, 1" Edición MéxIco, 1964 
277 P 
"" Tron Petit, Jean CI.aude, Manual de los Incidentes en el Juicio eJe Amparo Editorial 
Themls, 4" Edición. México, 2003 380 P 
.,- V Castro, Juventino, La Suspensión del Acto Reclamado en el Amparo. Op elt 71 p 
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En opinión personal , la suspensión es una acción provisional 

conservatoria, constitutiva o, si el caso y la ley lo permite, restitutoria, cuyo 

fin es mantener viva la materia sobre la cual versa el fondo del juicio del 

amparo, cuando la afectación y la irreparabilidad sea de imposible 

restitución para el quejoso si se permite la ejecución o se continúe 

ejecutando el acto que se reclame . 

2.1.2. Organización constitucional de la suspensión del acto 
reclamado. 

Para conocer mejor la suspensión en el juicio de amparo, es necesario 

explicar sus generales a partir de la concepción a nivel constitucional, en 

los términos del articulo 107 fracción X : "Los actos reclamados podrán ser 

objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías 

que determine la Ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la 

violación alegada , la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que 

pueda sufrir el agraviado con su ejecución , lo que la suspensión origine a 

te rceros pe rj ud icados y el interés pú b I ico. ,,98 Estos p ri nci p ios 

constitucionales son los que desarrolla la ley de Amparo, misma que inicia 

este tema en el artículo 122, sancionando que" ... Ia suspensión del acto 

reclamado se decreta de oficio o a petición de la parte agraviada, con 

a rreg lo a I a s e isposicio nes re I ativas a este cap ítu lo . ,,99 

2.1.3. La suspensión del acto reclamado de oficio . 

En términos generales , se distingue de la suspensión a petición de 

parte agraviada porque se decreta sin substanciación procesal alguna; es 

decir, que si la autoridad judicial al conocer la demanda de amparo se 

percata que de consumarse el acto que se reclama, su afectación y su 

reparación serían materialmente de imposible restitución para el quejoso, 

98 MultiAgenda de Amparo 2003 Constitución Po/ltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
EdltoriallSEF . 2 8 Edición. México, 2003. (,8 P 
99 Mult iAgenda de Amparo 2003. Ley de Amparo Op Cit . 41 p . 
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entonces, deberá otorgar la suspensión de plano para conservar la materia 

del litigio. Básicamente el artículo 123 de la Ley de Amparo establece que 

los efectos de la suspensión de oficio, H ••• consistirá en ordenar que cesen 

los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la 

deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos 

prohibidos por el artículo 22 constitucional; y tratándose de los previstos en 

la fracción 11 de este artículo, serán los de ordenar que las cosas se 

mantengan en el Estado que guarden, tomando el juez las medidas 

pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados.,,100 

2.1.4. La suspensión del acto reclamado a petición de parte 
agraviada. 

Se consagra básicamente en el artículo 124 de la Ley de Amparo, 

cuyo texto a la letra dice: "Fuera de los casos a que se refiere el artículo 

anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos 

siguientes: 1. Que la solicite el agraviado; 11. Que no se siga perjuicio al 

interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público. Se 

considerará entre otros casos, que si se siguen esos perjuicios o se 

realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se 

continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción 

y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o 

continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a 

artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la 

ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro 

de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el 

alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o 

degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las ordenes militares; 

y, 111. Que sean de difícil reparación los daños o perjuicios que se causen al 

agra'::ado con le: ejecución del acto. El juez de distrito al conceder la 

suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y 

100 Ibidem 41 p. 
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tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta 

la terminación del juicio,,,101 

La procedencia de la suspensión a petición de parte agraviada en 

mat~ria adnlinistrativa tiene requisitos que, según Genaro Góngora 

Pimentel, han sido enriquecidos con la ley y la jurisprudencia, mismos que 

la autoridad que conoce del amparo debe de tomarlos en cuenta para 

conceder la mencionada suspensión: "PRIMERO,- Debe analizarse, antes 

que todo, si son ciertos o no los actos reclamados, SEGUNDO,- Si la 

naturaleza de esos actos permite su paralización (requisitos naturales) 

TERCERO,- Si se satisfacen las condiciones exigidas por el artículo 124 de 

la Ley de Amparo (requisitos legales), CUARTO,- Si ante la exigencia de 

terceros perjudicados es necesario exigir alguna garantía (requisitos de 

e fe c t i vid a d ) , " 102 D e h e c ha, t a m b i é n t r a n s c r iba I a j u r i s p r u den c i a q u e a s í lo 

sustenta: "SUSPENSION DEFINITIVA, TECNICA QUE DEBE SEGUIRSE EN 

EL ESTUDIO DE LA, Por razón de técnica, en la suspensión definitiva del 

acto reclamado, deben analizarse, por su orden, las siguientes cuestiones: 

A) - Si son ciertos o no los actos reclamados (premisa) , B) - Si la naturaleza 

de esos actos permite su paralización (requisitos naturales) , C) - Si se 

satisfacen las condiciones exigidas por el artículo 124 de la Ley de Amparo 

(requisitos legales), y D),- Si ante la existp-ncia de terceros perjudicados es 

necesario exigir alguna garantía (requisitos de efectividad) ,, 103 

2.1.4.1, '_a certeza del acto reclamado. 

El Incidente de suspensión a petición de parte agravir.lda, que se 

consigna en el amparo indirecto, se compone de dos etapas: la provisional y 

lO' I bidem 41-42 pp 
le: Góngora Pimentel, Genaro La Suspensión en Materia Administrativa Editorial 
Porrua , 6° Edici6n , México, 2001, 28-29 pp, 
: J 3 Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la NaCión IUS 2003 , 
2 0 CD-ROM , Jun ;o 1917-Marzo del 2003 e Informe de Labores 2002, Octava Epoca 
Instancia PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO, Fuente Semanario Judicial de la Federación Tomo 1, Segunda 
Parte-2, Enero a Junio de 1988 Tesis: 1, 10, A, J/2, 856 p 
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la definitiva. En la primera, el juez, al revisar la demanda presentada y 

encontrar un peligro inminente con perjuicios irreparables para el quejoso si 

se ejecuta el acto reclamado, decretará de manera unilateral la suspensión 

sin escuchar a In responsable, ordenando que " ... Ias cosas se mantengan 

en el estado que guardan hasta que se notifique a la autoridad responsable 

la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las 

medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de 

terceros y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, o 

bien las que fueren procedentes para el aseguramiento del quejoso, si se 

tratare de la garantía de la libertad personal,,104 

En la segunda etapa del incidente de suspensión, que es la definitiva, 

es donde verdaderamente se comprobará si son ciertos o no los actos que 

se le atribuyen a la autoridad responsable, su regulación se encuentra en el 

artículo 131 de la Ley de Amparo: " ... el juez de distrito pedirá informe 

previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de 

veinticuatro horas. Transcurrido dicho término, con informe a o sin él, se 

celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto en el caso 

previsto en el artículo 133, en la fecha y hora que se hayan señalado en el 

auto inicial, en la que el juez podrá recibir únicamente las pruebas 

documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que 

recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero 

perjudicado, si lo hubiera y el Ministerio Público, el juez resolverá en la 

misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere 

procedente con arreglo al artículo 134 de esta Ley.,,105 

Así que, el juez pedirá los informes previos a las responsables y por 

medio de ellos expresarán, con base en el artículo 132 de la Ley de 

Amparo, si son o no ciertos los hechos que se les atribuyen y qué 

determinan la existencia del acto que se les reclama; si niegan la existencia 

del acto, con las razones que estimen pertinentes para sostenerlo, el 

1(}4 MultiAgenda de Amparo 2003. Ley de Amparo. Op. Cit.43 P 
l051bidem 43 p 
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quejoso deberá probar lo contrario; si reconocen la existencia del acto, 

alegando lo que a su derecho convenga sobre la improcedencia de la 

suspensión, entonces el quejoso deberá demostrar que el acto es factible 

de suspenderse. La falta del informe previo establece la presunción de ser 

cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la 

suspensión. 

Para cualquiera de los casos mencionados en el párrafo anterior, el 

quejoso deberá ofrecer elementos a través de las pruebas documental o de 

inspección ocular y excepcionalmente, cuando se trate de alguno de los 

actos a que se refiere el artículo 17 de la Ley de Amparo, se podrá ofrecer 

la prueba testimonial para que el juez resuelva en definitiva este incidente, 

tomando en cuenta desde luego, los alegatos correspondientes que las 

partes pudieran exhibir; estas etapas procesales, como se puede apreciar 

en el artículo 131 de la Ley de Amparo arriba citado, se llevan a cabo en 

una audiencia incidental. 

En materia administrativa, la suspensión en ocasiones se ve frustrada 

por la limitación legal existente en el ofrecimiento de pruebas; pues si bien 

en el incidente de suspensión, a diferencia del cuaderno principal, las 

pruebas pueden ofrecerse y desahogarse en la audiencia correspondiente 

sin previo anuncio, es también cierto que las pruebas documental e 

inspección ocular en ocasiones resultan insuficientes o inadecuadas para 

demostrar la existencia del acto reclamado y más bien la prueba idónea 

puede ser otra, como la testimonial. Un ejemplo de ello son las 

verificaciones administrativas aplicadas a los bares, en las que los 

funcionarios aseveran con su dicho la existencia de la ventn de drogas o el 

ejercicio de lenocinio; los hechos plasmados en ese momento en el acta 

circunstanciada por los verificadores, que según ellos, configuran esas 

actividades ilícitas, pueden ser desmentidos o afirmados idóneamente por 

los testigos que presenciaron la diligencia y que incluso fueron invitados a 

firmar en el acta levantada por los funcionvrios para cumplir las exigencias 

formales de la ley En ese orden de ideas, la prueba testimonial sería un 
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elemento clave para robustecer la veracidad de los hechos y no, como 

sucede en estos casos, conceder 81 beneficio de prueba plena al dicho de 

los verificadores administrativos redactado en el acta circunstanciada, a 

sabiendas, incluso por los propios juzgadores, que aquéllos funcionarios 

conocen perfectamente los hechos que pueden determinar irregularidades 

que culminen, por un lado, con la clausura inmediata del establecimiento 

mercantil y, por el otro, con la imposibilidad jurídica por parte del quejoso 

para demostrar al juzgador en el incidente de suspensión que se están 

violando sus derechos plenamente consagrados en la ley. 

2.1.4.2. La naturaleza del acto reclamado. 

El acto que se reclama, una vez comprobada su existencia, debe ser 

estudiado particularmente por el juzgador para determinar la procedencia o 

no de la suspensión. Los tipos de actos susceptibles de paralización han 

sido determinados por la ley, pero sobre todo por criterios jurisprudenciales; 

al respecto, se ha logrado discernir que el común denominador para la 

suspensión en el juicio constitucional es que el acto que se reclama no se 

haya consumado y que tenga efectos o consecuencias de carácter positivo, 

ya sea de manera directa o indirecta. 

En relación a ello, Genaro Góngora Pimentel define a los actos 

positivos como " ... actos de autoridad que se traducen en la decisión o 

ejecución de un hacer de las autoridades. Es decir se traducen en un hacer 

de las autoridades, voluntario y efectivo, que se presenta con la imposición 

de obligaciones al individuo, traducidas en un hacer o en un no hacer, y que 

implica una acción, una orden, una privación o una molestia (actos 

prohibitivos con efectos positivos). En términos generales el juicio de 

amparo es procedente contra estos actos ... ,,106; los actos negativos, este 

mismo autcr los entiende como " ... aquellos por los que las autoridades se 

rehúsan a acceder a las pretensiones de los individuos ... la suspensión de 

lOó Góngora Pimentel, Genaro. La Suspensión en Materia Administrativa. Op Cit 46·47p 
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los actos negativós, podemos afirmar que no es dable concederla, puesto 

que se le daría a esta suspensión efectos restitutorios, que son propios de 

la sentencia que concede el amparo.",07 

La jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno 

Circuito especifica lo que jurídicamente se puede entender por efectos 

positivos de un acto, una clasificación de los mismos y establece un criterio 

para la procedencia de la suspensión: "SUSPENSION, NATURALEZA DEL 

ACTO QUE SE RECLAMA PARA CONCEDER O NEGAR LA . En el jL!icio de 

amparo es importante precisar la naturaleza del acto que se reclama para 

estar en aptitud de decidir si existe algún efecto que pudiera ser susceptible 

de suspenderse, o se trata de actos consumados contra los cuales no 

procede la medida cautelar por carecer de materia 'sObre la cual recaen . 

Existen dos tipos de actos para efectos suspensionales,' a saber : los 

positivos y los negativos. Los primeros se trad ucen siempre en una 

conducta de hacer de la autoridad y se subclasifican en : a) actos de 

ejecución instantánea, b) de ejecución continuada o inacabada y c) actos de 

ejecución de tracto sucesivo. Si la ejecución es instantánea, únicamente 

podrá otorgarse la suspensión antes de que el acto se consume, nunca 

después, porque carecería de materia y de concederse se darían efectos 

restitutorios propios de la sentencia de fondo; los actos de ejecución 

continuada o inacabada son aql.!ellos en los que la autoridad debe actuar un 

número de!erminado de veces para consumar el acto reclamado, entonces, 

al otorgarla suspensión el efecto será impedir que se siga m ate ría liza nd o la 

ejecución al momento en que se concede la medida cautelar, pero lo ya 

consumado no . puede afectarse porque se darían efectos restitutorios 

también; ' por lo que toca a la ejecución de tracto sucesivo, la autoridad 

actúa constantemente y un número ilimitado de ocasiones, ejerciendo 

presión fáctica sobre la situación de la persona del quejoso, de sus bienes, 

de su familia, posesiones, etcétera, pues de no hacerlo así la ejecución 

cesaría de inmediato; por lo que, la suspensión concedida actúa desde el 

107 Ibídem 47 p 
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momento mismo en que se otorga hacia el futuro, pero nunca sobre el 

pasado . En relación con los actos negativos, la clasificación se da de la 

siguiente manera : a) abstenciones, b) negativas simples y c) actos 

prohibitivos ; las abstenciones carecen de ejecución, pues implican un no 

actuar de la autoridad, por lo tanto, no existe materia para conceder la 

suspensión ; las negativas simples sólo implican el rechazo a una solicitud 

del particular , y dada su naturaleza, tampoco admiten suspensión porque se 

darían efectos constitutivos de derechos a la medida cautelar; finalmente, 

los actos prohibitivos no son igL:ales a los negativos simples, porque 

implican en realidad una orden positiva de autoridad , tendiente a impedir 

una conducta o actividad del particular previamente autorizada por el 

gobierno. En este último supuesto, la suspensión sí es procedente , pero 

debe examinarse cada caso concreto , sopesándose cuidadosamente , por 

una parte, el interés legítimo del gobernado en realizar la conducta 

prohibida y por la otra, el interés público de la autoridad en impedirla , así 

como las consecuencias o perjuicios que a cada uno de ellos se puede 

seguir con la concesión o negativa de la medida ."108 

Adicionalmente a los actos clasificados por la jurisprudencia arriba 

citada, hay actos negativos con efectos positivos que , a diferencia de los 

prohibitivos , se traducen en actos efectivos de las autoridades que tienden 

a imponer obligaciones a los individuos, para este tipo de actos es 

procede nte la s u s pensión e in cl u so se ha se ntad O j u ris p ru d en cia al 

respecto : "ACTOS NEGATIVOS CON EFECTOS POSITIVOS. SUSPENSION . 

S i los actos contra los que se p id e a m paro, a u nq ue a pa re ntemente 

negativos , tíenen efectos positivos, procede conceder contra ellos la 

suspensión , dentro de los términos previstos por la Ley de Amparo . Quinta 

Época : Tomo XVI, Pág. 383, Letayf Antonio. Tomo XVIII , Pág . 267 . Molina 

Herrera Dionisia . Tomo XXX, Pág. 1789. Castillero Carlos . Tomo XXXI , Pág . 

108 Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación . IUS 2003 . 
2° CD-ROM. Junio 1917-Marzo del 2003 e Informe de Labores 2002 . Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito, Octava Época, legible en el apéndice del 
Semanario Judicial de la Federación, Tomo XI, Junio de 1993 , 312 p . 
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1,538. Casso y Mier Vicente de. Tomo XXXII, Pág. 1,009. Velásquez de 

León Domingo. Apéndice al S. J. F., 1995, Tesis Jurisprudencial número 

1 , 095. T o m o VI, P á g. 759." 1 09 

Existen también los actos futuros inminentes y son aquellos que están 

próximos a realizarse en cualquier momento, pues derivan de manera 

directa de otro ya existente que garantiza la inminencia de su realización. 

"E:I otras palabras debemos considerar que el acto ya se dictó, pero no se 

ha ejecutado y en base a ello, la Suprema Corte ha señalado que no son 

actos futu ros, puesto q u e s i ya se dicta ron se s u p ri me I a ca racte ris tica de 

incertidumbre del acto y por consiguiente no será acto futuro."110 En contra 

de estos actos sí procede la suspensíón, siempre y cuando no se haya , 
consumado, pues contienen las características de los actos positivos ya 

mencionados con anterioridad. 

Se han c0rlceptualizado otros tres actos, que cuando se reclaman en 

el juicio de amparo es declarado improcedente y consecuentemente la 

suspensión tampoco procede; sin embargo es importante señalarlos para 

que se puedan identificar: a) Los actos futuros probables, son aquellos que 

aún no tienen existencia, puesto que no se han emitido y no se tiene 

seguridad deque puedan llegar a existir, por ende, en contra de estos actos 

que no afectan los intereses jurídicos del quejoso, el juicio de amparo es 

improcedente con fundamento en el artículo 73 fracción V de la Ley de 

Amparo y obviamente la suspensión corre con la misma suerte; b) Los actos 

consentidos, son los actos de autoridad que afectan los intereses jurídicos 

del quejoso y que, pese a que se tuvo conocimiento jurídico fehaciente de 

los mismos, no se reclamaron dentro de los plazos que marca la Ley de 

Amparo, parlo que en estos casos, con fundamento en el articulo 73 

fracciones XI y XII de la Ley arriba invocada, el juicio de amparo es 

improcedente y la suspensión también. Solo queda aclarar que cuando se 

lOO Góngora Pimentel, Genaro David y Saucedo Zavala, María Guadalupe La Suspensión 
del Acto Reclamado. Compilación Alfabética de Tesis Jurisprudencia.les y Aisladas. 
Editorial Porrúa, 1" Edición. México, 1990. Tomo 1,17 p. 
110 Góngora Pimentel, Genaro. La Suspensión en Matefia Administrativa Op Cil. 53 p. 
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alegan este tipo de actos se deben atender las excepciones que marca la 

Ley para la procedencia de la suspensión, como lo es el caso del tercero 

extraño a juicio, por ejemplo; y, c) Los actos declarativos, caracterizados 

porque simplemente declaran o evidencian una situación jurídica 

determinada, misma que no afecta las garantías individuales del gobernado 

protegidos por la Constitución Política de los Estados Unidos por lo que, es 

clara su improcedencia en los mismos términos del inciso a) de este 

párrafo. Empero, hay actos declarativos que traen aparejado un principio de 

ejecución, por el cual sí pueden suspenderse, tal y como lo marca la 

siguiente tesis jurisprudencial: "ACTOS DECLARATIVOS. Cuando los actos 

declarativos llevan en sí mismos un principio de ejecución, procede contra 

ellos la suspensión en los términos de la ley. Quinta Época. Tomo XXXI, 

pág. 425. Urrutia, Tomás. Tomo XLIV, pág. 1349. García Padilla, Victor. 

Tomo LXXII, pág. 5229. Trujillo Vda. De González, Enriqueta. Tomo LXXII, 

pá2 5234. Pe;landini, Alberto P. Apéndice 1995. Tomo VI, tesis 

jurisprudencial 1,093, pág. 757.,,111 

2.1.4.3. Requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley 
de Amparo. 

2.1.4.3.1. De la fracción 1. 

Como su texto lo indica en esta fracción, la suspensión a petición de 

parte debe ser solicitada por el agraviado y puede hacerlo en el escrito 

ini:;ial de la demanda o en cualquier momento, mientras no se haya 

declarado ejecutoriada la sentencia del cuaderno principal; de hecho, la 

suspensión puede ser solicitada aún cuando el Juez de Distrito haya dictado 

la sentencia y en contra de esta se encuentre pendiente de resolver el 

recurso de revisión que se haya interpuesto, pues hasta ese momento la 

111 Góngora Plmentel, Genaro David y Saucedo Zavala, Maria Guadalupe La Suspensión 
del Acto Reclamado. Compilación Alfabética de Tesis Jurisprudencia/es y Aisladas. Op. 
GI! 45 P 
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sentencia no ha causado ejecutoria, ello con fundamento en el artículo 141 

de la Ley antes invocada . 

2.1.4.3.2. De la fracción 11. 

El p~rrafo lHimero, de esta fracción sanciona que la suspensión del 

acto reclamado procederá cuando no se siga perjuicio al interés social, ni 

se contravengan disposiciones de orden público. Estos conceptos , 

marcados como requisitos para la concesión de la suspensión del acto 

reclamado han sido motivo de discusión y a la fecha no se ha logrado un 

criterio aceptado por la doctrina ni por la jurisprudencia" ... no obstante las 

numerosas y constantes ejecutorias de los tribunales de amparo sobre tales 

temas, lo que para un tribunal puede contravenir el interés social y el orden 

público de manera directa, para otro no lo afectan .,, 112 

La Ley de Amparo no constriñe estos conceptos a una definición 

rígída, con la finalidad de que los jueces puedan aplicar sus facultades 

libremente frente a los diversos supuestos que manejan en cada caso 

particular, sin embargo, existen rasgos que pueden tomarse en 

consideración, como lo son las circunstancias de modo , tiempo y lugar 

prevalecientes en el momento en que se realice la valoración ; pero sobre 

todo" ... el juzgador debe tener presentes las condiciones esenciales para el 

desarrollo armónico de una comunidad, es decir las reglas mínimas de 

convivencia social, a modo de evitar que con la suspensión se causen 

perjuicios mayores que los que se pretenden evitar con esta institución, en 

el entendido de que la decisión a tomar en cada caso concreto no puede 

descansar en meras apreciaciones subjetivas del juzgador, sino en 

elementos objetivos que traduzcan las preocupaciones fundamentales de 

una sociedad. '''13 

II ! G6ngora Pimentel, Genaro . La Suspensión en Materia Administrativa. Op Cit. 54 p . 
11) Ibidem . 55 p . 
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Lo anterior se corrobora con la siguiente tesis jurisprudencial: 

"SUSPENSION, NOCIONES DE ORDEN PUBLICO Y DE ItHERES SOCIAL 

PARA LOS EFECTOS DE LA. De acuerdo con la fracción II del artículo 124 

de 1"1 Ley de A;-nparo, que desarrolla los principios establecidos en el 

artículo 107, fracción X, de la Constitución Federal, la suspensión definitiva 

solicitada por la parte quejosa en un juicio de garantías sólo puede 

concederse cuando al hacerlo no se contravengan disposiciones de orden 

públir.o ni se cause perjuicio al interés social. El orden público y el interés 

social , como bien se sabe, no constituyen nociones que puedan 

configurarse a partir de la declaración formal contenida en la ley en que se 

apoya el acto reclamado . Por el contrario ha sido criterio constante de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que corresponde al Juez examinar 

la presencia de tales factores en cada caso concreto. El orden público y el 

interés social se perfilan como conceptos jurídicos indeterminados , de 

imposible definici¡)n, cuyo contenido sólo puede ser delineado por las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar prevalecientes en el momento en 

que se realice la valoración . En todo caso, para darles significado, el 

juzgador debe tener presentes las condiciones esenciales para el desarrollo 

armónico de una comunidad, es decir, las reglas minimas de convivencia 

social, a modo de evitar que con la suspensión se causen perjuicios 

mayores que los que se pretende evitar con esta institución , en el entendido 

de que la decisión a tomar en cada caso concreto no puede descansar en 

meras apreciaciones subjetivas del juzgador, sino en elementos objetivos 

que traduzcan las preocupaciones fundamentales de una sociedad .,, 114 

También la jurisprudencia aporta nociones de cuándo no se debe 

otorgar la suspensión solicitada por el quejoso, en relación a la afectación 

que pudiera producirse con la misma al orden público y al interés social: 

"SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO , CONCEPTO DE ORDEN PUBLICO 

114 r"oder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Just icia de la Nación . IUS 2003 . 
1° CO-ROM. Op Cit. Novena Época . Instancia : TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO . Fuente Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: V, Enero de 1997 . Tesis 1.30 A J/16 . 383 p . 
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PARA LOS EFECTOS DE LA . De los tres requisitos que el articulo 124 de la 

Ley de Amparo, establece para que proceda conceder la suspensión 

definitiva del acto reclamado , descuella el que se consigna en segundo 

término y que consiste en que con ella no se siga perjuicio al interés social 

ni Se contr8Ven;¡an disposiciones de orden público. Ahora bien , no se ha 

establecido un criterio que defina, concluyentemente, lo que deben 

entenderse por interés social y por disposiciones de orden público. cuestión 

respecto de la cual la tesis número 131 que aparece en la página 238 del 

apéndice 1917-1965 (jurisprudencia común al Pleno y a las Salas), sostiene 

que si bien la estimación del orden público en principio corresponde al 

legislador al dictar una ley. no es ajeno a la función de los juzgadores 

apreciar su existencia en los casos concretos que se les sometan para su 

fallo; sin embargo, el examen de la ejemplificación que contiene el precepto 

aludido para indicar cuándo, entre otros casos, se sigue ese perjuicio o se 

realizan esas contravenciones, asi como de los que a su vez señala esta 

Suprema Corte en su jurisprudencia, revela que se puede razonablemente 

colegir , en términos generales, que se producen esas situaciones cuando 

con la suspensión se priva a la colectividad de un beneficio que le otorgan 

las leyes o se le infiere un daño que de otra manera no resentiría. Séptima 

Época. Tercera Parte: Volumen 47, pág . 58. Denuncia de contradicción de 

tesis. Varios 473/71. Unanimidad de 4 votos. Tribunales Colegiados Primero 

y Seg u nd o Ad m i n istrativos del P ri me r Circuito. Esta tes i s a p a rec ió 

publicada, con el Núm. 436, en el apéndice 1917-1985, Tercera Parte, pág . 

765. Apéndice 1995, tesis jurisprudencial Num. 572, tomo VI, pág. :143.,,115 

Respecto a las concepciones de orden público y el interés social 

hechas en párrafos anteriores, hay inquietudes expuestas por diversos 

autores; primeramente Juventino V . Castro, se queja por la falta de una 

definición clara o una clave para conocer mejor estos conceptos , quedando 

" ... en total interrogante cómo definimos al interés social y a las 

II! Góngara Pimentel, Genara David y Sauceda Zavala, María Guadalupe La Suspensión 
del Acto Reclamado . Compilación Alfabética de Tesis Jurisprudencia/es y Ais/adas. Op 
Cil 561 p . 
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disposiciones de orden público . Si no se manejan bien los conceptos, su 

interpretación y su aplicación en la vida práctica , el requisito de la fracción 

1I del artículo 124 podría ser de hecho la tumba del ampare ,,115 

A este autor también le preocupa que los Jueces de Distrito, por la 

misma confusión de estos conceptos, carecen de elementos legales que 

sustenten la aplicación de sus facultades para cada caso concreto en el que 

se solicita la suspensión del acto reclamado y, a causa de ello, corren el 

riesgo de ser declarados probables responsables por la comisión de delitos 

contra la administración de justicia 117, ya que la propia Ley de Amparo 

sanciona en su artículo 200 " .. si la procedencia de la suspensión fuere 

nc.c; ia y el juez de distrito que conozca el incidente no la concediere por 

negligencia o por motivos inmorales, y no por simple error de opinión, se 

impondrá la sanción que fija el Código Penal aplicable en materia federal 

para los delitos cometidos contra la administración de justicia. Artículo 

201. La sanción a que se refiere el precepto precedente se aplicará 

igualmente al juez de distrito o autoridad que conozca del Juicio, en 

cualquiera de los casos siguientes ... IV. Cuando fuera de los casos 

permitidos por esta Ley decrete la suspensión del acto reclamado, aunque 

sea con el carácter provisional, y por virtud de ella se p~oduzca un daño o 

se conceda una ventaja indebidos.,,118 

Así las cosas, al no tener una concepción concreta de lo que se 

entiende por interés social y orden público, los juzgadores tienen menos 

problemas que afrontar si niegan la suspensión, alegando el " simple error 

de opinión" tal y como se observa en la disposición recientemente citada; 

inhibiéndose así a los juzgadores , en detrimento del quejoso, a no realizar 

un análisis profundo de los hechos que se atribuyen a la autoridad 

responsable para determinar o no la existencia del acto susceptible de 

suspenderse. Juventino V. Castro concluye aconsejando que " ... se regule y 

116 V Castro, Juventino . La Suspensión del Acto Reclamado en el Amparo Op Cit. 107-
114 pp 
1I71bldem 108 p. . 
118 MultiAgenda de Amparo 2003 . Ley de Amparo . Op. Cit 64-65 pp 
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definan los conceptos actualmente contenidos en el artículo 124, el cual no 

proporciona clarificaciones o cuestiones fundamentales para Interpretar 

esta disposición, las cuales deben ser complementadas con precisiones 

sobre la procedencia o la falta de fundamentación de todo este articulado , 

lo cual se traduce evidentemente en una necesidad menor de resoluciones 

CélSulsticas, y una mejor certeza para los justiciables en materia de 

suspensión en el amparo ,,' ,q 

En segundo lugar, Genaro Góngora Pimentel también señala su 

Inconformidad respecto a los actuales elementos que describen al interés 

social y al orden público, partiendo del hecho que estos conceptos se 

refieren a los bienes de la colectividad tutelados por las leyes: es decir, que 

las leyes otorgan y protegen beneficios a la colectividad y si se les priva de 

ellos, entonces la colectividad sufriría un daño. Las idea" anterior~~, dice el 

actual Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se derivan de 

la jurisprudencia: sin embargo, la objeción que él hace a este criterio, 

consiste en : ¿Por qué aceptar que los bienes de la colectividad son 

tutelados por las leyes , cuando arriba de éstos, se encuentra la 

Constitución? 

En palabras de este autor : "El interés social y el orden público no se 

encuentran sino en el respeto a las garantías individuales , sin embargo, no 

ha sido de esa manera como lo ha entendido la jurisprudencia sobre la 

suspensión del acto reclamado. El juez estudia la demanda de amparo, los 

documentos anexados a ella; observa el juzgador que el acto reclamado es 

notoriamente inconstitucional: pero si bien puede quedarse con la impresión 

de que habrá de conceder el amparo 'en cuanto al fondo', por violación a 

ciertos derechos fundamentales que advierte, puede considerar, con base 

er criterios jurisprudencia les, o en su opinión propia que hay interés público 

en que en el acto se ejecute desde luego: y, entonces, niega la 

119 V Castro, Juventino La Suspensión del Ac.to Reclamado en el Amparo Op. Cit 
120 p 
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suspensión ... EI interés social y el orden público, por tanto, se encuentran 

sob re la s vio lacio n e s a la Co n s t itu c ió n -" 120 

Al respecto, este autor concluye, que los tribunales de amparo no 

aclaran qué es el interés social ni el orden público en sus precedentes: más 

bien son r;nar.ejados con un criterio cambiante en la jurisprudencia nacional, 

la cual una vez dictada, se cumple sin cuestionarla . . Ios asuntos 

juridicamente similares se prejuzgan . El funcionario jud ici al se '/up.lv~ 'Jr 

autómata y la ciencia juridica se eclipsa ,,121 

De las ideas expuestas por Juventino V . Castro y Genaro Góngora 

Pimentel , se puede colegir la necesidad de establecer elerlentos suficientes 

para determinar de forma c lara, qué se entiende por un perJuicio al interés 

social y una contravención a las disposiciones de orden público. Con los 

parámetros que se tienen es dificil formar un criterio uniforme que indique 

cuándo procede la suspensión del acto reclamado sin afectar el orden 

público y el interés social, y aún cuando el legislador fijó criterios en el 

segundo párrafo de esta fracción en comento para que el juzgador pudiera 

establecer en cada caso concreto , si se cumple o no con los requisitos del 

articulo 124 de la Ley de Amparo : se insiste que , incluso adicionando los 

criterios jurisprudenciales , faltan disposiciones legales claras que permitan 

a los juzgadores interpretar cuándo se afecta el orden público y el interés 

so 'jal Con una certeza de estos conceptos, se permitirá a los juzgadores 

tener más claros los limites de sus facultades en cada caso específico y , 

sin temor a caer en un delito por mala administración de Justicia , tendrán 

libertad suficiente para analizarlos y otorgar la suspensión del acto que se 

reclama con el fin de mantener viva la materia del amparo. 

Por otro lado, con base en la fracción X del articulo 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que ya fue 

transcrita con anterioridad, se puede sostener que la Ley de Amparo no 

desarrolla claramente lo que se deberá entender por "la naturaleza de la 

' 20 GÓ<lgora Pimentel, Genaro La Suspensión en Materia Administrativa . Op Cit . 55-
56 pp 
11' Ibldem . 64 p . 
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violación alegada", elemento que sanciona el artículo constitucional citado 

se tome en cuenta para otorgar la suspensión del acto reclamado, 

adicionalmente de los requisitos señalados en el articulo 124 de la Ley 

arriba invocada. Esta circunstancia puede dar un giro sustancial en el 

incidente de suspensión a grado tal que podría, en determinados casos, 

restituir o anticipar provisionalmente los efectos de la sentencia del juicio 

de amparo Y es que actualmente, la corriente institucional no contempla 

esas características, por el contrario, considera que" ... Ia suspensión no es 

destructiva y, por lo mismo, es incapaz de restituir las cosas al estado en 

que se encontraban antes de que se produjeran los actos que se reclaman 

en el juicio constitucional Como tampoco es constitutiva de aerechos.,,122 

Esta concepción institucional podría cambiar con el surgimiento de un 

nuevo criterio jurisprudencial, que analizara a la suspe'l5ión del acto 

reclamado partiendo de la naturaleza de la violación alegada; condición 

marcada, como ya se dijo, en la fracción X del Artículo 107 constitucional y 

que es apoyada por la teoría de la apariencia del buen derecho" ... misma 

que tiene su antecedente en la corriente europea . que 3e basa en el 

prinCipio doctrinal del 'fumus buni iuris' o apariencia del buen derecho de 

qUien acude al juicio y solicita la suspensión. Luego entonces, si la persona 

es titular de esa prerrogativa aunque sea en apariencia o no exista una 

contestación seria, ello justifica adelantar de modo previo o apreciar 

provisionalmente consideraciones sobre el fondo de actos notoriamente 

inconstitucionales, siempre con el único objetivo fundamental de preservar 

la materia litigiosa. Este concepto da la pauta para estimar un excepcional 

adelanto de la tutela (que equivale a una restitución prél¡ia) a trave3 de la 

suspensión, con el fin de evitar que la dilación en la substanciación del 

Juicio haga ilusoria la sentencia que a la postre pudiera llegar a dictar en el 

';2 Suprema Corte de JustiCia de la Nación Manual del Juicio de Amparo Editorial 
Themls 20· Relmpreslon a la 2 a EdiCión MéXICO, 2003 111 P 
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sentido de ardparar o perjudique al titular de un aparente derecho que 

merece ser tutelado.',123 

Al respecto se transcriben las siguientes jurisprudencias por 

contradicción de tesis, resue s por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación "SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES 

FACTIBLE. SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS 

EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA 

APRECIACION DE CARACTER PROVISIONAL DE LA 

INCONSTITUCIONALlDAD DEL ACTO RECLAMADO La suspe sión de os 

actos reclamados participa la naturaleza de una medida cautelar, cuyos 

presupuestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. 

El primero de ellos se basa en un conocimiento superficial dirigido a lograr 

una decisió de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho 

discutido en el proceso. Dicho requisito aplicado a la suspensión de los 

actos reclamados, implica que, para la concesión de la medida, Sin dejar de 

observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, 

basta la comprobación de la apariencia del derecho invocado por el 

queJoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades, sea posible 

anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad 

del acto reclamado Ese examen encuentra además fundamento en el 

artículo 107, fracción X, constitucional, en cuanto establece que para el 

otorgamiento de la medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre 

otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que impl ca que 

debe atenderse al derecho que se d ce violado. Esto es, el examen de la 

naturaleza de la violación a ada no sólo comprende el con de 

violación aducido por el quejoso sino que implica también el hecho o acto 

que e!ítr~ña la v olación, considerando' sus características y su 

trascendencia En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar 

sobre la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o 

m Tron Petit .. Jean Claude Manual de los Incidentes en el JUicio ele Amparo Op eil 
385 p Lo que está entre parénteSIS es mio 
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inconstitucionalidad de los actos reclamados, ya que esto sólo puede 

determinarse en la sentencia de amparo con base en un procedimiento más 

amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la 

determinación tomada en relación con la suspensión no debe influir en la 

sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el carácter de 

provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la 

existencia de las pretensiones, en el entendido de que deberá sopesarse 

con los otros elementos requeridos para la suspensión. porque si el 

perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y 

perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negarse 

la suspensión solicitada. ya que la preservación del orden público o del 

interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado. Con 

este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juzgador, el 

cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en materia de 

s u s p e n s ión . " '24 

"SUSPEN$ION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA 

EJECUTADA "OR TIEMPO INDEFINIDO. El articulo 107, fracción X .de la 

Constitución General de la República, establece como uno de los requisitos 

para la procedencia de la suspensión del acto reclamado en el amparo, el 

de tomar en cuenta la naturaleza de la violación alegada: esto es. el 

Juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del 

derecho del solicitante , que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva, 

pues el hecho de que anticipe la probable soluGión de fondo del juicio 

principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos de la suspensión . 

Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja , en el género 

pró;c,no, a la:; medidas cautelares, aunque es evidente que está 

caracterizada por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. 

Sin embargo. le son aplicables las reglas de tales medidas. en lo que no se 

'1. Poder Judicial de la Federación. Suprema Corte de Justicia de la Nación tuS 2003.1° 
CD-ROM Junio 1917-Marzo del 2003 e Informe de Labores 2002 Novena Época 
Instancia Pleno Fuente Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tumo 111. 
Abril de 1996 Tesis P IJ 15/96 Pagina 16 
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opongan a su específica naturaleza. En este aspecto cabe señalar que son 

dos los extremos que hay que llenar para obtener la medida cautelar: 1) 

ríencía de buen derecho y 2) Peligro en la demora La apariencia de la 

existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que 

descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o 

cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, 

dirigido a rar una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia 

del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la 

posible frustración de los derechos del pretendiente de la I"fledida, que 

puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la 

resolución de fondo En síntesis, la medida cautelar exige un preventivo 

cálculo de probapilidad sobre el peligro en la dilación, que no puede 

separarse de otro preventivo cálculo de bílidad, que se hace S001-e la 

existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales. 

Consecuentemente, si toda medida cautelar descansa en los principios de 

verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, el Juez de 

Distrito puede analizar esos elementos en presencia de una clausura 

ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión cautelar,· como mera 

suspensión, es neficaz, debe dictar medidas que implican no una 

restitución, s no un adelanto provisional del derecho cuestionado, para 

resolver rio nte', en forma definitiva, siel acto reclamado es o no 

inconstitucional; así, el efecto de la suspensión será interrumpir el estado 

de clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio de que si 

se niega el amparo, porque la 'apariencia del buen derecho' sea 

equivocada, la autoridad pueda reanudar la clausura hastá su total 

cumplimiento. Lo expuesto anteriormente se sustenta en la fracción X del 

dispositivo constitucional citado, que establece que para conceder la 

suspensión deberá tomarse en cuenta la leza de la violación alegada, 

lo que supone la necesidad de realizar un juicio de probabilidad y 

verosimilitud del derecho esgrimido, con miras a otorgar la medida cautelar 

para evitar daños y perjuicios de difícil reparación al quejoso y conservar 
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viva la materia del juicio, si con ello no se lesionan el interés social y el 

orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del Juez de Distrito, 

ante la realidad del acto reclamado, pues si el perjuicio al interés social o al 

orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que 

pueda sufrir el quejoso, deberá negar la suspensión solicitada, ya que la 

preservación del orden público y el interés de la sociedad están por encima 

del interés particular afectado.,,125 

En síntesis, se debe aclarar en la propia Ley de Amparo qué se 

entiende por un perjuicio al interés social y contravención a las 

disposiciones de orden público, más acorde a lo que requieren los 

juzgadores para pronunciarse en cada caso específico; y, una adhesión en 

esta misma Ley sobre la aplicación procesal que deberá tener, entre otros 

requisitos, la naturaleza de la violación alegada para otorgar la suspensión 

y que se encuentra sancionada en la fracción X del artículo 107 

constitucional. Con estas determinaciones, se podría formalizar el camino 

idóneo para el uso práctico de estos 'elementos en su cOrljunto; ya que, en 

las jurisprudencias por contradicción de tesis transcritas se puede percatar 

que la apariencia del buen derecho aplica con éxito para el beneficio del 

quejoso, sólo en los casos que no se contravengan las jisposiciones de 

orden público ni se siga perjuicio al interés social con el otorgamiento de la 

suspensión del acto reclamado . Así que, . sino se tiene una certeza 

jur ídicamente clara proveniente de la ley de los elementos arriba 

mencionad os ; entonces, I a s ca ra cte rí sticas, I a s pecu I i a rid ad es, la 

importancia y la gravedad, entre otros, de la violación alcQ'ada no las podrá 

ponderar el juzgador frente al interés público y el orden social con la 

precisión debida, Todo ello, en la inteliQencia de que los actuales criterios 

jurisprudencia les que al respecto se utiliz<;ln tienden a cambiar,126 en 

'25 Poder Judicia' de la Federación , Suprema Corte de Jus'ticia de la Nación . IUS 
2003,1 er, CD-ROM , Op C i t, Novena Época Instancia Pleno . Fuente Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo : 111, Abril de 1996 TeSIS P ¡.i 16/~6 . 

Pagina 36 
'26 Tal y como fue señalado por Genaro Góngora Pimentel y comentado en esta tesis en 
las notas al pie números 112 y 121 : en las paginas 73 y 78 respectivamente 
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especial con aquellos conceptos que son difíciles de aclarar, como lo son el 

orden público y el interés social. 

A falta de lo anteriormente propuesto, se considera que los 

juzgadores, con la justificante de que no pueden ser sancionados 

pen almente "por s im pie erro r de op i nión" cu a nd o n ieg a n I a s u s pe n s ión 

(Articulo 200 de la Ley de amparo), pueden variar su fallo concediendo o no 

la suspensión, y utilizar para sustento la diversidad de criterios 

jurisprudencia les, ya que falta una constante que marque la uniformidad 

necesaria entre uno y otro criterio jurisprudencial de los Tribunales 

Colegiados de Circuito e incluso del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, 'para'el beneficio de los quejosos que se encuentran en estos 

casos tan específicos. 

Ejemplo d~ ello, son los propietarios de establecimielltos mercantiles 

que cuentan con toda la documentación legal, satisfacen los requisitos del 

articulo 124 de la Ley de Amparo y sin embargo , como están en presencia 

de un acto inst::tntáneo y consumado, o sea, una clausura por tiempo 

indefinido ya ejecutada, no pueden solicitar dentro del incidente de 

s uspe n sió n e lleva ntam ie nto del estad o de cl au su ra, pu es se esta rí a 

restituyendo un derecho que solo corresponde hacer 3 la sentencia 

definitiva, proceso que tarda de siete a nueve meses considerando la 

primera y la segunda instancia que se establece en el juicio de amparo . 

Empero, si se toma en cuenta la naturaleza de la violación alegada se podrá 

llegar a la conclusión de que el derecho que se aleg::¡ aparentemente Ip. 

asiste al quejoso, por lo que un previo adelanto de la posible determinación 

de la sentencia del juicio de amparo no afectaría al orden público ni al 

interés social y, en cambio, produciría los efectos que necesita el quejoso 

para que el amparo y la justicia de la unión no sea solo un engaño 

En términos generales, de esto trata la jurisprudencia por 

contradicción de tesis P./J. 16/96 transcrita anteriormente, cuyo criterio 

seria ideal para la formación de una nueva concepción de la suspensión del 
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acto reclamado en la materia administrativa, pero sancionada por la y no 

por los criterios jurisprudenciales, debido a los motivos que ya expuse, 

2.1.4.3.3. De la fracción 111. 

Esta última fracción señala que la suspensión procederá cuando los 

daños o perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto 

sean de difícil reparación; una vez que el Juez de Distrito determina la 

existencia de esa difícil reparación, procurará fijar la situación en que 

habrán de quedar las cosas, tomando las medidas necesarias, para 

conservar la materia de amparo hasta que se dicte la resolución en el juicio 

de gara 

Al res , Genaro Góngora Pimenlel determina que esa difícil 

reparación se uipara al peligro que corre el quejoso con el retraso o 

demora para que se ap ue el derecho con la sentencia del juicio de 

amparo sobre la constitucionalidad o incQnstitucionalidad de un acto, Por 

ello, de com rse la certezd del daño y con el etivo de mantener viva 

la materia del amparo, el juzgador deberá proporcionar inmediata o 

u nte la protección provisional. para evitar que el daño del acto 

reclamado sea irreparable si se llega a ejecutar o, en caso de que se esté 

ejecutando, se consuma irreversiblemente en perjuicio del quejoso, 

El autor en comento, para apoyar su postura cita a Carmen Chinchilla 

Marin, en siguientes lérminos: "En efecto, fa medida cautelar tiene 

sentido si hay un derecho que necesita. una protecci6n provisional y 

urgente, a raíz de un daño ya producido o de inminente producción, 

mientras dure un proceso en el que se discute precisamE:nte una pretensión 

de quien sufre dicho daño o su amenaza, Sin este peligro, que 

cautelarmente hay que frenar para que el objetivo del. proceso se mantenga 

ro durante el tiempo que dure, no hay medidas cautelares. La medida 

cautelar e ,por ello, como puso de relieve Calamandrei, un preventivo 

cálculo de probabilidad sobre el periculum in mora (peligro en la dilación o 
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mora), que no puede separarse de otro preventivo cálculo de probabilidad, 

que es el que se hace sobre la existencia. del derecho, cuya tutela se 

solicita a los tribunales (fumus bu ni iuris o apariencia del buen derecho).,,127 

La comprobación de la existencia del daño irreparable que se 

produciría con la ejecución del acto, corresponde al quejoso a través de los 

elementos que proporcione al juez, quien los analizará teniendo en mente 

que esos daños deberán de ser reales, efectivos e irreversibles; pero 

también, especialmente en materia administrativa, deberá valorar el interés 

social y el orden público que se afectaría si se suspende el acto y se 

permite la continuación de la actividad del quejoso. que la responsable 

determinó ilegal y que originó la emisión del acto que se reclama como 

inconstitucional. Una vez que el juzgador ponderó estos elementos y 

determinó sl!sceptible de suspender el acto reclamado, puede apoyar su 

pronunciamiento en las facultades que le otorga esta fracción para que 

discrecionalment.e fije la situación en que deberán de quedar las cosas. 

Esta facultad discrecional del juzgador se podría utilizar en materia 

administrativa, en especial cuando se deben sopesar los daños a terceros, 

los perjuicios al interés social o las contravenciones a las disposiciones de 

orden público que se pudieran ocasionar con la suspensión del acto 

reclamado, sobre todo, cuando el acto es instantáneo y ha producido sus 

efectos, como es el caso de una orden de clausura a un establecimiento 

mercantil que después de analizarse y considerar la existencia de un daño 

irreparable, el juzgador podría determinar con base en esta fracción y la 

jurisprudencia anteriormente referida, que para mantener a salvo la materia 

del amparo se deben adelantar provisionalmente los efectos de la sentencia 

del juicio de garantías. Así las cosas, el juez podría ordenar el 

levantamiento provisional de la clausura hasta en tanto se resuelva la 

controversia principal; pero con específicas cond iciones como el respeto 

ir~estricto a los ordenamientos bajo los cuales se otorgaron los permisos 

127 Góngora Pimentel, Genaro. La Suspensión en Materia Administrativa. Op. Cit 70-
71 p. Lo que está en paréntesis es mio. 
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correspondientes para la apertura del negocio , y con ello se podrian 

salvaguardar los intereses de la sociedad o de un tercero especifico . 

2.1.4.4. La existencia de terceros como condición para 
exigir garantía. 

Es importante señalar qUd las situaciones previstas por la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Artículo 107 

fracción X . párrafo segundo) y posteriormente en la Ley de Amparo. que 

exigen al quejoso una garantía para reparar los daños y perjuicios que se 

puedan generar a un tercero con la suspensión del acto reclamado, son en 

ma~eria penal y civil; no así, en materia administrativa. Al respecto, 

especialmente en materia penal, hay situaciones en las que no existe un 

terce ro perjud icad o espec ífico si n o que la socied ad a s u m e ta I ca rácte r, lo 

que se puedE) interpretar como una posible aplicación de esta circunstancia 

a la materia administrativa por la analogía que se aprecia en estos casos, 

tomando en cuenta que deberá existir un estudio más concreto de los 

supuestos en los cuales procedería o no; justificando así, la opción de 

poder pedir al quejoso que reclama un acto administrativo como 

inconstitucional, que garantice los posibles perjuicios al interés social o las 

contravenciones a las disposiciones de orden público que se puedan 

ocasionar al otorgar la concesión suspensional solicitada , obviamente . 

previo el estudio de los demás elementos que exige la Ley de Amparo para 

que proceda . 

El ejemplo que se toma para hacer este comentario se transcribe en 

pa lab ras de Juve ntino V. Castro : " ... Ios delitos de tráfico ya sea de 

narcóticos o de armas. A estas fechas se les identifica como delincuencia 

organizada. En este tipo de delitos --al menos en el momento actual , y a 

pesar de las pugnas por introducir innovaciones legislativas al respecto-- no 

existen terceros concretos lesionados por esos ilícitos tan relevantes. En 

verdad que todos estamos de acuerdo en que esos delitos desde el punto 

de vista de daños físicos y morales son más graves que las conductas 
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ilícitas que dañan el patrimonio concreto de un particular: pero no hemos 

establecido d iciones adecuadas para ir la indemnización de daños 

a nombre de una sociedad entera Como no hay ofendido por el delito, al 

menos en forma concreta en los amparos idos por supuestos traficantes 

de armas o de substancias psicotró s o similares, al solicitar y obtener la 

suspensión de los actos de autoridades que los persiguen, no se ven 

obligados a afianzar esos posibles dáños a la sociedad, que siguen por lo 

tanto en la dispersión y en la vaguedad,,,128 

2,2, En el Código Fiscal de la Federación. 

Este Código, publicado enel Diario Oficial de la Federación el 31 de 

diciembre de, 1981, pero con excepción hecha del Título VI del 

procedimiento contencioso administrativo, ql,le dio inicio su vigencia a partir 

de 1983, determina el procedimiento para la interposición del recurso de 

revocación y del juiCiO contencioso administrativo ante el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa; al primero se le .conoce en la doctrina 129 

como recurso administrativo y se define como el medio al que tiene el 

particular, afectado en sus derechos o intereses por la emisión de un acto 

administrativo, para que éste sea revocado, anulado o modificado en caso 

de que se compruebe su ilegalidad, Su ndodos caracte cas que 

identifican a este tipo de recursos: a) Se substancian ante la autoridad que 

emitió el acto o ante el superior jerárquico de ésta, es decir, es resuelto por 

la p administración pública activa como una oportunidad para revisar 

de nueva cuenta si el acto administrativo fue emitido con apego a derecho; 

y, b) En estos recursos se permite elegir al gobernado el interponer el 

recurso o impugnar el acto de autoridad a través del Juicio de nulidad ante 

el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

\2B v, Castro, Juventlno, La del Acto Reclamado en el Amparo. Op CIL 132-
3 

Garcla, Gabino Eduardo Derecho Procesal Administrativo MéXICO. 
enas Editor y Distribuidor, 1· Edición. México, 2001 461 P 

91 



En palabras de Emilio Margain Manautou, el recurso administrativo, 

... es todo medio de defensa al alcance de los particulares para impugnar 

ante la administración pública los actos y resoluciones por ella dictados en 

perjuicio de los propios particulares, por v ;olación al ordenamiento aplicado 

o falta de aplicación de la disposición debida .,,13o 

Gabino Fraga también contribuye a definir el recurso administrativo, 

sosteniendo que " ... constituye un medio legal de que dispone el particular, 

afectado en sus derechos o intereses por un acto administrativo 

determinado, para obtener en los términos legales de la autoridad 

adr,-linistrativa L.tla revisión del propio acto, a fin de que dicha autoridad lo 

revoque, lo anule o lo reforme en caso de encontrar comprobada la 

ilegalidad o la inoportunidad del mismo ,,131 

Al respecto, en el Código Fiscal de la Federación es optativo 

interponer el recurso administrativo o promover directamente el juicio 

contencioso administrativo ante el tribunal referido, tal y como lo establece 

el artIculo 1?5 del multicitado Código:"EI interesado podrá optar por 

impugnar un acto a través del recurso de revocación o promover, 

directamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa. Deberá impugnar la misma via elegida si pretende 

impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuente de 

otro; en el caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas 

en recursos administrativos, el contribuyente podrá impugnar dicho acto, 

poruna sola vez a través de la misma via.,,132 

Ahora bien, el juicio contencioso administrativo a que hace referencia 

el Código Fiscal de la Federación , doctrinalmente lo define Manuel Lucero 

como" ... un medio de control jurisdiccional de los actos de la Administración 

Pública, puesto que representa una instancia por medio de la cual los 

'JO Margáin Manautou, Emilio Introducción al Estudio del Derecho Tribu/afio Me)(icano. 
Editorial Universidad Nacional Autónoma de San Luis Potosi 8" Ed ic ión México , 1985 . 
463 P 
'JI Fraga, Gabino Derecho Administrativo. Editorial Porrua . 40" Edición . México , 2000 
556 p . 
132 Multiagenda Fiscal 2004. Código Fiscal de la Federación . Editorial ISEF . México , 
2004. 163 p. 
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administrados pueden lograr la defensa de sus derechos e intereses, 

cuando se ven afectados por actos administrativos ileg()~es ,,133 Es~e ó~gano 

Jurisdiccional, concluye el mismo autor, se materializa en los tribunales 

creados con facultades exclusi,¡as para resolver las controversias que se 

suscitéin entre la Administración Pública activa FederClI, Estatal o del 

Distrito Federal, según sea el caso, y los particulares, conforme a lo 

dispuesto por los artículos constitucionales 73, fracción XXXIX-H; 116, 

fracción V; y, 122 base primera, fracción V, inciso n). 

Dicho en otras palabras, el juicio contencioso administrativo es un 

control jurisdiccional que se lleva a cabo a través de un órgano 

especializado y autónomo para emitir sus resoluciones en el que los 

gobernados hacen valer sus derechos e intereses violados por actos de la 

administración pública activa; en comparación con elre cu rso administrativo, 

que es un medio legal hecho valer por el gobernado ante la propia 

administración pública activa para que revise, a manera de una segunda 

orJrtunidad, si el acto que se emitió está apegado a derecho o en su caso, 

revocarlo, anularlo o reformarlo si se encuentra alguna irregularidad legal 

en el mismo. 

2.2.1. El recurso de revocación. 

La suspensión en este recurso establecido por el Código Fiscal de la 

Federación, no observa las reglas contenidas en el articulo 124 de la Ley 

de Amparo, más bien se rige con apego a la regla especial prevista por el 

articulo 135 de la Ley referida, que a la letra dice: "Cuando el amparo se 

pida contra el cobro de contribuciones, podrá concederse discrecionalmente 

la suspensión del aqo reclamado, la que surtirá efectos pre'/io depósito de 

la cantidad que se· cobra ante la Tesorería de I~ Federación o la de la 

entidad federativa o municipio que corresponda. El depósito no se exigirá 

1)) Lucero Espinosa, Manuel. Teoría y Práctica del Contencioso Adminis.trativo Federal. 
Editorial Porrúa. 7 a Edición Aumentada. México, 2002. 17 p. 
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cuando se trate del cobro de sumas que excedan de la posibilidad del 

quejoso, según apreciación del juez, o cuando previamente se haya 

constituido la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora, o 

cuando !>e trate de persona distinta del causante obligado directamente al 

pago ; en este último caso, se asegurará el interés fiscal por cualquiera de 

los medios de garantía permitidos por las leyes fiscales aplicables .. '34 

Ello se sustenta en el articulo 144 del Código Fiscal de la Federación 

que sanciona:"No se ejecutarán los actos administrativos cuando se 

garantice el interés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales . Tampoco se 

ejecutará el acto que determine un crédito fiscal hasta que venza el plazo 

de cuarenta y cinco dias siguientes a la fecha en que surta efectos su 

notificación, o de quince dias, tratándose de la determinación de cuotas 

obrero-patronales o de capitales constitutivos al Seguro Social . Si a más 

tard a r al venci m ie nto de los citad os p lazo~) se acred ita la i m p u g nació n que 

se hubiere intentado y se garantiza el interés fiscal satisfaciendo los 

requisitos leqales, se suspenderá el procedimiento administrativo de 

ejecución. Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el 

recurso de revocación o, en su caso, el procedimiento de resolución de 

controversias previsto en un tratado para evitar la doble tributación de los 

que México es parte, el plazo para garantizar el interés fiscal será de cinco 

meses siguientes a partir de la fecha en que se interponga cualquiera de los 

referidos medios de defensa, debiendo el interesado acreditar ante la 

autoridad fiscal que lo interpuso dentro de los cuarenta y cinco días 

siguientes a esa fecha, a fin de suspender el procedimiento administrativo 

de ejecución ..... 135 

Al respecto, existe un beneficio que otorga el Código Fiscal de la 

Federación en comparación con la Ley de Amparo, en el sentido de que si 

el contribuyente promovió en tiempo J forma el recurso de revocación 

tendrá un plazo de cinco meses a partir de la fecha en que haya sido 

1:14 Multiagenda de Amparo 2003. Ley de Amparo. Op. Cit. 44-45 pp 
135 Multiagenda Fiscal 2004 Código Fiscal de la Federación. Op Cil. 173-174 pp 
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presentado el medio de defensa para garantizar el crédito fiscal, tiempo 

suficiente para que se substancie el recurso sin llevar a cabo el 

procedimiento administrativo de ejecución, ya que el artículo 131 del Código 

referido sólo concede tres meses a la autoridad correspondiente para que 

dicte la resolución respectiva o de lo contrario se configura la negativa ficta 

confirmándose el acto impugnado; dando así, el derecho al recurrente de 

esperar la resolución del recurso o promover el juicio contencioso 

administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Sin embargo, hay opiniones que coinciden en la falta de imparcialidad 

con la que d-;be actuar la administración pública activa para revisar la 

lega I id adcon se que emitieron sus propios actos administrativos que 

afectan a los particulares, ello entre otras situaciones, por que la ley carece 

de coacción para obligar a los funcionarios a cumplir con los tiempos y 

formas establecidos legalmente para que el recurso se substancie en todas 

sus etapas, pues se señala que si no se cumplen con las formalidades solo 

se confirma el acto aún y cuando sea ilegal a toda vista. Es por ello, que en 

ocasiones el particular prefiere impugnar el acto administrativo 

directamente a través del juicio contencioso administrativo ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Finalmente, es importante comentar las nuevas reformas al Código 

Fiscal de la Federación sobre la formalidad escrita del recurso y su posible 

modificación, en el sentido de que ahora dicho recurso deberá enviarse por 

medios electrónicos; aclarando, que esta disposición entrará en vigor 

cuando el Sistema de Administración Tributaria establezca qué escritos 

deberán presentarse por medios electrónicos y cuáles en documento 

Impreso, situación que modificarian las formalidades del· recurso de 

revocación, pues si bien el escrito de interposición de este recurso debe 

cubrir los requisitos del artículo 122 del Código referido; es también cierta 

la obligación de satisfacer los requisitos que adicionalmente seilala el 

art:-::·jlo 18 del 'l1ismo ordenamiento, y éste último en su párrafo primero y 

segundo podría exigir que " ... toda promoción dirigida a las autoridades 

95 



fiscales, deberá presentarse mediante documento digital que contenga firma 

electrónica avanzada. Los contribuyentes que exclusiva'mente se dediquen a 

actividades rícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas que no queden 

comprendidos en el tercer párrafo del artículo 31 de este ¡go, n no 

utilizar firma electrónica avanzada. El Servicio de Administración Tributaria, 

mediante reglas de carácter general, podrá determinar las promociones que 

se presentarán mediante documento impreso. Las promociones deberán 

enviarse por los medios electrónicos que autorice el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, a las 

direcciones electrónicas que al efecto apruebe dicho órgano ... 136 

Aunque esta reforma no entrará en vigor hasta que el Sistema de 

Administración Tributaria establezca qué promociones deberán presentarse 

por medios electrónicos y cuáles en documento impreso, egta situación 

sería perjudicial para la gran cantidad de pequeños contribuyentes que aún 

no cuentan con acceso a medios electrónicos y que no sería'1 excluidos por 

la para atender estas obligaciones Incluso, esta nueva disposición 

podría dar lugar a demandar la inconstitucionalidad del proced imiento de 

revocación por pedir más requisitos qúe los solicitados por la de 

Amparo para conceder la suspensión, o de plano recurrir d rectamente el 

juicio contencioso administrativo; de hecho, se ría presumir que los 

medios electrónicos todavía en muchas partes del país no es un artículo o 

herramienta accesible para la totalidad d\3 la población y por lo tanto es 

excluyente, contraponiéndose a los principios constitucionales que 

conforman el juicio de amparo. 

Pese a ello, la idea no se descarta por tener un potencial 

revolucionario' y eficiente, con grandes pasos hacia una mayol 

simplificación administrativa; ¡::ero, esta ambiciosa proyección exige un 

anblisis más detallado para no violentar las garantías de los gobernados 

que por disposición constitucional deben ser iguales para todos 

\36 I em 25-26 pp 
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2.2.2. El juicio contencioso administrativo seguido ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

La suspensión en el procedimiento para resolver los juicios 

planteados ante el tribunal de referencia, en razón de la materia sobre la 

que versa el acto que se impugna, se pueden dividir en dos rubros: a) La 

suspensión en materia administrativa; y, b) La suspensión en materia 

tributaria. 

La suspensión en el juicio contencioso administrativo en materia 

tributaria es similar a la regla especial prevista en el artículo 135 de la Ley 

de Amparo ya transcrita anteriormente, cuyo espíritu se encuentra en la 

fracción VII del artículo 208 bis del Código Fiscal de la Federación, que 

sanciona: "Tratándose de la solicitud de suspensión contra el cobro de 

contribuciones, procederá la suspensión, previo deposito de la cantidad que 

se adeude ante la Tesorería de la Federación o de la Entidad Federativa 

que corresponda. El depósito no se exigirá cuando se trate del cobro de 

sumas que excedan de la posibilidad del actor según apreciación del 

magistrado. o cuando previamente se haya constituido la garantía del 

interés fiscal ante la autoridad exactora, o cuando se trate de persona 

distinta del causante obligado directamente al pago; en este último caso, se 

asegurará el interés fiscal por cualquiera de los medios de garantía 

permitidos por las leyes fiscales aplicables ... " 

De esta forma, el demandante· que solicite la suspensión de la 

ejecución de la rssolución impugnada que determine alguna contribución y 

sus accesorios, deberá realizar previamente el depósito de la cantidad que 

se adeude ante la Tesorería de la Federación o de la entidad federativa que 

corresponda. Sólo se eximirá del citado depósito, en los siguientes casos: 1) 

Cuando se trate del cobro de sumas que excedan de la posibilidad del actor 

según apreciaci?n del magistrado; 11) Cuando previamente se haya 

garantizado el interés fiscal ante la administración pública activa, por 

ejemplo, durante el procedimiento del recurso de revocación; y, 111) Cuando 
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se trate de persona distinta del causante obligado directamente al pago ; en 

este último caso , se asegurará el interés fiscal por cualquiera de los medios 

de garantia permitidos por las leyes fiscales aplicables . 

En relación a la suspensión del acto impugnado en materia 

administrativa, se puede identificar con todo aquello que no verse sobre 

actos que determinen créditos fiscales derivados de contribuciones, de los 

cuales el artículo 208-bis del Código multic itado sanciona que : "Los 

particulares o sus representantes legales que soliciten la suspensión del 

at;to impugnado deberán cumplir con los siguientes requisitos : 1. Se podrá 

solicitar en el escrito de demanda ; 11 . Por escrito presentado en cualquier 

tiempo, hasta que se dicte sentencia; 111 . En el auto que acuerde la solicitud 

de suspensión de la ejecución del acto :mpugnado , se podrá decretar la 

suspensión provisional de la ejecución . Contra el auto que decrete o niegue 

la suspensión provisional no procederá recurso alguno; IV . El magistrado 

instructor , dará cuenta a la Sala para que en. el término máximo de cinco 

días, dicte sentencia interlocutoria que decrete o nie:gue la suspensión 

definitiva ; V . Cuando la ejecución o inejecución del acto impugnado pueda . 
ocasionar perjuicios al interés general se denegará la suspensión solicitada. 

VI. Cuando sea procedente la suspensión o inejecución del acto impugnado, 

pero con ella se pueda ocasionar daños o perjuicios a la otra parte o a 

terceros, se concederá al particular si otorga garantía bastante para reparar 

el daño ~ inuemnizar por los perjuicios que con ello pudieran causar si no 

se obtien.e sentencia favorable en el juic io de nulidad ... ,,137 

Este artículo contempla un esquema procesal para la suspensión 

similar a los lineamientos marcados por los artículos 124 'y 125 de la Ley de 

Amparo; sin embargo , existió la inquietud de su inconstitucionalidad por : a) 

No establecer este procedimiento un recurso similar al de la queja que se 

concede en el juicio de amparo cuando no se otorga la suspensión 

provisional ; o , b) Por que se contemplan plazos más largos para decidir 

13' Ibídem . 209 p. 
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sobre esta medida, que los marcados en la propia ley reglamentaria. Es por 

ello, que la jurisprudencia aclaró esas confusiones con la siguiente tesis: 

"SUSPENSiÓN CONTRA RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA. EL ARTIcULO 208-BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACiÓN QUE LA PREVÉ, NO EXIGE MAYORES REQUISITOS PARA 

CONCEDERLA, QUE LA LEY DE AMPARO.. Del examen comparativo del 

citado precepto con los artículos 124,125 Y 135 de la Ley de Amparo, se 

advierte que los requisitos para otorgar la suspensión del acto impugnado 

en el juicio de nulidad no son mayores que los establecidos para suspender 

el acto reclamado en el juicio de garantías, puesto que ambos 

ordenamientos instituyen condiciones esencialmente iguales, sólo con 

dif~rencias irrelévantes derivadas de la naturaleza jurídica propia de cada 

juicio; así, tanto en uno como en otro, la suspensión debe solicitarse por 

escrito; esta solicitud es oportuna desde la demanda hasta antes de la 

sentencia (en amparo, la ejecutoria, obviamente); en ambos juicios operan 

la suspensión provisional y la definitiva; asimismo, la medida cautelar 

procede cuando, de otorgarse, no cause perjuicio al interés general, 

estableciéndose también,en uno y otro, que si la suspensión puede 

ocasionar daños y perjuicios a alguna de las partes, se exigirá garantía al 

solicitante e,n términos y condiciones que son muy semejantes. No es 

obstáculo para la conclusión mencionada, la circunstancia de que en el 

artículo 208-bis del Código Fiscal de la Federacíón se establezca que la 

d ecis ión sob re la suspe nsió n p rovi s io n al es i rrecu rri b le y de que la Sa la 

debe resolver sobre la definitiva dentro de cinco días como máximo, reglas 

que no coinciden con las de la Ley de Amparo, porque tales pautas no son, 

p ro p i a m e n te , re q u i s ita s par a e o n ce d e r I a s u s p e n s ión . " 138 

13a Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación. /US 2003. 
1er. CD-ROM. Op. Cit. Novena Época. Instancia: Segunda Sala Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVII, Enero de 2003. Tesis: 2a./J. 
154/2002. Página: 722. 
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Pese a lo anterior , todavía no existe jurisprudencia sobre la 

constitucionalidad o no en relación con la fracción V del artículo 208 bis, 

que señala el concepto de "perjuicio al interés general", mismo que no se 

encuentra establecido en el articulo 124 de la Ley Reglamentaria como 

requisito para otorgar la suspensión ; más bien , en este último precepto se 

menciona el perjuicio al interés social o las contravenciones a las 

disposiciones de orden público , las cuales no han sido definidas 

apropiadamerte , causando los conflictos que en su momento ya fueron 

comentados, por lo que se com p I i ca rl a más la s ituación s i el in te rés ge nera I 

manejado por el Código Fiscal Referido se tratara de encuadrar en los 

conceptos marcados por la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo. 

Planteamiento que, se insiste , no ha sido analizado pOI" la Ley o la 

jurisprudencia para que exista una explicación lógica, pero sobre todo , que 

se comprenda la forma en que se debe satisfacer este requisito para lograr 

la suspensión del acto reclamado . 

Finalmente, se debe señalar la necesidad de elaborar un nuevo 

ordenamiento jurídico que regule los juicios que se substancian en el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa , pues como ya quedó 

mencionado, actualmente existen gran cantidad de asuntos que no tienen 

que ver con lo fiscal y más. bien son parte de otra variante de la materia 

administrativa, . motivos suficientes para cuestionar : ¿Porqué el 

ordenamiento procesal que regula estos juicios se debe encontrar en un 

Código de aplicación para cuestiones fiscales? 

2.3. En la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Esta Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de agosto 

de 1994, pero con entrada en vigor el día primero de junio de 1995 , 

establece el procedimiento para interponer el recurso de revisión~ en la 

especie, el articulo 83 sanciona : "Los i·nteresados afectados por los actos y 

las resoluciones administrativas que pongan fin al procedimiento 
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administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente podrán interponer 

el recurso de revisión o, cuando proceda, intentar la vía jurisdiccional que 

corresponda . .. ,,139 

Se debe mencionar que el procedimiento del recurso de revisión no 

tiene relación con el recurso de revocación señalado en el Código Fiscal de 

la Federación, ya que la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

excluye , en su artículo primero, a los actos de " ... Ia materia fiscal 

tratándose de las contribuciones y los accesorios que deriven directamente 

en ¡;¡quello~.,,14o 

Ahora bien, lo sobresaliente de este recurso, en comparación con el 

de revocación e incluso con el juicio contencioso administrativo , ambos 

señalados en el Código Fiscal de la Federación, es que se obliga en su 

articulo 87 a la autoridad correspondiente para que se pronuncie con 

respecto a la solicitud de la suspensión de la ejecución del acto impugnado 

dentro del térm ino de ci nco días sig uientes a su inte (pos ición , pues e n caso 

contrario, se entenderá por otorgada la suspensión . 

Con esta situación se presiona a la autoridad para que resuelva este 

tipo de peticiones y aunque jurídicamente no ex iste una sanción para el 

funcionar io que permita se configure la "afirmativa ficta " en materia de 

suspensión dentro del recurso de revisión, politicamente se ve obligado a 

cumplir con estricto apego a esta disposición; pUesto que, de concederse la 

suspensión solicitada por imputaciones al retraso de la autoridad para 

pronunciarse al respecto y si la suspensión llegara a producir un perjuicio 

mayor al que se ' pretende proteger, entonces, el funcionario que tiene a 

cargo esta tarea sería el responsable directo de los daños ocasionados con 

la suspensión otorgada. Fórmula que se antoja sea trasladada a los 

procedimientos de los recursos administrativos y juicios contenciosos 

139 Citado por Acosta Romero, Miguel, Mariano Herrán Salvatti y F ranciscu J . Venegas 
Huerta . Ley Federal de Procedimiento Administrativo y Ley de Procedim iento 
Administrativo del Distrito Federal, comentadas, Doctrina , Legisla c ión y Jurisprudencia . 
~. Cit . 399 p . . 
1 Ibidem .267 -268 pp . 
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administrativos que carecen de ella para incentivar una pronta aplicación de 

la ley al caso particular. 

En relación con los requisitos que se deben cumplir para que se 

conceda la suspensión de la ejecución del acto impugnado durante la 

substanciación del recurso de revisión el articulo 87 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo exige que : "1. Lo solicite expresamente el 

recurrente; 11. Sea procedente el recurso ; 111. No se siga perjuicio al interés 

social o se contravengan disposiciones de orden público; IV. No se 

ocasionen daños o perjuicios , a terceros, a menos que se· garanticen éstos 

para el caso de no obtener resolución favorable; y, V. Tratándose de 

multas, el recurrente garantice el crédito fiscal en cualquiera de las formas 

previstas en el Código Fiscal de la Federación . La aU.toridad deberá 

acordar, en su caso, la suspensión o la denegación de la suspensión dentro 

de los cinco días siguientes . a . su interposición, en cuyo defecto se 

entenderá otorgada la suspensión.,,141 

Este procedimiento fue cuestionado en el sentido de que se presumía 

que imponía mayores requisitos que los establecidos por la Ley de Amparo, 

incluso hubo jurisprudencia formada por los Tribunales Colegiados de 

Circuito: "RECURSO DE REVISiÓN PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO . NO ES NECESARIO AGOTARLO 

PREVIAMENTE AL JUICIO DE GARANTíAS, PORQUE IMPONE MAYORES 

REQUISITOS QUE LA LEY DE AMPARO PARA LA SUSPENSiÓN DEL ACTO 

RECLAMADO. El artículo 87 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, establece la posibilidad de suspender la ejecución del acto 

impugnado a través del recurso de revisión que prevé tal ordenamiento 

legal ; sin embargo, al establecer como requisito para la suspensión del acto 

impugnado la procedencia del recurso, exige mayores requisitos de los 

consignados por la Ley de Amparo para tal fin, pues ésta no condiciona el 

otorgamiento de la medida cautelar, al hecho de que la demanda sea 

procederrte; motivo por el cual de conformidad con la fracción XV del 

\.\ Ibídem. 399 p. 
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articulo 73 de la Ley de Amparo, previamente al juicio de garantías no es 

necesario agotar el recurso de mérito.,,142 

Por la importancia del tema, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación puso fi" a la incertidumbre generada por la existencia de criterios 

encontrados en relación a este tópico: "AMPARO INDIRECTO CONTRA 

ACTOS ADMINISTRATIVOS REGIDOS POR LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENl:O ADMINISTRATIVO. RESULTA IMPROCEDENTE SI NO 

SE AGOTA PREVIAMENTE EL RECURSO DE REVISiÓN PHEVISTO EN EL 

ARTíCULO 83 DE DICHA LEY, AL NO EXIGIR ÉSTA MAYORES 

REQUISITOS QUE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA 

SUSPENSiÓN. De conformidad con lo dispuesto por los articulas 107, 

fracción IV, constitucional y 73, fracción XV, de la Ley de Amparo, el juicio 

de garantías en materia administrativa es improcedente cuando la parte 

quejosa no agota, previamente, los medios o recursos ordinarios que 

establezca la ley del acto, por aplicación del principio de definitividad, 

excepto cuando la mencionada ley que ríge el acto exija, para conceder la 

suspensión, mayores requisitos que la Ley de Amparo. En estas 

condiciones, debe decirse que el juicio de amparo indirecto resulta 

improcedente contra los actos administrativos regidos por la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo cuando no se ha agotado, previamente, el 

recurso de revisión previsto en el articulo 83 de la propia ley. Ello es así, 

porque al establecerse en el diverso artículo 87 de la citada ley, la 

posibilidad de suspender la ejecución del acto impugnado a través de dicho 

recurso, no se imponen mayores requisitos para otorgar la suspensión que 

los previstos en la Ley de Amparo, pues la circunstancia de que se 

condicione la medida cautelar a que el recurso sea procedente, no 

constituye un requisito adicional a los señaladbs por el artículo 124 de la 

ley últimamente citada para su concesión, ya que aun cuando en este 

142 Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la I-Jación IUS 2003. 
1er. CD-ROM. Op. Cil. Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente' Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: VIII, Octubre de 1998. Tesis: 1.20.A. J/20. Página 1043. 
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numeral no se exige que la demanda de garantías sea procedente para 

conceder la suspensión, el Juez de Distrito al recibirla está obligado, en 

términos de lo dispuesto en el artículo 145 de la ley de la materia, a atender 

prE:,;;amente a cualquier otra cuestión, a su procedencia y después a la 

medida suspensional, pues de encontrar motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia, deberá desecharla de plano, sin suspender el acto 

reclamado ... 143 

Sin embargo, existen casos específicos en que no es necesario agotar 

este juicio ordinario previo al amparo, en virtud de que existe la disposición 

de que en los actos emitidos por la administración pública activa que son 

susceptibles de recurrirse , se debe hacer mención expresa de los recursos 

que proceden, ya que de no hacerlo así; el gobernado quedaría en estado 

de indefensión por no ser informado sobre los medios de defensa legal de 

los cuales puede hacer uso. Sobre el particular se transcribe la siguiente 

tesis jurisprudencial emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia: "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO ES NECESARIO 

AGOTAR El RECURSO DE REVISiÓN PREVISTO EN El ARTíCULO 83 DE 

LA LEY FEDERAL RELATIVA, ANTES DE ACUDIR Al JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO , SI LA RESPONSABLE NO INFORMA DE DICHO RECURSO AL 

QUEJOSO, EN LOS TÉRMINOS DEL ARTIcULO 30., FRACCiÓN XV, DE 

ESA lEY. Si bien es cierto que esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 2a.lJ. 82/2000 , publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XII, septiembre de 2000 , página 49 , de rubro : "AMPARO INDIRECTO 

CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS REGIDOS POR LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO . RESULTA IMPROCEDENTE SI NO 

SE AGOTA PREVIAMENTE EL RECURSO DE REVISiÓN PREVISTO EN EL 

ARTIcULO 83 DE DICHA LEY , AL NO EXIGIR ÉSTA MAYORES 

143 Poder Judicial de la Federación, Suprema -Corte de Justi.cia de la Nación. IUS 2003 . 
1er. CD-ROM. Op. Cil. Novena - ~poca Instanc ia : Segunda Sala. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Ga ceta . Tomo : XII , Septiembre de 2000 Tesis . 2a.lJ . 
82/2000 . Página 49 . 
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R UISITOS QUE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA 

SUSPENSiÓN,", sostuvo que a lo previsto en el articulo 73, 

fracción XV, de la Ley de Amparo, el juicio de garantías es improcedente en 

contra de I.)s actos administrativos regidos por la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, cua o p amente no se agota el recurso 

de revisión establecido en el artículo 83 de este ordenamiento, también lo 

es que tal im a debe entenderse condicionada él que en el acto 

administrativo se hubiera cumplido con el requisito exigido por el articulo 

30" fracción XV, de la ley últimamente citada, esto es, de mencionar los 

recursos que procedan, lo cual resulta imprescindible para brindar certeza 

jurídica a los afectados acerca del medio (:le impugnación pertinente, sobre 

todo si se toma en cuenta que por virtud del artículo segundo transitorio de 

la propia ley Federal de Procedimiento Administrativo, se derogaron los 

recursos administrativos previstos en las diversas e ales y se 

instituyó, en el mencionado artículo 83, el recurso de revisión como único 

medio de impugnación de los actos administrativos regidos por dicha 

con la finalidad de eliminar situaciones procesales confusas que pudieran 

entorpecer la defensa de los derechos de los gobernados; de lo contrario, 

es decir, de estimar que el juicio de amparo resulta improcedente cua o no 

se agota el medio de defensa ordinario, a pesar de que éste no se haya 

mencionado en el acto administrativo, las di antes señaladas, 

establecidas por el legislador para beneficiar a los afectados por esos 

actos, podrían generarles más problemas y confusión sobre la pertinencia 

de la vía por la multiplicidad de recursos administrativos que existían en las 

diversas especiales, máxime que la mayoría de estas legislaciones no 

hacen remisión alguna a la 'referida ley adjetiva Además, sí el aludido 

requisito del acto administrativo tiene por objeto informar al afectado sobre 

los medios de defensa legal que puede interponer, no seria jurídico declarar 

la improcedencia del juicio motivado por la inobservancia de esa disposición 
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que se estab 

confu ndi rlo." 144 

en neficio del administrado, para su d nsa, y no para 

2.4. En la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal. 

En este ordenamiento publicada en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal el día 21 de diciembre de 1995, se establece el procedimiento para 

el recurso administrativo denominado recurso de inconformidad y aunque es 

muy similar al recurso de revisión instaurado a nivel federal, se puede 

observar que los requisitos para otorgar la suspensión son elaborados con 

cuidado de no ir más requisitos de los establecidos en la de 

Amparo. As! que, el interesado podrá solicitar la suspensión del acto 

administrativo recurrido en cualquier momento, hasta antes de que se 

resuelva la i idad, el supe r jerárquico al resolver sobre la 

suspensión deberá señalar las garantías necesarias para cubrir los daños y 

perjuicios que se pudieran ocasionar con el otorgamiento de la medida 

cautelar; tratándose de multa, el recurrente también deberá garantizar el 

crédito fiscal; no se debe causar perjuicio al interés social, contravenir 

disposiciones de orden público o se d sin materia el procedimiento con el 

otorgamiento de la suspensión; y, la suspensión sólo tendrá como efectos 

que las cosas se mantengan en el estado en que se encuentran, en tanto se 

pronuncia la resolución al recurso. 145 

Al 

tajante ativa 

la inquietud de que en este recurso se observa la 

otorgar la suspensión con efectos restitutorios, princi 

que actualmente ya su o par la jurisprudencia, en casas 

específicos. Sin embargo, es reiterativo el comentario respecto al carente 

1« Poder Judicial de la Federación Suprema Corte de Justicia de la Nación. IUS 2003. 
1er. CD-ROM. Cit. Novena Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario 
Judicial de la y su Gaceta. Tomo: XVI, Julio de 2002. Tesis: 2a./J. 56/2002. 
Página 351. 
145 Citado por Acosta Romero. 
Huerta. Ley Federal de 
Administrativo del Dis/rito Federal, 
Op. Cit. 471-472 pp. 

Mariano Herrán Salvani Francisco J 
Administrativo y de Procedimiento 

comentadas, Doctrina, Legislación y 
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uso de esta vía por los gobernados afectados en su esfera jurídica por la 
• 

emisión de un acto de autoridad, ya que prefieren intentar el juicio ante el 

Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, por la todavía falta 

de confianza en que la administración pública activa pueda revisar sus 

propios actos con imparcialidad y apego a la ley. 
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3. La suspensión del acto reclamado en la Ley del Tribunal
de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, en
materia de construcción y establecimientos. mercantiles.

3.1. La Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal.

A partir de las reformas publicadas en la Gaceta Of icial del Distrito

Federal el diecisiete de agosto del dos mil , el legislativo local ha tenido

inte rés en dar una participación espec ia l a la sociedad en los ju ic ios que se

substancian ante el Tr ibunal de lo Contencioso Adrn in istrat ivo del Distrito

Federal , ya sea a través de consultas ciudadanas que son obl igatorias

cuando e l actor solic ita la suspensión en el ju icio contenc ioso adm in istrativo

de acuerdo al artícu lo 58 y59 de la Ley del Tribunal en comento; o, de los

llamados comités vecinales que con fundamento en el artículo 33 de la

c itada Ley , tienen invariablemente el carácter de terceros perjud icados en

los j ui ci os que versan sobre las materias de uso de sue lo , re lacionado con

la construcc ión y giros mercant iles . Po r lo que es importante , ll eva r a cabo

un análisis y formar una opinión sustentada respecto a esta part ic ipación

que el legislativo del Distrito Federal ha concedido a la sociedad en un

juic io contencioso administrativo, que tiene como objet ivo princ ipal, a través

de un estudio jurisdiccional , determinar si un acto específico de la

administración pública activa cumple con la normatividad que lo regula y se

encuentra debidamente motivado y fundamentado .

La naturaleza juríd ica de la consulta ciudadana y el com ité vecinal

que inf luyen actualmente en los j uic ios que se sustanc ian en el Tribuna l de

lo Contencioso Adm in istrativo , se encuentra en la Ley de Partic ipación

Ciudadana del Distrito Federal ; misma que tiene por objeto , fomentar,

promover, regular y establecer los instrumentos que permitan la

organización y funcionamiento de la participac ión c iudadana y su relac ión

con los órganos de gobierno de la Ciudad de México. 146

146 Ley de Part!c ipaci6n Ciudadana de l Distrito Federa l. Publ icada en la Gaceta Ofic ia l
de, Liistr ito Federa l el dla .21 de dic iembre de 1998 . Art iculo ·1° .
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3.1.1. Consulta vecinal.

Uno de los instrumentos de la part icipación ciudadana es la consulta

vecinal, . mejor conocida en la Ley del Tribunal de lo Contencioso

Adm inistrativo del Distrito Federal como consulta ciudadana , por medio de

ésta, los vecinos de las demarcaciones territoriales podrán emitir opiniones

y formular propuestas de solución a problemas colectivos del lugar donde

residan. La convocatoria y organ ización de esta consulta corresponderá a

los titulares de las dependencias , órganos polít ico adm in istrativos de las

demarcaciones territoriales y órganos desconcentrados de la administración

pública del Distrito Federal ; en la convocatoria se expresará el objeto de la

consulta, así como la fecha y el lugar de su realización por lo menos siete

días naturales antes de la fecha establecida . La convocatoria impresa se

. colocará en lugares de mayor afluencia y se difund irá a través de los

medios masivos de comunicación. Las formas en que podrá real izarse la

consulta vecinal es de manera directa, por ' medio de encuestas y otros

medios; el · procedimiento se hará del conocimiento público . Las

conclusiones de la consulta se difundirán en el ámbito en que haya sido

realizada la misma, sus resultados no tendrán carácter v incu latorio y serán

elementos de ju icio para el ejercicio de las funciones del convo cante .V"

Visto desde esta perspectiva legal, . Ia consulta vecinal o ciudadana

tiene finalidades eminentemente de carácter político-admin istrativo , pero

nunca de influencia en un juici.o y menos sobre el otorgam iento de la

suspensión que marca la Ley del Tr ibuna l de lo Contencioso Adm in istrativo

del Distrito Federal para que no se ejecute el acto de autoridad que se

controvierte hasta en tanto no se resuelva el fondo del juic io .

En la práctica, la consulta vecinal era utilizada por los comités para

conocer la opinión de los vec inos sobre un establec im iento mercant i l o la

147 Ibidem . ArÚculos 45 ,47 Y 48 .
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realización de una construcción; sin embargo, la inoperancia de este

instrumento de participación ciudadana fue rápidamente percibida por dos

motivos sustanciales : a) El embarazoso procedimiento de convocar y

organizar la consulta ciudadana le corresponde , por ley , a la administración

pública activa , la cual carece de disposición para realizarla ; y b) Los

vecinos del lugar , no desarrollan la participación politica necesaria para

opinar sobre una situación específica a través de esta consulta.

Independientemente de ello, las concultas vecinales realizadas para

conocer la opinión de los vecinos de la zona respecto de un establecimiento

mercantil o la realización de una construcción, eran en todo caso, con el fin

de fundamentar la acción de la administración pública activa para que ésta

instaurara un procedimiento de visita de verificación 'que constate el

cumplimiento de la ley para realizar dicha construcción o el legal

funcionamiento del comercio 148 ; últimamente, solo es necesario presentar

una denuncia ciudadana que por lo genera¡" el comité vecinal tiene

monopolizada esta actividad .149

El procedimiento descrito es. una forma de dar la fundamentación y

motivación de ley para que , en este caso, la delegación política a través de

su oficina correspondiente instaure la visita de verificación con el objeto de

constatar que el establecim iento mercantil cumple con. las disposiciones que

rigen su legal funcionamiento , o que la construcción se realiza con apego a

148 El anterior Reglamento de Ver if icac ión Admin istrativa para e l Distrito Federal.
Publicado en la Gaceta Oficial del Distr ito Federal el 26 de enero de 1998 , en su artículo
6 establecía que "las visitas de verificación extraord inarias podrán practicarse en
cualquier tiempo y procederán en los casos siguientes : 1: Cuando exista denuncia
escrita que contenga , por lo menos, el nombre y firma del denunc iante , su domicil io , la
ub icación y la descripción del los hechos que constltuyan las probables omisiones o
lrrequtartdades ." Esto en relación con el artículo .18 de este mismo ' Reglamento que
sanciona : "Toda visita de Ver ificac ión Únicamente podrá ser real izada med iante una
orden es crita de la autoridad competente . Esta orden deberá reunir los requísitos
siJluientes : ... VI. Fundamentación y motivaclón juridicas ." .
14 Es importante mencionar que actualmente ya no es requis ito oficial una denuncia
escr ita para practicar la verificación a estableci.mientos mercantiles o a construcciones
en obra , ello. con fundamento en el articulo 3 .y 7 del nuevo Reglamento de
Ver ificaciones Administrativas para el Distr ito Federal, publicado en la Gaceta Of ic ial
del Distrito Federal el 19 de febrero de 2004 ; sin embargo , las Delegaciones Po líticas
continúan recibiendo las denunc ias c iudadanas para instaurar una ver ificación
administrativa , ind.epend ientemente de la nueva organ izac ión que sanc iona el
Reglamento de vertncac tones arriba c itado .
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la ley . Ahora bien, a partir de que se inicia la substanciación de este

procedimiento administrativo 150,que se regula por la Ley de Procedimiento

Administrativo del Distrito Federal y el Reglamento de Verificación

Administrativa para el Distrito Federal, la ciudadanía y concretamente el

comité vecinal, ya no es parte en el mismo y la autoridad administrativa que

lleva el procedimiento determinará si el comercio o la realización de la

construcción satisface las disposiciones que tienen la obligación de cumplir

de acuerdo a la ley, y se insiste, todo ello sin la intervención de la

sociedad.

En otras palabras, la participación de los vecinos para manifestar su

opinión en relación a una cuestión específica, como es -el ejemplo que se

maneja de un comercio o la realización de una obra y con ello dar los

motivos suficientes, jurldlcamente hablando , para que la admin istración

pública activa instaure un procedimiento de verificación; una vez logrado

este objetivo, la participación vecinal . no tiene ninguna intervención en el

procedimiento administrativo arriba mencionado. Lo sarcástico de esto, es

que si durante un procedimiento administrativo de este tipo no tienen

participación los vecinos de la zona, tomo lo pudiera ser el coadyuvar con

pruebas fehacientes para comprobar el daño que se ocasiona con la

operación de un establecimiento mercantil o la realización de una

construcción , por ejemplo; entonces, porqué darle tal importancia a los

vecinos a través los comités vecinales y de las consultas ciudadanas en un

proceso en donde la juzgadora no se pronuncia especificamente si el

establecimiento mercantil o la realización. de la construcción está apegada a

150 Se entenderá por Procedimiento Administrativo: "ConjuntO de trámites y formalidades
j ur ldicas que preceden a todo acto administrativo , corno su antecedente y fundamento ,
los cuales son necesarios para su pertecctonam tento , cond ic ionan su val idez y
persiguen un interés general " . "Ac to Administrativo : Declaración un ilateral de voluntad,
externa , concreta y ejecutiva , emanada de la Administrac ión Pública del Distrito Federal ,
en el ejercic io de las facultades que le son confer idas por los ordenamientos j ur ídl cos ,
que t iene por objeto crea r , transm it ir , mod if icar, reconocer o ext ingu ir una situac ión
juridica concreta, cuya finalidad es la sat isfacci6ndel. interés gene ral. " Articulo 2 de la
Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, ad ic ionada y reformada por el
Decreto publicado en la Gaceta Ofic ial del Distrito Federal de fecha 29 de enero del
2004 . .
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derecho y cumple con los requ isitos para que se otorguen las

autorizaciones correspondientes, tarea originaria de la adm in istración

activa , más bien la litis del juicio es determinar la legalidad o ilegalidad del

acto de la administración pública act iva que supuestamente está afectando

al propietario del establecimiento o de la construcción, motivo por el cual se

instauró el juicio contencioso administrativo .

Estos hechos sustentan la lnop erancla de la consulta ciudadana o

vecinal en un procedimientQ de suspensión del acto que se reclama en el

ju ic io contenc ioso admin istrativo; en pr imer lugar, porque lo consulta es un

instrumento de participación ciudadana carente de efectividad por la falta

de voluntad politica de la administración pública act iva y de la prop ia

sociedad ; en segundo, existe una inaplicabilidad de la consulta ciudadana

al procedimiento de suspensión en el juicio contencioso adm inistrativo , por

la forma en oua juridicamente está organizada en la citada Ley de

. Participación Ciudadana; y, en tercer . lugar, porque la consulta tiene

f inalidades polít icas rad icalmente d istint~s a las manejadas en un ju ic io . Es

por ello, que la realizac ión de una consulta ciudadana se considera como un

requisito exagerado para otorgar la . suspensión en los juic ios que se

substancian ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis trat ivo del Diatr itc

Federal y, por ende, sobrepasa la intenc ión de la insti tuci ón de la

suspens ión que se consagra en el art ículo 107 fracción X de la Const itución

Polít ica de los Estados Unidos y más precisamente , en la Ley de Amparo.

3.1.2. Comité, vecinal.

La Ley de Participación Ciudadana del Distr ito Federal lo

conceptualiza como " ... un órgano de representac ión ciudadana que tiene

como func ión pr incipal relac iona r a los habitantes de l entorno en que hayan

sido electos con los órganos político administrativos de las demarcaciones

terr ito r ta re s para la supervisión , evaluac i ón . y gest ión de las demandas

ciudadanas en temas relativos a servicios públicos , mod if icac iones al uso

de suelo , aprovechamiento de la vía pública , verificación . de giros
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mercantiles , en el ámbito y competencia de los órganos político

administrativos de las demarcaciones territoriales ." 151

Este órgano de representación ciudadana tendrá las siguientes

funciones : "1. Representar los intereses de los vecinos de su colonia; 11.

Conocer , integrar, analizar y gestionar las demandas y las propuestas que

les presenten los ciudadanos de su colonia, barrio, pueblo o unidad

habitacional ; 111. Conocer y dar a conocer a los habitantes de su área de

actuación , las acciones de gobierno que sean de interés general para la

comunidad ; IV. Dar seguimiento a las propuestas y demandas que formulen

los vecinos de GU colonia, barrio , pueblo o unidad habitacional ante el

órgano político administrativo de la demarcación terr itorial ; V . Convocar a la

comunidad para coadyuvar en el desarrollo y ejecución de obras, servicios o

actividades de interés para la colonia , barrio , pueblo o un idadhabitacional ;

VI. Participar, en su nivel de actuación , en la elaboración de un diagnóst ico

de la colonia, barrio, pueblo o unidad habitacional , para que puedan ser

tomados en cuenta en la elaboración del presupuesto del órgano político

administrativo de la demarcación territorial; VII. Desarrollar acciones de

información, éapacitación y educación cívica que se consideren

convenientes a fin de forta lecer su papel como instancia de representación

vecinal; VIII . Ser un vínculo entre los habitantes y los órganos político

administrativos de las demarcaciones territoriales ; IX . Promover la

organización, participación y la colaboración ciudadana en su entorno ; X.

Organizar estud ios e investigaciones sociales y foros sobre los temas y

problemas de mayor interés para la comunidad a la que representan ; XI.

Desarrollar acciones de información, capacitación y educación tendientes a

promover la participación ciudadana ; XII. Promover y fomentar la

organización democrática e incluyente de los comités de trabajo que ,

dependiendo de las características del territorio formen los vecinos de su

demarcación territorial ; XIII. Conocer y emitir opin ión sobre los programas

151 Ley de Partic ipac ión Ciudadana de l Distr ito Federa l. Op . Cil. Ar ticu lo 80 .
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de trabajo y servicios públicos ; y XIV . Las demás que ésta y otras leyes les

otorguen. "152

Incluso , " ...de acuerdo con el PRO , estos comités reforzarían una

estructura que no existía , pero que daría peso a una representación de su

comunidad porque contenían atribuciones con elementos importantes, por

ejemplo: la posibilidad de representar los intereses de sus vecinos para

acudir a los tribunales representando los intereses de la comunidad , sin

necesidad de un notario' público para convertirlo en una asociación civil, con

un reconocimiento implícito de su representativ idad ."153.
Aunque esta ley tamb ién concede ciertos derechos al ciudadano de

manera individual , su objetivo principal es concentrar la organ ización

política de la ciudad en estos comités vecinales los cuales realizarían

varias funciones , entre otras , la de interven ir en los procesos

jurisd iccionales administrativos; sin embargo, dicho objetivo se ha quedado

en una mera pretensión , pues sólo basta analizar su forma de integración y

elección para sustentar que se han estancado en su tarea política ; y

consecuentemente sus funciones asignadas han 'fracasado , incluyendo la de

intervenir como parte en un juici o en representación de la sociedad tal y

como se le concede en la Ley del Tribunal de lo Contenc ioso Administrat ivo

del Distrito Federal.

Los comités vecinales se eligen en cada colonia , pueb lo o barrio ; su

campo de acción territorial se delimita y determina por el Inst ituto Electoral

de l Distr ito Federal en los términos que establece la ' Iey de la materia . Su

elección se lleva .a cabo por medio del voto universal, libre, secreto y

directo de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral y que cuenten con

credenc ial de elector, exped ida por lo menos 60 días antes de la elección.

Esta elección se . lleva a cabo con planillas integradas por el total de

candidatos que determine el lnst ituto Electo ral de l- Distr ito Federa l ; aSI que ,

152 Ibi dem . Articu lo 98 .
153 Mellado Hernández , Roberto . Participación Ciudadana tns ütucioriet tzeoe y
Gobernabilidad en la Ciudad de México . Plaza y Valdés Ed itores . 18 Edic ión . México .
2001 .116p.
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el Instituto Electoral es el responsable de . organ izar las e lecc iones

vec inales con base en la ley de la mater ia y lo señalado por la Ley de

Partic ipación Ciudadana del Distrito Federa l. ' 54

Electoralmente hablando , el proceso de elecc ión de los com ités

vecinales no tiene problemas , pues el Instituto Electoral del Distrito Federal

cuenta con la experiencia y capacidad de organización necesaria ; sin

embargo, los resultados de las elecciones de los comités vecinales nos

muestran la amarga realidad : "El 4 de julio de 1999 fue la elección de
. .

dichas instancias y los resultados no ·fueron satisfactorios por que

realmente ganó la apatía y el abstencionismo desde el registro mismo de

las planillas. En un principio, según el Instituto Electoral del Distrito

Federal, en 39 un idades terr itoriales no sehabia registrado la plan illa. En

190 casos únicamente se reg istró una fórmula por lo que en estos se

ganaría con un .so lo sufragio . En 414 hubo dos, en 343 hubo tres y en 366

se podría elegir entre 4 y 9. As í, el promedio de planíllas registradas fue de

2.8% por unidad territorial .. .el Instituto Electoral del Distrito Federal informó

que de las 5,598 solicitudes de registro , sólo el 64% cumplieron con los

requ isitos que establece la Ley de la materia . Así , en 53 unidades

territoriales de 7 delegaciones (GustavoA. Madero, Miguel Hidalgo . Alvaro

Obregón , Iztapalapa , Coyoacan . Xochimilco y . Tlalpan) . no se registró

ninguna planilla. por lo que no hubo comicios en .e sto s lugares .. .el IEDF

declaró que " la votac ión total fue de 51'2 ,346 med iante los cua les se

eligieron 1352 comités de entre 3791 planillas. Del total , esto representa el

9.3% de , votación y 90.7% de abstencionismo, lo cual nuevamente

demostraba que esta figura (el Comité Vecinal) promovida por la oposición,

no resolvia . .los . enormes problemas de participación y representación

ciudadana ."155

El proyecto político que se apostó en los comités vecinales se agravó

aún más con los resultados que arrojaron las actividades de éstos órganos

154 Ley de Part icipación Ciudadana del Distrito Federal. Op . Cit. Articulos 85 -97 .
155 Mellado Hernández , Roberto . Participación Ciudadana Institucionalizada y
Gof.,~rnabilidad en la Ciudad de Méx ico . Op. Cit. 112-113 . .
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de representación , ya que" .. .para fines del año 2000, a más de un año de

estar en funciones los comités , éstos se encuentran . 'atomizados',

'mermados' y 'divididos ' según han coincidido diversos anal istas políticos,

ya que en la . mayoría de los casos, su trabajo de gestión , supervisión y

evaluación ante las autor idades de legacionales no dieron los resultados

esperados por los Diputados del Distrito Federal , además de que la

aslqnaclón de presupuesto ha .despertado diversos intereses por parte de

sus integrantes .'o156

La tarea política del com ité vecinal, es decir, supervisar las acciones

sociales del gobierno, representar los intereses de los vec inos y relacionar

a los habitantes del entorno con los órganos político adm in istrativo, no se

desarrolló como se había proyectado en la Ley de Participación Ciudadana

y en la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito

Federal, parla sencilla razón de que si esta forma de organ ización polít ica,

que fue creada para la sociedad , no tuvo el · impulso de su elemento

principal que es la propia soc iedad ; entonces , ~esde un pr inc ip io la

organización e integración de los comités vecinales es efímera, y por ende ,

la proyecc ión que. existe en ' torno a los comités está destinada a fracasar .

Hecho que se puede palpar , con las act ividades que actua lmente rea liza

este órgano de .representación ciudadana en la Ley del Tribunal de lo

Contencioso Administrativo referido .

Pese a ello , el treinta y uno de dic iembre del dos mil tres , se publicó

una reforma a la Ley de Párticipación Ciudadana en cita , en el sent ido de

establecer las reglas para· la nueva elección de los comités vecinales,

subrayando que estas reformas sólo f ijan nuevas fechas pa ra llevar a cabo

las próximas elecciones vecinales 157, sin toma r con ser iedad. la problemát ica

qu e sentó precedentes negat ivos para esta forma de organ izac ión polít íca

156 Ib idem . 115 p.
157 Decreto por el que se reforman y ad ic ionan diversas disposic iones de la Ley de
Partic ipac ión C iudadana del Distr ito Fed era l . Pub l icado en la Gaceta Ofic ia l de l Distr ito
Fede ra l, e l 3 1 de Dic iembre de 2003 . Aru cul o Tercero Trans ito r io . "La pr imera Elecc ión
de Com ités Vecina les en los térm inos de ·esta re forma, se ll evará a cabo e l pr imer
dom ingo de a.gosto de l ano 2004 ".
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de la sociedad; hecho grave , pues la experiencia que ha de jado este tipo de

ejercicios tiene una fuerte tendencia a repet irse con el mismo

abstencionismo que se manifestó en las elecciones de comités vecinales de

mil novecientos noventa y nueve referidas con anterioridad . En

consecuencia, sus funciones encomendadas en la Ley de Participación

Ciudadana y la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ambas del

Distrito Federal, correrán con la misma suerte .

De hecho, aún no se real izan ' estas elecciones .y ya existe una

controversia polít ica :" ... al respecto , el Comité Directivo del PRI en el

Distrito Federal manifestó su oposición a la realización de una elección

vec inal , porque el PRO pretende utilizar estos com icios para conformar su
. .

brazo electoral con miras a la elección presidencía L.. (Los coordinadores del

PRI , PVEM y del PAN) anunciaron que presentaran un punto de acuerdo

para citar a comparecer al Director General de . Partic ipación Ciudadana ,

Eduardo Cervantes , quien deberá . explicar los . mot ivos por los que la

propaganda -para llamar a elecciones vecinales usa co lores y logoti pos del

PRD .,, ·158

Cabe hacer mención que debído a la actual .desorganización

presupuestal de la Asamblea l.eq lstatlva del Gobiernodel ·D istr ito Federal

en este tópico ; así como los ': escándalos· pollticos y de corrupción

protagonizados por - algunos asambleístas , la .elección de los comités

vecinales ya no se llevará a cabo el primer domingo de agosto del dos míl
. .

cuat ro , sino hasta .e l· último domingo de abril del dos mil cinco .159.

158 Rodea , Felipe . " Se unen del PRI ; PANy·PVEM contra elecciones vecin ales. " en El Sol
de Méx ico. México , dos de marzo del 2004 , p.3, sección "A" . Lo que esta entre
~aréntesis es mio . . . .
59 Nueva Ley de Partic ipación Ciudadana .de l Distrito Federal. Publicada en la Gaceta

Ofic ial del Distrito Federal el 17 de mayo de 2004. Trans itor ios " ... ARTICULO CUARTO.~

Li¡I pr imera elecc ión de Com ités Ciudadanos a que se ref iere la prese nte Ley se reali zara
el últ imo dom ingo de abri l de l año 2005, apl ic ándose en lo conducente los plazos y
proced imientos a que se refiere esta Ley. "
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3.2. Un antecedente sobre la intervención de la sociedad en los
procesos jurisdiccionales .

Las consultas ciudadanas, los com ités vecinales o el término a través

del cual se permite legalmente a la sociedad no sólo part ic ipar , sino influ ir

determinantemente en un proceso tuya litis radica en la legalidad o no de

un acto de autoridad , ya se había intentado introducir, pero no en la Ley del

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Dlstr lto Federa l , si no en la

propia Constitución Federal de 1857 y más precisamente , en la naciente

insti tución del ju icio de amparo .

El maestro Ignacio Burgoa y Héctor Fix-Zamudio , sostienen que la

existencia actual del juicio de amparo es , en gran parte , gracias a la

omisión que se hizo en el texto const ituclonal de 1857 sobre las facu ltades

que se otorgaban a la sociedad para intervenir en el ju ic io de garantías .

Al respecto el maestro Ignac io Burgoa, con .apoyo en documentos de

Isidro Montiel y Duarte , comenta : "No debemos dejar inadvert ido un cu rioso

e importante incidente , que suele calificarse como 'fraude parlamentar io' y

que se atribuyó ' al diputado constituyente Don León Guzmán. Ese incidente

al Que brevemente nos vamos a refe rir, tuvo · enorme trascendenc ia de

salvar al juicio de amparo , consolidándolo dentro de la ' vida jurídica de

México y evitando su estruendosó fracaso. Hemos dicho que el Congreso, al

aprobar el artículo 102 del proyecto constitucional , dio intervenci ón a un

jurado compuesto de vecinos del distrito eri que se promueva el juicio (el

amparo) , para calificar el hecho (acto reclamado) de la manera que

disponga la Ley Orgánica , antes de que los Tribunales de la Federación

resolvieran la controversia que se suscitare por leyes o actos de cualquier

autor idad federal que vulneren las garantías ind iv idua les , por leyes o-actos

de autoridad de éstos que invadan la autoridad federal (Art. 100. 101 Y 102

del Proyecto) . En los debates en torno al citado artículo 102 tomaron parte

acampo , Lazo , Estrada , Jaques , Arriaga y Guzmán , sin que ninguno de

ellos objetara la injerencia de un jurado en la substanciación del juicio de

118



amparo , toda vez que la discusión versó ún icamente sobre .Ia indole de

dicho cuerpo, habiéndose aprobado tal precepto por 56 votos contra 14.

Ahora bien. concluidas las jornadas . parlamentarias, el Congreso

const ituyente -iornbró una Comis ión de estilo integrada por los d iputados

Melchor Ocampo, -Joaqu ln Ru iz y León GUzmán , hab iendo sido este último

el único que cumplió el comet ido, ya que los dos pr imeros renunciaron al

cargo que les fue conferido . La minuta definitiva de la Constitución de 1857

supr imió e l jurado como órgano que , de acuerdo con los designios de la

asamblea , debía interven ir en el ju ic io de amparo , otorgando la competencia

respectiva sólo a los Tribunales de la Federación .,,16o

Así que , el texto ' integro del artículo 102 del proyecto autorizado no

fue el mismo que aprobó el Congreso como el autógrafo de la Constitución

Federal de 1857 ; de hecho , en él relato . final de este antecedente , el

maestro Burgoa Orihuela señala que la minuta · elaborada de manera

alterada discrecionalmente por León Guzmán fue leída en voz alta y
. ' .

cotejada s imultáneamente con el texto original en sesión del Congreso

Constituyente y nad ie se percató de las omisiones menc ionadas , firmando

los ahí presentes en el autógrafo de la Constltución para después jurarla ,

tal y como se . conoce en su versión publicada . "Posteriormente alguien se

percató de dicha mod if icación y qu iso ímputar a León Guzmán los del itos de

traic ión y fraude "partamentario . sin proceder ninguno de los dos , ni mucho

menos intentar modificar la Const itución Federal de 1857 para regresar al

texto original del Proyecto que , como ya se d ijo ; permitía la injerencia de un

jurado compuesto por integrantes de la sociedad, en el juicio de arnparo.P'

Nadie sabe con exactitud cuáles fueron los motivos que impulsaron a

este personaje para mod ificar un texto const itucional ya aprobado por e l

160 Burgoa Or ihuela , Ignacio. El Juicio de Amparo. Op. Cito 127 p. Lo que está entre
~aréntesis es mio . . .
61 Ib idem . 128-129 pp.
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Congreso; pero lo cierto, es que por esa hazaña León Guzmán .. .. .ha sido

ca lificado, por haber eliminado al jurado , como salvador del amparo ."162

Después de este relato , la explicación del equivoco papel que se

pretendía dar a la sociedad con su partic ipación en el ju icio de amparo, la

expone el Maestro Ignacio Burgoa de la siguiente manera: "Lo cierto es que

León Guzmán , con o sin la' conformidad del Constituyente , al haber

supr imido del texto definitivo del artículo 102 la injerencia de un jurado en

el co-ioctrnlento del amparo, aseguró la supervivencia de esta institución en

la vida jurídica de México, pues de haberse conservado a dicho cuerpo,

independientemente de su composición, dentro de su mecan ismo procesal ,

se habría cometido una grave aberración que con el tiempo pudo originar el

fracaso del citado juic io . No es admisible en efecto , que cuestiones

netamente jurídicas , como las que se relacionan con la const itucionalidad

de una ley o de un acto de autoridad, sean susceptibles de estudiarse y

decid irse por un jurado integrado por personas desconocedoras del Derecho

y que la mayoría de las veces canalicen sus decis iones por cauces de un

subjetivismo sentimental o emocional. Sólo la euforia exageradamente

admirativa por el jurado popular que se apoderó de la mente colectiva del

Congreso , puede explicar, pero nunca justificar , su in t romisi ón en el campo ,

como el jurídico-constitucional. que le está por esencia vedado. Jamás han

sido los sentimientos de un pueblo los medios adecuados para resolver

puntos de derecho . Posiblemente esta idea impelió a León Guzmán a alterar

un precepto que, de haber permanecido sin la substancial mod if icación que

int roduj o a su texto original aprobado, habría sign ificado la tumba

prefabricada de nuestro juicio de amparo ."163

El sólo proyectar a esta insti tuci ón con la condic ionante de que la

sociedad pudiera tener la ' facultad de interven ir la misma ; perm ite

razonadamente conclu ir, como lo hizo el maestro Burgoa Orihuela , que el

162 Ga x iola . Jorge .. León Guzmán y la Constituc ió n de 1857. El Foro , Mé x ico , núms . 15 ­
17 , enero-junio de 1957 , pp . 5-19 . Citado por Fix-Zamud io , Héctor . Ensayos sobre el
Derecho de Amparo. Op . Cit . 495 p.
163 Burgoa Or ihue la , Ignacio : El Juic io de Ampa ro . Op . Cil. 129 p.
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JUICIO de garantías .no existiría . al ' menos 'como la poderosa f igura ju rídica

que ahora se conoce . Poner en manos de la sociedad la determinación de la

legalidad o ilegalidad de un' acto de .autoridad , no es lóg ico s i se toman en

cuenta los amplios conocimientos sobre derecho que se debe tener para

fundamentar y motivar el pronunciamiento jurisdiccional respecto de un acto

de la administración activa, pero sobre todo . cargar con la responsabilidad

de hacer valer el estado de derecho que debe prevalecer en una sociedad

para mantener su gobernabilidad.

3.3. Defic ienc ias de la participación del comité vecinal en los juicios
contencioso administrativos .

. Según el art ículo 33 fracción 11, último párrafo de la Ley del Tribunal

de lo Contencioso" Administrat ivo del Distrito Federal . sar.c iona : "En los

ju ic ios de nulidad que versen sobre la materia de uso de suelo , utilización

de la vía pública y giro ' mercantil , los com ités vec inales tendrán

invariablemente el carácter de terceros perjudicados , por lo que deberán

ser not ificados .dent ro de las veint icuatro horas siguientes a la presentación

del escrito inicial de que se trate, ' respecto a la colon ia, barrio, pueblo o

un idad habitacional que corresponda , a f in de que interpongan los medios

de prueba y de defensa que procedan :"l64.
En opin ión personal , dichas facultades son excesos de l pape l rea l que

tiene el comité vecinal en relación con la ley que lo creó; adicionalmente

dentro de las etapas procesales del juicio contenc ioso admin istrativo la

participación de este órgano no es clara y las lagunas legales al respecto

entorpecen aún más la pronta aplicación de la ley en detr imento del

gobernado que se queja de un acto de la admin istración públ ica activa

carente de legalidad. Ello se sustenta en los puntos que a -cont inuación se

acotan .

164 Le y de Part ic ipac ió n C iuda da na de l Dis tr ito Federa l. Op . C il. Artic u lo '33.
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3.3.1. Incertidumbre en su domicilio oficial para o ir y recibir
toda clase de notificaciones .

Este es el primer problema para el acto r en e l ju ic io donde inte rvi ene

este órgano, ya que ni la Ley del Tribunal de lo Contenc ioso Adm inistrativo

ni la Ley de Participación Ciudadana ambas de l Distr ito Fede ra l i mpone n la
. .

obligación al comit é vec inal de establecer 'un dom icilio oficial para oir y

r-ecibir notificaciones, aún cuando en la práctica deberia de exist ir un lugar

fís ico donde se identifique, puesto que es ull órgano de rep resentación

social ; actualmente el comité vecinal es difícil de local izar , existen cases en
. '. . . . . '. . .

que no hay domi~il,io dónde ' se les localice y . cuando . 10 hay , sólo unas

cuantas personas lo' saben ; en, ocaslones .' tampoco la de legación política

tiene identifiéado el dom ic ilio de l ,comité ' vec inal; y por otro lado,

práct icamente es . nula la info rmación que tlene. el Tr ibunal de lo

, Contencioso Adm in ¡"strat ivo del Distr ito ' Federa l sobre estas cuest iones tan

sirT' ples r~laCIOnaj~'s con losco~ités vecin~ies.16~
En términos ' concretos , cuando el gobern'ado promueve un j u ic io

relacionado con un e~tablecirniento mercantil"o una const rucción 'e n obra y

. obligada'mente se tiene que emplazar a:' co~itéve~inal;el juicio no puede

continuar por la simple razón' de que este Órgano no puede ser localizado

físicamente, hecho que se materializa en retrocesos procesales . que

entorpecen el proceso en detrimento del actor, . estancando con ello una

pronta justicia administrativa en el Distrito Federal a causa de pretender dar

participación a la sociedad en asuntos 'd e estricta apl icación del derecho .

165 Hecho sustentable en el j ui ci o No . A-5692/2001 , rad icado en la Sa la Aux iliar del
Tr ibunal de lo Contencioso Adm in istrat ivo de l Distr ito Federa l , promov ido por Marc ial
Barcenas Hernández en con tra de la Direcc ión Genera l Jur íd ica y de Gob ierno de la
De legac ión GustavoA . Madero y ot ros ,
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3.3.2. Falta de 'ex i genc ia legal para la acreditación de su
personalidad juridica como tercero· perjudicado
en el juicio.

Otra falta grave es , que el juzgador no exige a las personas que dicen

ser integrantes del comité vecinal que acrediten dicho carácter 166
. Al

respecto , la Ley de Part icipación Ciudadana estipu la que : "La autor idad

electoral competente tomará protesta a los integrantes de los comités

vecinales que hayan resultado electos .. . " 167, lógicamente que la autor idad
. .

electoral entregará una constancia .de la formal ización de dicho acto para

legitim~r ante la sociedad a las personas que .conforman el com ité vecinal y

esta. constanc ia es precisamente la que debería solicitar el juzgador a qu ien

se ostente comoi~tegrante o .representante '~'el comité , para evitar la

intrómisión de grupos o personas ajenas con tntereses .part lc ula res en un

juicio contencioso administrativo, . pero sobre todo, .para que el comité

vecinal acred ite supersonaudad y pueda ser parte en . la controversia ; en
. .

caso contrario , se debería de tener po r perdido ese .derecho , ta l y como

sucede en el caso de todas las personas jur ld icas que son representadas

por alguien . que no tiene ' esa ' facu ltad . otorgada .leqalrnente por los
.. .

lnt eqranteaque conforman dicha persona [urld ica . .

3.3.3. Excesos de sus facultades en el [ulc lo.

Por último , y no por el lo ' menos importante , es e l carácter de terceros

.. perjudicados ' que tendrán "invariablemente" los comités vecinales, ya que

este mandato . de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrat ivo

sancionado en el articulo 33, se contraviene con el artículo 34de la misma

Ley, que a ·Ia letra dice : "Solo podrán intervenir en el juicio las personas

166 Hecho sustentable en el ju icio No . A-5643/2001 , rad icado en la Sala ·Auxi l iar del
Tr ibunal de lo ' Contenc ioso Adm in istrat ivo de l Distr ito Federa l , promov ido . por
Farmacéut icos de Amér ica , S.A. de' C.V . ericontra de la Direcc ión Genera l Jur íd ica y de

. Gobierno de la Delegación Gustavo A. Madero y otros. . .
117 Ley de Part icipación. Ciudadana del Distr ito Federa l. 0p. . Cil. Articulo 95 .
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que tengan interés . legítimo en el mismo ... ,,168 Para sustentar esta

aseveración se debe tomar en cuenta que el interés legítimo ya fue definido

en contradicción de tesis por la Segunda Sala de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, en los siguientes términos :

"INT ERÉS LEGITIMO , NOCiÓN DE , PARA LA PROCEDENCIA DEL

JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL

DISTRITO FEDERAL. De acuerdo con los articulas 34 y 72, fracción V , de la

Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativ'o del Distrito Federal , para

la procedencia del juicio adm inistrativo basta con que el acto de autoridad

impugnado afecte la esfera jurídica del actor, para que le asista un interés

legítimo para demandar la nul idad .de ese acto , resultando int rascendente ,

para este propósito , que sea, o no , titular del respectivo derecho subjetivo,

. pues el interés que debe justificar el accionante. 'no es e l re lat ivo a acred itar

su pretensión,sino el que le asiste para iniciar . la acción , En efecto, tales

preceptos- aluden ala procedenc ia o improcedencia de l j ui c io admin istrativo ,

a los presupuestos de admisibilidad de la acción ante el Tribunal de lo

Contencioso' Administrativo ; así , lo que se plantea en dichos preceptos es

una .cuestión de legit imación para ejercer la acción ', mas no el deber del

actor de acreditar el derecho que aiegue que' le as iste , pue s esto último es

una cuestión, que · atañe al fondo del asunto . ,De esta forma resulta

procedente el ju icio que intenten los particulares no só lo contra actos dé la

autoridad administrativa que afecten sus derechos subjetivos (interés

jurídico), sino también y de manera más amplia , frente a vio lac iones que no

lesionen propiamente intereses jur íd icos, ya-que basta una lesión objet iva a

la esfera jurídica de la persona física o mOral derivada de su peculiar

situación que . t lenen en el ' orden juríd ico, de donde se sigue que los

preceptos de la ley anal izada, al requer ir un inter é s . legit imo como

presupuesto de admis ib ilidad de la acc ión éorrespondiente , también

. ..

168 lb idern . Art iculo 34 .
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comprende por mayoría de razón al referido interés j urídi co , a l resu ltar

aquél de mayores alcances que éste ."169

Por lo anteriormente expuesto, se puede sostener que la participación

de l comité . vec inal en un ju icio relacionado con los establecimientos

me-cantlles o las construcciones, que se lleva a cabo ante el Tr ibunal de lo

Contencioso Administrativo del Distrito Federal , n l siqu iera neces ita

comprobar que el acto de autoridad impugnado afecta la esfera jurídica de

cualquiera de los intereses que representa ·y . por el s imple hecho de

ostentarse como comité veci~al ya tiene el derecho. de impo ner los med ios

de prueba y de defensa que procedan , pasando por mucho los límites que

se sancionan en el artículo 34 arriba transcrito . ·o"ich·o en otras palabras, en

los juicios que versen sobre construcciones 'o establecimientos mercantiles
. .

· (uso de suelo) por ejemplo , ·se · tiene que . notificar a este . órgano de
. . .

representación para que forme parte en el j u ici o contenc ioso adm in istrativo ,

aún cuando no afecte a su esfera jurídiCa ; hecho que .retrasa el proceso en

perjuicio del actor.

La Asamblea Legislativa , también le ha dado al comité vecina l algunas

de las facultades que se pretend ían plasmar .en la Const ituc i ón Federal de

1857 y. más específicamente en el incipiente juicio de amparo 170.

.Efectivamente, al poder interponer los medios de prueba y de defensa qué

· proceda aún cuando no acrediten interés legítimo, los refer idos comités

están siendo inmiscuidos en cuestiones jurídicas como las que · se

relacionan con la legalidad o no de un acto de la administración pública

activa ; situación similar en la que se basó el Maestro Ignacio Burgoa 171,

para opinar que las cuestiones jurisdiccionales no deben ser inf luenciad as

por causas de un subjetiv ismo sentimental o. ernoclonal encausadas por la

· participación del comité vecinal , más bien , los juzgadores a través de .Ias

169. Poder Judicia l de la Federación, Suprema cortece Justic ia de la Nación . IUS 2003 .
1° CD-ROM.Op. Cit . Novena Época . Instancia : Segunda Sa la. Fuente : Semanario
Jud icial de la F3deración y su Gaceta . Tomo : XVI , Dic iembre de 2002 . Tes is : 2a.lJ .
142/L002 . Página: 242 . . . . .. ',
170 Antecedente tratado por el maestro Ignaci o Burqoa Orihuela . Supra nota 160 .
171 Ib idem . 129 p. Supra Nota. 163 .
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resoluciones de los juicios contenciosos admin istrativos deberán decid ir una

causa o punto sometido a su jurisdicción , aplicando estr ictame nte las reglas

y disposiciones jurídicas al caso part icular , sin la opin ión parc ial e inje rente

de la sociedad que en términos generales desconoce el derecho.

3.4. Del procedimiento de s u s pe ns lón en el juicio contencioso
administrativo .

La corriente impulsada por las optruones. ya- comentadas en la un idad

dos de esta investigación , de Héctor Fix-Zamudio, Juvent ino V. Castro ,

Genaro Góriqora Pimentel y Jean Claude Tron Petit, ha influido en la

[url sp rude nci a de ' Poder Jud icial Federa l" para desarrollar un criterio

renovador en el inc idente de suspens ión del j u ici o de amparo en mater ia

administrativa para que , en casos específicos , la suspens ión tenga efectos

restitutorios provisionales del acto que se reclama e'n benefic io del quejoso,

hasta en tanto se dicte la sentencia del j ui ci o de amparo !" : la esencia de

esta corriente doctr inal , ya había sido empleada por la Ley del Tribuna l de

lo Contencioso Adm in istrativo del Distrito Fed~ral y aunque su aplicación no

era del todo correcta , empezaba a ser vista con benepl ácito 173;

desafortunadamente con la reforma a esta Ley publ icada en la Gaceta

Ofic ial del Distrito Federal el diec isiete de agosto de dos mil , los

leg isladores locales gene raron compl icaciones que obstruyeron una

eficiente aplicación de la justicia en materia administrat iva en la Ciudad de

Méx ico , sobre todo en el apartado de la suspens ión , ya que se concedió

participación vinculatoria a la sociedad en estos juicios , perjudicando con

172 Jurisprudenc ia por contrad icc ión de tes is bajo el rubro : ' " S USPENSIO N, PARA
RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE , SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQU ISITOS
CONTEN IDOS EN EL ARTICULO ' 124 DE LA LEY DE AMPARO , HACER UNA
APRECIACION DECARACTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL
ACTO RECLAMADO'.." Consultable en Poder Judicial de la Federación , Suprema Corte de
Justic ia de la Nac ión . /US 2003.1° CD-R'OM , Op . Cit. Novena Época. Instanci a : Pleno .
Fuente : Semanario Judicial de la Federac ión y su Gaceta . Tomo : 111 , Abr i l de 1996.
Tesis : P./J . 15/96. Pág ina : 16 . .
173 Góngora Pimentel , Genaro . La Suspensión en Materia Adm in is t ra ti va , -O p . Cil. 175-
184 pp . .
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ello la seguridad jurídica de los gobernados. De hecho, se ha optado y con

una justificación legal sustentada, por recurrir al amparo ind irecto o de

plano abstenerse de solicitar la suspensión del acto administrativo que se

demanda, en el juicio que se lleva a cabo en el tribunal administrativo

referido .

Sobre el particular, la ley en comento. sanciona : Artículo 58 :"La

suspensión de la ejecución de los actos que se impugnan , sólo podrá ser

acordada por el Presidente de la Sala que conozca del asunto , haciéndolo

del conocimiento de las autoridades demandas para su cumplimiento, previa

verificación de la existencia y autenticidad del acto que se impugna y

consulta ciudadana de aquellos vecinos a los que afecte de algún modo la

suspensión . Dicha consulta ciudadana se celebrará de conformidad con los

lineamientos establecidos por el Título Tercero Capítulo IV , de la Ley de

Participación Ciudadana del Distrito Federal , en lo que corresponda .

Artículo 59. La suspensión podrá solicitarla el actor en cualquier etapa del

JUICIO y tendrá por efecto evitar que se ejecute ta resoluc ión impugnada.

Sólo podrá ser concedida por el Presidente de la Sala a petición del

Magistrado Instructor a quien le haya sido solicitada por el actor dentro del

término de veinticuatro horas siguientes a la verificación de la existencia y

autericidad del acto que se impugna y, en su caso, a la consulta ciudadana

a que se refiere el artículo anterior. Previo otorgamiento de la suspensión ,

deberá verificarse que con la misma no se afecten los derechos de terceros

o el interés social. Cuando los actos que se impugnan hubieren sido

ejecutados y afecten a los demandantes impidiéndoles el ejercicio de su

única actividad de subsistencia o el acceso a su dom icilio part icular , el

Presidente de la Sala podrá dictar las medidas cautelares que estime

pertinentes para preservar dicho medio de subsistencia, siempre y cuando

dicha actividad constituya su único medio de subsistencia , lo cual de ser

comprobado fehacientemente . Excepcionalmente, bajo su más estricta

responsabilidad el Presidente de la Sala podrá acordar la suspensión con

efectos restitutor ios , en cualquiera de las fases del procedimiento hasta

127



antes de la sentencia respectiva . No se otorgará la suspensión si es en

perjUICIO del interés social , s i se contravinieren dispos iciones de orden

público o se dejare sin materia el [uicio. La suspensión podrá ser revocada

por el Pres idente de la Sala en cualquier etapa del juic io , si varían las

condiciones por las cuales se otorq ó."!"

As í que , la suspensión del acto impugnado só lo podrá ser acordado

por el Presidente de la Sala que conoce el asunto , siempre y cuando

existan los siguientes requ isitos : 1. Solicitud hecha por el actor para que

sea concedida la medida cautelar al Magistrado Instructor , quien a su vez

ped irá al Presidente de la Sala sea acordada dicha petición; 2. Realizar una

co r.sulta c iudadana en los térm inos establecidos por la Ley de Part icipación

Ciudadana del Distr ito Federal , en la que inte rven d rán aquellos vec inos que

se vean afectados de algún modo con la concesión suspens ional ; 3 . Que no

se afecten los derechos de terceros, interés social o se contravengan

disposiciones de orden público con el otorgamiento de la suspensión; 4 . Si

as í lo determ ina el Presidente de la Sala y en casos específicos, podrá

dictar la suspensión incluso con efectos rest itutorios, para mantener viva la

materia del juicio ; y , 5.Que no se deje sin materia el juicio al concederse la

suspensión solic itada .

En el primer requisito , radica una discusión que ha concluido con la

formación de un criterio jurisprudencial por contradicción de tesis emitida

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo

rubro y texto es el siguiente : "CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL

DISTRITO FEDERAL . NO ES NECESARIO AGOTAR EL JUICIO DE

NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL CORRESPONDIENTE ANTES DE ACUDIR

AL AMPARO . El artículo 59 , primer párrafo, de la Ley del Tribunal de lo

Contencioso Administrativo del Distr ito Federal, al establecer que sólo el

presidente de la Sala respectiva puede conceder la suspensión de la

ejecución de los actos que se impugnen mediante el juicio de nulidad ,

174 Ley del Tr ibunal de lo Contenc ioso Adm in istrativo ' de l Distr ito Fede ra l. Op . C it.
Art ículo 58 y 59 fracc ión IV.
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prev ia petición del Mag istrado instructor a quien , a su vez , le fue solicitada

por el actor, exige un requisito adicional a los previstos en la Ley de

Amparo para la concesión de tal medida precautoria , ya que el ún ico

requisito que contempla este último ordenamiento, en relación con la

instanci a de parte , es el previsto en la fracción I de su art iculo 124 ,

consistente en que el agraviado soliclte expresamente al órgano de amparo

la concesión de la medida suspens ional , por lo que entre el agrav iado y la

autoridad facultada para proveer sobre la suspensión solicitada no

inte rvi ene otra voluntad . Por el contrario , en el supuesto de l citado artículo

59 , la suspensión de la ejecución de los actos impugnados involucra otra

voluntad entre la del peticionar io de la medida suspens ional y la de la

autor idad competente para otorgarla , lo cual se traduce en una exigencia

adic ional , no prev ista en la Ley Reglamentaria de los Artícu los 103 Y 107 de

la Constitución Política de los Estados Un idos Mexicanos, para el

otorgamiento de la suspensión del acto reclamado . Consecuentemente ,

debe estimarse que en el caso en cita resulta procedente el juicio de

garantías , conforme a lo prev isto en el primer párrafo de la fracción XV del

artículo 73 de la ley reglamentaria de referenc ia , como excepción al

princip io de definitividad que lo rige , sin necesidad de agotar prev iamente el

ju ic io de nul idad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrat ivo del

Distr ito Federal. "175

Prácticamente , ex iste dob le petic ión para que se conceda la

suspens ión : una formulada por el actor al Mag istrado Instructor y otra por

este func ionario hacia el Pres idente de la Sala, quien es el ún ico facultado

para acordar lo conducente al respecto . Este precepto que se contrapone a

la tracción I del artículo 124 de la Ley de Amparo y que por lo tanto el

gobernado que se ve afectado en su esfera jurídica con la emisión de un

acto de autoridad administrat iva local , tiene el derecho de hacer caso om iso

175 Poder Jud ic ial de la Federación , Suprema Corte de Justicia de la Nac ión. tUS 2003.
1° CO-ROM. Op . Cit . Novena Época . Instancia : Segunda Sala . Fuente : Semanario
Jud ic ial de la Federac ión y su Gace ta . Tomo : XVI , Jul io de 2002 . Tesi s : 2a ./J . 71/2002 .
Pág ina : 153 . .
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al j ui cio que se debe agotar prev iamente ante el Tribunal de lo Contenc ioso

Administrativo del Distrito Federal y recurrir directamente al juicio de

amparo , deja al descubierto que e l Poder Judicial Federal sigue ten iendo

conocimiento de las cuestiones administrativas , tal y como se hacia a

pr incipios de l siglo pasado y qua a la fecha éstos actos siguen obstruyendo

la verdadei a tarea de un tribunal constttuclonat.J"

Esto se pudo haber enmendado con una reforma a !a ley del tribunal

administrativo en cita, en el sentido de transmitir la facultad al Magistrado

Instructor de acordar lo conducente respecto a la suspensión solicitada por

el actor en el juicio de nulidad; empero , la Asamblea Legislativa del Distrito

Federal , sin reparar en lo comentado , ad icionó el 17 de agosto del 2000 que

se deberá realizar una consulta ciudadana a aquellos vecinos que se

afecten de algún modo con la suspensión .

Este punto, que es parte medular en el presente trabajo, es confuso

por la redacción que presentan en los artículos 58 y 59 de la Ley que se

comenta , pues el artículo 58 sanciona que, previo al otorgamiento de la

suspensión deberá verificarse "la existencia y autenticidad del acto que se

impugna y consulta ciudadana de aquellos vecinos a los que afecte de

algún modo la suspensión" ; por lo que se · aprecia que no existen

circunstancias especificas en las que se pueda omitir la consulta

ciudadana, y por ende , en todos los casos que se sol ic ite la suspensión se

deberá realizar la citada Consulta, en la que participarán aquellos vecinos

que sean afectados de algún modo con la med ida cautela r.

En lo tocante al artículo 59 se estab lece que la suspensión sólo podrá

ser concedida por el Presidente de la Sala a petición del Magistrado

Instructor a quien le haya sido solicitada por el actor dentro del "término de

veinticuatro horas siguientes a la verificación de la existencia y autenticidad

del acto que se impugna y , en su caso, a la consulta ciudadana que se

ref iere el artículo anterior. " La confusión radica, en que con este precepto

se entiende que hay ocasiones en que no procede la consulta ciudadana,

176 Situac ión hecha va ler en el punto 1.2 .2 .3 . de este Traba jo .
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pues la frase "en su caso" , da pauta a esta posibilidad ; situación contraria a

la señalada en el artículo 58 de la Ley referida.

La contraposición de estos preceptos se señala con el objeto de

su stentar que se genera ince rtid um bre en detrime nto de lacto r que solicita

la suspensión del acto administrativo que se controv ierte, en la medida que

por un lado con el artículo 58, se hace obligatoria la realización de la

consulta ciudadana en cualquier caso o supuesto; y por otro , el artículo 59

mencionado, no precisa en qué casos puede omitirse la multireferida

consulta . Adicionalmente , tampoco se especifican o limitan los términos de

la consulta ciudadana para el caso concreto de la suspensión, pues los

preceptos en cuestión rem iten a la Ley de Participación Ciudadana del

Distrito Federal, que establece mecanismos para llevar a cabo la consulta

adversos a los objetivos que se persiguen con la institución de la

suspensión; un simple ejemplo respecto a este comentario, es el excesivo

tiempo que se toma la adm inistración pública activa correspondiente para

realizar la consulta ciudadana sobre un caso concreto, que en ocasiones

excede más de tres meses. m Hecho que contraviene una de las tareas

principales de la suspensión de! acto reclamado en un juicio y que consiste

en mantener viva la materia sobre la cual se ha fijado la litis ; así que, la

Ley -de Participación referida y en sí la consulta ciudadana tiene tendencias

de índole político y no jurídico .

En concreto, es evidente que los artículos 58 y 59 comentados

exceden .Ios requisitos que señala la Ley Reglamentaria de los art ículos 103

Y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para

conceder la suspensión del acto que se reclama; por lo tanto , por este

motivo tampoco es necesario agotar el juicio ante dicho Tribunal

Administrativo, antes de acudir al amparo .

177 Hecho sustentable en el juic io No . A-5692 /2001. Supra Nota 165 .
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3.5. De la construcción y los establecimientos mercantiles.

Los comercios y la realización de la construcc ión se han desprotegido

para dar ciertas concesiones a la sociedad dentro de los juicios que se

substancian en el Tribunal de lo Contencioso Adm in istrat ivo del Distrito

Federal ; pese a la intervención forzosa del comité vecinal en estos rubros .

el particular tenia aspiraciones de promover y ganar un j u ic io en este

tr ibunal porque la ley no ex ig ia que acred itara su interés j u rí d ico s ino

ún icamente su inte rés legítimo . es dec ir . que el gobernado con la sola

demostración de una afectación a su esfera juríd ica ten ía derecho de

accionar al aparato adm inistrativo jurisdicc ional para hacer va ler los

benef icios que le otorga la ley en contra de un acto admin istrativo violatorio

de la normatividad correspondien te .

Ahora, con las reformas hechas a la Ley del Tr ibuna! de lo

Contencioso Administrativo del Distrito Federal el veintinueve de enero del

dos mil cuatro . se ha qu itado ese beneficio puesto que sanc iona : "En los

casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar

actividades reguladas, deberá acreditar su interés juridico med iante la

correspondiente conces ión . li cenci a . perm iso , autor izac ión o av íso ."!"

Con ello. independi entemente de los obstáculos ya ex istentes . el

gobernado durante el desarrollo del juicio contencioso administrativo no

sólo debe combat ir las actuaciones del comité vec inal , s ino que tamb ién

tendrá que acred itar el inte rés juridico : hecho que rompe con el esquema de

la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ya que por muchos

años tuvo la final idad de acceder la justicia adm in istrat iva a aquellos

gobernados que aún cuando no pudieran acreditar la t itularidad de un

de recho subjet ivo (interés jurídico) , son afectado? irreparablemente por

178 Decreto por el que se reforman y ad ic ionan diversas d ispos ic iones de la Ley de
DesarrQllo Urbano del Distrito Federal y d iversos ordenamientos relat ivos al pa isaje
urba no del Distr ito Federal , Pub l icado en la Gaceta Ofic ia l del d istr ito Federa l , el 29 de
enero de 2004. ' " ... ART ICULO SEGUNDO . Se ad ic io na n y re forman d iversas
d is po s tc ion es de la Ley de l Tr ibuna l de lo Contencioso Adm in istrat ivo del Distr ito
Federal , para quedar como sigue : .. . " . Artículo 34 .
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actos de autoridad . De hecho, existe una jurisprudencia por contradicción

de tesis emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia que

así lo proyecta y además en ningún momento declara esa concesión

otorgada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo a los particulares

como contraria a las disposiciones constitucionales o a la Ley de Amparo:

"INTERÉS LEGITIMO E INTERÉS JURiDICO. AMBOS TÉRMINOS

TIENEN DIFERENTE CONNOTACiÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO. De los diversos procesos de reformas y adiciones a la

abrogada Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito

Federal, y del que dio lugar a la Ley en vigor, se desprende que el

leg islador ordinario en todo momento tuvo presente las diferencias

existentes entre el interés jurídico y el legítimo, lo cual se ev idencia aún

más en las discusiones correspondientes a los procesos legislat ivos de mil

novecientos ochenta y seis, y mil novecientos noventa y cinco . De hecho,

uno de los principales objetivos pretendidos con este último, fue

precisamente permitir el acceso a la justicia administrativa a aquellos

particulares afectados en su esfera jurídica por actos administrat ivos

(interés legítimo) , no obstante carecieran de la titularidad del derecho

subjet ivo respectivo (interés jurídico), con la finalidad clara de ampliar el

número de gobernados que pudieran accesar al procedimiento en defensa

de sus intereses. Así, el interés jurídico tiene una connotación diversa a la

del legítimo, pues mientras el primero requiere que se acredite la afectación

a un derecho subjetivo , el segundo supone únicamente la existencia de un

interés cualificado respecto de la legalidad de los actos impugnados, interés

que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea

directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico. ,,179

Resulta un tanto sarcástico, pero así lo es, que el más alto Tribunal

del Poder Judiciz l de nuestro país haya declarado inconstitucional desde

179 Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación . IUS 2003.
1° CO-ROM. Op . Cit . Novena Época . ' I nstanc ia: Segunda Sala . Fuente : Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta . Tomo : XVI , Dic iembre de 2002 . Tesis : 2a ./J .
141/2002. Página 241 .
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2002 el procedimiento de suspension establecido en la Ley del Tribunal de

lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal 180 y, por ende, el

particular tiene derecho a no agotar el juicio que se lleva ante ese Tribunal

y promover directamente el amparo indirecto ; y pese a ello, los legisladores

locales sin reparar lo mencionado , promovieron en este año del 2004

reformas a la referida ley en rubros que si han sido aceptados como

correctos por la propia Suprema Corte de Justicia , tal es el caso de

demostrar el interés legitimo como suficiente para que el particular

promueva un ju icio contenc ioso administrat ivo , complicando aún más la

tarea de impartir justicia admin istrativa de manera expedita en el Distr ito

Fe deral .

Ahora en la Ley del Tribunal de lo Contenc ioso Administrat ivo , el

actual artículo 59 , último párrafo en relación con el 34 , sanc iona : "Cuando

se sol icite la suspensión para la real izac ión de activ idades reguladas, que

requ ieran de concesión , licencia , permiso, autor izac ión o aviso y el actor no

exhiba dicha documental no se otorgará la mtsrna ."!"

En el caso concreto de los propietarios de establecimientos

mercantiles y obras en construcc ión, para promover un juicio contencioso

administrat ivo se encuentran más estancados que antes de las reformas del

veintinueve de enero del dos mil cuatro . Pues ahora, independ ientemente

de que el procedimiento de suspens ión , la utilización de las consultas

vecinales y la participación del comité vec inal en el juicio contenc ioso

administrativo son contrarias a lo establecido por los preceptos

180 Jur isprudencia por contrad icción de tesis con el rubro : "CONT ENCIO SO
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL . NO ES NCESARIO AGOTAR EL JU ICIO DE
NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL CORRESPONDIENTE ANTES DE ACUDIR AL AMPARO .·
Consu ltab le en Poder Judic ia l de la Federac i ón. Suprema Corte de Jus t ic ia de la Nac ión .
IUS 2003 . 1° CO-ROM. Op . Cit . Nove na Época . Instanc ia : Segunda Sala . Fuente :
Semanar io Judicial de la Federac ión y su Gaceta . Tomo : XVI , Julio de 2002 . Tes is 2a ./J.
7 1/ 2002 . Pág ina 153 .
181 Decreto por el que se reforman y ad ic ionan dive rsas d ispos ic io nes de la Ley de
Desarro llo Urbano de l Distr ito Federa l y diversos ordenam ientos rela tivos al pa isaje
urbano de l Distr ito Federa l , Publicado en la Gaceta Oficial del dis tr ito Federa l , el 29 de
ene ro de 2004 . • ... ARTICULO SEGUNDO . Se adicionan y re forman dive rsas
dispos ic iones de la Le y del Tr ib una l de lo Contencioso Ad min is tra t ivo de l Distr ito
Fed eral . para quedar como sigue : ... " . Op . Ci t. Articulo 34 .
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constitucionales; el particular debe acreditar el interés jurídico. para que se

ejerza la acción jurisdiccional administrativa y pueda solicitar en caso de

que así lo desee el particular la suspensión en ese juicio.

La situación es grave, pues con lo que se acaba de mencionar se

puede sustentar que parte de la infraestructura, los recursos humanos,

materiales y financieros que son destinados para impartir justicia

administrativa en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito

Federal se están desperdiciando; pero lo más preocupante esque el estado

de derecho, en materia administrativa, que debe imperar en el Distrito

Federal se está transgrediendo por causas imputables a la propia

administración pública del gobierno local y más concretamente por culpa del

legislativo, a grado tal que los JUICIOS contencioso administrativos

relacionados con establecimientos mercantiles y realización de

construcciones se pueden substanciar sin ningún obstáculo directamente

ante el Poder Judicial Federal a través del amparo indirecto en materia

administrativa.

Bajo esta problemática, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo

del Distrlto Federal con sus resoluciones ha tratado de impulsar nuevos

cr iter ios y llamar la atención de los legisladores locales para que se analice

bajo una óptica jurídica la actuación del comité vecinal en la controversia

contencioso administrativa. Es el caso del criterio emitido por la Primera

Sala del multireferido Tribunal , que declara de plano la inexistencia de los

actuales comités ; razonamiento que se deduce de las reformas hechas a la

Ley de Participación Ciudadana ~I día treinta y uno de diciembre del 2003 ,

donde su artículo segundo transitorio sanciona : "El artículo sexto transitorio

adicionado a la Ley de Participación Ciudadana el 27 de diciembre de 2001

queda sin efectos .,,182 Dicho artículo sexto transitorio ordenaba : "El proceso

de elección de los com ités vecinales que conforme al artículo 83 de la Ley

182 Decreto por el que se reforman y adic ionan diversas dls po sicic nes de la Ley de
Part ic ipación Ciudadana del Distrito Federal. Publicado en la Gaceta Ofic ial del Distrito
Federal el 31 de Diciembre de 2003 . Op . Cit . Artículo Sexto Transitor io .
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de Participación Ciudadana , debe celebrarse el 7 de julio del 2002 , no se

realizará hasta que la Asamblea Legis lativa del Distrito Federal establezca

lo conducente en la Nueva Ley de Participación Ciudadana. Los integrantes

de los actuales comités vec inales permanecerán en el desempeño de su

encargo hasta en tanto, entren en vigor las reformas · que determinan las

figuras , los plazos y los procedimientos cortesponotentes.r "?

Con base en las reformas transcritas, la Primara Sala en cita razona :

"S; consideramos el hecho de que, conforme el artículo 83 de la ley de

Partic ipación Ciudadana del Distrito Federal, en vigor a partir del veintidós

de diciembre de mil novecientos noventa y ocho , los comités vecinales

debían renovarse en su totalidad cada tres años , y que la primera elección

fue determinada en ses ión del se is de julio de mil novecientos noventa y

nueve , previo cómputo llevado a cabo por el Instituto Federal Electoral en

términos de los artículos 90 fracción VI y 92 de la ley antes invocada , lo

que imp li ca que sus funciones conclu ían el cinco de julio de dos mil dos , sin

embargo los cargos fueron derogados , por disposición expresa de l artículo

sexto transitorio multicitado , hasta en tanto se reformara la nueva Ley,

empero, .con el Decreto publicado el treinta y uno de diciembre de dos mil

tres, en vigor a partir del primero de enero del año en curso, se dejó

insubsistente la obligación de que los comités vecina res actuales siguieran

en funciones , y por lo tanto , en la actual idad no hay 'comité vec inal alguno

integrado, según lo dispuesto en el artículo tercero transitor io del Decreto

por el que se reforman y ad icionan diversas disposiciones de la Ley de

Participación Ciudadana del Distrito Federal, publicado en la Gaceta del

Distr ito Federal el treinta y uno de diciembre de dos mil tres ... ,,184

Efectivamente , en el periodo del primero de enero al pr imer lunes del

mes de septiembre del dos mil cuatro los comités vecinales quedaron

183 Decreto por el cual se reforman y adic ionan disposiciones de la Ley de Part ic ipación
Ciudadana del Distr ito Federa l. Pub l icado en la Gaceta Of ic ia l de l Distr ito Federal el 31
de enero de: 2002 . op. C it. Art iculo sexto trans itorio. .
184 Hecho sustentable en el recurso de revi si ón ante la Sala 'Superi o r R.A . 1634/2003 del
juicio natural Número 1-3513/2001 , radicado en la Primera Sala del Tribunal de lo
Contencioso Administrativo del Distrito Federal , promovido por Grupo Intercontinental de
Llantas , S. A . de C.V ., en contra de la Delegac ión Cuauhtemoc y otros .
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inexistentes , de hecho, la elección de los comités vecinales se ha

postergado hasta el último domingo del dos mil cinco 185; sin embargo , este

reciente criterio de fecha dieciséis de febrero del dos mil cuatro tendría que

llegar a la Sala Superior y resolverlo en cinco ejecutorias con este mismo

sentido sin interrupción para que se constituya ' Ia jurisprudencia

correspondiente 186 y todas las salas de este tribunal la puedan hacer

efect iva sin ningún problema , situación que no sucederia antes de abril del

dos mil cinco y por ende innecesaria para ese entonces, pues la integración

de los comités vecinales estaría consumada y ejerciendo sus funciones

estipuladas en la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo . Al

menos este tipo de criterios son un excelente método al que podría recurrir

el tribunal administrativo, a través de la voz de los juristas que lo integran,

para comunicar sus inquietudes al Poder Legislativo local y mejorar la

impartición de justicia administrativa en el Distrito Federal.

No obstante lo anterior, la Asamblea Legislativa ha refrendado la

participación de los comités vecinales en el ju icio contencioso

administrativo del Distrito Federal a.. través de la nueva Ley de Participación

Ciudadana 187, situación que continúa afectando alas particulares

propietarios de establecimientos mercantiles y obras en construcción,

mismos que desde el año de dos mil se han visto obliqados a ocurrir a los

tribúnales del Poder Judicial Federal para una mejor impart ición de justicia

administrativa . Bajo estas circunstancias. es importante que se realicen al

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal las reformas

correspondientes al procedimiento de los juicios que en él se substancian y

mejore la credibilidad de los tribunales administrativos .

185 Supra nota 159.
186 Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distr ito Federal. Op . Cito
Artículos 89-94 .
187 Nueva Ley de Partic ipación Ciudadana del Dlstr lto Federal. Publicada en la Gaceta
Of icial del Distrito Federal el dla 17 de mayo de 2004 , Supra nota 139 .
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4. Propuestas para mejorar la actuación del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo del Distrito Federal.

4.1. La integración de los tribunales administrativos al Poder
Judicial.

En la primera unidad de esta tesis mencioné que, los franceses

interpretaron la división de poderes en el sentido de que el Poder Judicial

no puede lnterferir en los actos de la Administración Pública y que ésta

debía de juzq ar se por sí misma; esta particular postura , tenía dos

finalídades políticas: i) Desvanecer todo posible resurgimiento del régimen

monárquico en esos tiempos revolucionarios ; · y , ii) Permitir una libre

decis ión del Poder Ejecutivo para una reforma estatal sin la injerencia de

peso del Poder Judicial , cuyos integrantes impugnaban por el sistema

actual de ese entonces . Esto fue la base para la creación y formación de los

tr ibunales administrativos que después de pasar por los periodos de justicia

retenida y justic ia delegada lograron una plena autonomía jurisd icc ional del

mismo nivel que la Suprema Corte de Justicia francesa .

Bajo este contexto , la idea original de Francia de proporcionar

autonomía a los tribunales admin istrat ivos y no integrarlos al Poder

Jud icial , tuvo sus just if icaciones polít icas y soc iales ; sin embargo , en

opinión personal el Poder Judicial no se entrometería en los actos de la

administración púb lica si tuviera dentro de sus funciones el dirimir las

controversias surgidas entre los particulares y el gobierno , por motivo de un

acto de autoridad que afecta a una o a otra parte . Ello por el simple hecho ,

de que el Poder Judicial únicamente velará por la exacta aplicación de la

ley que la administrac ión pública activa utilizó para emitir sus actos ,

siempre y cuando exista una controversia de por medio.

Así que, en nuestro país no existe alguna justificación de peso político

o social , como lo fue en el caso de Francia, para mantener la autonomía de

los tribunales administrativos y no incorporarlos al Poder Judicial ; de hecho,

la creación autónoma de los tribunales adrnlnistratlvo s fue precisamente lo
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que trajo conflictos de legitimación de sus resoluciones frente a la sociedad

por varias décadas ; pues se debe recordar, tal y como lo mencioné en la

unidad uno, que pese a la creación del tribunal administrativo en 1936,

constitucionalmente hablando no ex istía ningún fundamento que justificara

su creación y por lo tanto tampoco la autonomía jurisdiccional de sus

resoluciones , situación por la cual sólo eran cons ideradas como meros

actos administrativos , obligando al particular afectado recurrirlos por vía del

amparo indirecto ante el Poder Judicial Federal, con fundamento en el

articulo 114 fracción 11 de la Ley de Amparo. Esta situación fue corregida

hasta 1967-1968, para establecer finalmente en la Constitución Pol ítica de

los Estados Unidos Mexicanos a los tribunales administrativos con una

jurisdicción especializada y autónoma, que otorgó a sus resoluciones el

mismo valor jurídico que los emitidos por los juzgados y tribunales del

Poder Judicial.

En realidad, los conflictos contencioso administrativos en los Estados

Unidos Mexicanos han tenido más avances y experiencia dentro del Poder

Judicial. ~ún y cuando , constitucionalmente se presume que los tribunales

administrativos están dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, la

verdad es que el Poder Judicial se relaciona con las controversias

contencioso administrativas a través del amparo directo o el recurso de

revisión, por la violación a las formalidades esenciales del procedimiento o

violación porque las resoluciones que ponen fin al juicio son contrarias a la

letra de la ley aplicable al caso, entre otras causas de procedencia;

también , el Poder Judicial conoce de las cuest iones contencioso

administrativas a través del amparo indirecto, como es el ejemplo de las

cuestiones que competen al Tribunal de lo Contencioso Admin istrativo del

Distrito Federal, cuyo procedimiento de suspensión en los juicios que tiene

conocimiento fue declarado inconstitucional por el Pleno de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación , consecuentemente , no es necesario agotar

este juicio y los particulares puedan acudir directamente ante los Juzgados
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de Distrito en materia administrativa y exigir se resuelva su controversia 

contenciosa administrativa . 

Al proponer que los tribunales administrativos formen parte del Poder 

Judicial , no es mi idea ignorar toda la experiencia generada desde la 

creación de estos tribunales , más bien es aprovechar la estructura y 

conocimiento de ambos rubros ; es decir, de los tribunales administrativos y 

del Poder Judicial , para mejorar los resultados de los juicios contenciosos 

administrativos en beneficio de los gobernados. Propuesta que 

perfeccionaría el proceso relacionado con las controversias contencioso 

administrativas en varios rubros . Como prueba de ello , menciono algunos 

ejemplos : 

A) Aprovechar y aplicar en los tribunales administrativos , la organización e 

incluso la estructura del Poder Judicial para supervisar y controlar la 

actuación de los funcionarios en la .impartición de justicia , a través del 

Consejo de la Judicatura , órgano que ha promovido de manera 

convincente el cumplimiento de los tiempos señalados para substanciar 

y concluir los juicios, erradicar la corrupción y mejorar la productividad 

de las instituciones que imparten la administración de justicia . 

B) Desaparecer la incipiente intromisión política que ha afectado la 

legalidad de algunos tribun31es de lo contencioso administrativos, como 

lo es el caso específico del perteneciente al gobierno del Distrito 

Federal, que se ha visto influenciado negativamente por la intervención 

de la sociedad en cuestiones exclusivas de aplicación del derecho, que 

por su propia naturaleza pertenecen a los impartidores de justicia 

:3dministrativa que se basan en la ley para pronunciarse sobre una 

controversia específica que tienen para su conocimiento ; y, 

e) Integrar en una sola institución y con un código actualizado que los 

regule, a los tribunales cuya naturaleza sea de carácter administrativo, 
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como los contencioso administrativos, agrarios e inc luso los laborales ;

generando simplificación , actualizac ión y homogene idad de criterios : .

4.2. Reformas a la Ley de Amparo.

4.2.1. Consideración en la Ley de Amparo de la suspensión con
efectos restitutorios.

El incidente de suspensión del acto reclamado como inconsti tuci onal

en el juicio de amparo en materia administrativa , ha tenido avances

sustanciales a través de la jurisprudencia y la ·doct rina , mismos que es

importante introducir en la Ley de Amparo , para una me jor impartición de

just ic ia en beneficio del gobernado , tal y como ya lo mencioné en la unidad

dos de esta tesis .

Se ha comprobado en casos concretos. que la suspensron del acto

reclamado se puede conceder con efectos restitutorios e inc luso como un

adelanto provisional del derecho cuestionado , sin que el lo influenc ie en el

pronunciamiento sobre el fondo del juic io de amparo o que se estén

adelantando en definitiva los efectos de la sentenc ia que versará sobre la

controversia princ ipal ; más bien , lo que se pretende es mantener viva la

materia sobre la cual se pronunciará el juzgador en el fondo del proceso y ,

po r ende, respetar las garant ías ind ividua les' violadas del part icular que

tendrían impos ible reparación si esperáramos la substanciación de todo el

j ui ci o const itucional para llegar a dictar una sentencia protectora.

La suspensión con efectos rest itutorios t iene su fundamento legal en

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos , que se desprende

de la fracción X del Art ícu lo 107: "Los actos reclamados podrán ser objeto

de suspensión .en los casos y mediante las cond iciones y garantías que

determ ine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la

v iolac ión alegada , la d ificultad de la reparación de los daños y perjuic ios

que pueda sufrir el agraviado con su ejecución , los que la suspensión
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orig ine a terceros perjud icados y el interés púb Iico .. . "188; es deci r , el

j uzgador no solo tomará en cuenta los presupuestos de inte rés social y el

orden público , también deberá analizar el carácter , peculiaridad, gravedad y

trascendencia, entre otros elementos , de la violación alegada que causa

perju ic io al part icular , para sopesarla con el interés soc ial yel orden

públ ico, y en general los requisitos contenidos en el articulo 124 de la Ley

de Amparo ; con ello , de comprobarse que . Ia razón legal le as iste al

quejoso, el juzgador apegado a derecho podrá conceder la suspens ión con

efectos restitutorios o incluso adelantar provisionalmente el derecho

cuestionado, con el único objetivo de conservar la materia del ju icio de

amparo o impedir perjuicios i rreparables al lmpetrante de garantías por la

tardanza de los efectos de . la sentencia "sobre la controversia principal

planteada .

La suspens ión con efectos rest itutorios provisionales , tamb ién t iene

sustento en el principio doctrinal de la apariencia del buen derecho de quien

acude al juicio de amparo y solicita la suspensión, ya que .. ... s i la persona

es titular de esa prerrogativa aunque sea " en apariencia , ello just ifica

adelantar de modo previo o apreciar provisionalmente consideraciones

sobre el fondo de actos notoriamente inconstitucionales , siempre con el

ún ico objetivo fundamental de preservar la materia litigiosa ." 189 Dicho ". "

concepto, aunado con el de peligro. en la mora o dilación, que corre el

quejoso con un daño de manera i rreparab le si tiene" que esperar a la

aplicación del derecho con la sentencia del juicio de amparo , proporciona

los elementos suficientes para que los efectos restitutor ios e incluso el
. "

adelanto provisional de los efectos de la sentencia .deffondo del asunto

puedan ser agregados oficialmente a los efectos de " la suspensión

consagrada en la Ley de Amparo, siempre y cuando se tomen en

consideración " los demás " presupuestos legales ya existente"s 'para la

188 Multiagenda de Amparo 2003 . Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos .
0J' . Cit. 68 p. .
18 Tr on Petit , Jean Claude . Manual de los Incidentes en el Ju ic io" de Amparo. Op . Cit.
385 p.
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procedencia de esta concesión , como lo es la observancia de los requisitos

marcados en el artículo 124 de la ley refer ida , la naturaleza de l acto que se

pretende suspender y la naturaleza de la violación alegada , por ejemplo . .

Esta propuesta revolucionar ia el actual concepto instituc ional que

tenemos de la suspens ión en la Ley de Amparo , y en la práct ica, los

procesos jurisd iccionales en materia adm inistrativa tendr ian mejores

beneficios para los gobernados frente a los actos de autoridad

gubernamental que atentan en contra de sus garantías y derechos

previamente consagrados . Pese a la existencia de jurisprudencia emitida

por ' Ia Suprema Corte de Just ic ia de la Nación al respecto , en op in ión

personal esta propuesta o postura se debe incluir en la Ley de Amparo,

pues : a) La jurisprudencia t iende a cambiar su criterio con el t iempo; b) La

ley es mucho más accesible y de conocimiento general para la población

interesada en la materia ; y , e) Obligaria a los demás ordenamientos legales

a crear un criterio homogéneo al propuesto , situac ión que no existe en el

procedim iento de la suspens ión que actualmente ut il iza en la substanciac ión

de los juicios que conoce el Tr ibunal Federal de Justicia Fiscal y

Adm in istrativa o el Tribunal Contencioso Adm inistrat ivo del Distr ito Federal ;

y menos aún , en los procedimientos de suspensión utilizados en los

recursos administrat ivos consagrados en la Ley Federal de Procedimiento

Administrativo o en la Ley de Procedimiento Admin istrat ivo para el Distrito

Federal, mismos que conoce la admin istración públ ica activa cuando hay

inconform idad de los gobernados en contra de un acto administrativo .

4.2.2. Integrar a la Ley de Amparo qué debe entenderse
por interés social y disposiciones de orden público.

Como lo anal icé en la un idad tres de esta tes is , a la fecha , en la

legislación mexicana no se ha definido sustancialmente qué se debe

entender por interés social y disposiciones de orden público , requisitos

fundamentales que deben cumplirse invariableme nte cuando la suspensión

del acto que se reclama es de carácter administrativo ; dicha ob ligación se
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encuentra sancionada en el artículo 124 de la Ley de Amparo , y debe ser 

estrictamente cumplimentada por el juez para otorgar la referida suspensión 

solicitada . 

En la práctica jurídica , el término de orden público y el de interés 

social varía por la sencilla razón de que el juzgador al examinar los 

presupuestos de modo , tiempo y lugar prevalecientes al momento en que se 

rea I iza la va lo ració n de cad a ca so co ncreto pa ra otorg a r la s u s pen sión , 

puede aplicar libremente sus facultades establecídas en Ley de Amparo, 

hecho que genera " ... constantes ejecutorias de los tribunales de amparo 

sobre tales temas , lo que para un tribual puede contravenir el interés social 

y e I orden p úbl ico d e m a nera directa , pa ra otro no lo afecta n . ,"90 

Desafortunadamente, esta situación no permite conocer a fondo los 

conceptos de orden público e interés social, y repercute directamente a los 

particulares afectados por un acto de gobierno, pues en la práctica, la 

confusa interpretación de estos conceptos, no permite saber de manéra 

concreta los motivos por los que fue otorgada o negada la suspensión 

solicitada ; y , en cierta forma , los juzgadores, al no tener certeza de estos 

conceptos , tampoco conocen los límites de sus facultades para otorgar la 

suspensión del acto reclamado sin ser cuestionados por exceso en sus 

fun~ ; ones , por lo que se ven orillados a entablar un proceso automatizado , 

tomando en cuenta asuntos jurídicamente similares yno hacer un análisis y 

estudio a fondo , como debiera ser de cada caso particular que siempre es 

distinto de una u otra forma. 

Por ello , en la Ley de Amparo se debe establecer qué se entiende por 

perjuicio al interés social y contravención a las disposiciones de orden 

público , con elementos sustentables para que los juzgadores se pronuncien 

er, cada caso específico que es solicitada la suspensión . Esta propuesta , 

aunada con la integración a la Ley de Amparo de la apariencia del buen 

derecho y los efectos restitutorios que debe contener la suspensión, 

propuestos anteriormente, serían el inicio de un camino ideal para aquellos 

190 Gó ngora Pimentel , Genaro . La Suspensión en Materia Administrativa . Op . Cil. 54 p . 
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gobernados que son propietarios de establecimientos mercantiles y que

i lega lmente están afectados por una clausura de tiempo indef inido; misma

que por ser un acto instantáneo y consumado , en estricto apego a la Ley de

Amparo , no pueden sol icitar dentro de l incidente de suspens ión el

levantamiento del estado de clausura, pese a que cuentan con toda la

documentación legal, acreditan el interés ju ríd ico y satisfacen los requisitos

del artículo 124 de la Ley de Amparo, pues se. estaría restituyendo un

derecho que solo corresponde a la sentencia defin itiva , proceso que

tardaria de s iete a nueve meses cons iderando la primera y la segunda

instancia del juicio de amparo ind irecto , situación que jurídica y

económ icamente no podr ia soportar un gobernado al cua l le asiste la razón

y, por ende , la sentenc ia del juicio de amparo sería tan solo una burla para

el quejoso , cuyas garantías individuales v ioladas serían de imposi ble

rest ituc ión si se esperara hasta la sentencia protectora.

4.3. Reformas a la Ley del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo del Distrito Federal.

4 .3.1 . Desaparición de la doble petición en el procedimiento
de suspensión del juicio contencioso administrativo.

Desde jul io del 2002 , la Suprema Corte de Just ic ia de la Nac ión , a

instancia dela Segunda Sala 191
, ha considerado como excepción al principio

de definitiv idad no agotar el ju ic ío respectivo ánte e l Tr ibuna l Contencioso

de lo Administrativo del Distrito Federal , en v irtud de .que se exige un

requ isito ad icional a los previstos en la Ley de Amparo y más

específicamente al existente en la fracción 1 de su Artículo 124, es decir,

que el agraviado debe solicitar directamente al órgano que corresponde la

1'11 Pode r Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nac ión. IUS 2003 ,
1° CO-ROM. Op . Cit. Rubro : ' CO NT ENCIO SO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO
FEDERAL. NO ES NECESAR IO AGOTAR EL JUICIO DE NU LlDI>.D ANTE EL TRIBUNAL
CORRESPOND IENTE ANTES DE ACUDIR AL AMPARO ." Novena Época. Instanc ia :
Segunda Sala . Fuente : Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta . Tomo : XVI,
Jul io de 2002. Tesis : 2a.lJ . 7 1/2002 . Pag ina 153 .
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suspensión del acto reclamado , para que éste en uso de sus facultades y

con apoyo a la Ley , determine si procede dicha concesión ; y no, como

contrariamente lo exige la Ley del Tribunal Contenc ioso Adrn in is t rat ivo

referido, pues la suspensión de la ejecución del acto que se reclama es

sol icitada por el actor al Magistrado Instructor, este últ imo a su vez deberá

solic itarlo al Presidente de la Sala , quien será finalmente el que dec ida

sobre la suspensión que pidió el actor .

Esta reforma , debe ser realizada en forma sencilla: que el Mag istrado

Instructor , con apego a derecho y bajo su más estr icta responsab ilidad,

. pueda conceder o negar la suspensión solicitada por el actor en el juicio

contencioso administrativo correspo ndiente . Con el lo ," se agil izaría el

procedimiento del ju icio contencioso administrativo , ' además de romper con

la. inconst ituc ionali dad que tiene decla rad a por eI más aIto tr ibu nal de

nuestro pa ís desde hace dos años .192

Aún más , la suspensión deberá tener efectos restitutor ios , que de

hecho ya los contemplaba anteriormente la Ley de este tribunal

acrn inistrativo , pero ahora , tomando en cuenta los presupuestos de "la

apar iencia del buen derecho" y "e l peligro en mora " para otorgar la

concesión suspensional, mismos que pueden ser sustentados en el articulo

107 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ,

partiendo de " la naturaleza de la violac ión alegada" ; las reformas señaladas

no solo corregirian el procedim iento de suspens ión , sino que además se

actualizaría con . adelantos jur ídicos que se ' practican en los países

europeos , sin afectar nuestro sistema jurisdiccional o las garantías

individuales consagradas para todos los gobernados .

. 192 Poder Jud ictal de la Federación , Suprema Corte de Justic ia de la Nac ión . tuS 2003.
1° CO-ROM. Op . Cit . Novena Época . Instanc ia : Segunda Sala . Fuente : Semanario
Jud ic ial de la rederación y su Gaceta. Tomo : XVI , Jul io de 2002 . Tesis : 2a./J . 71/2002 .
Página 153 .
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4.3.2. De la consulta vecinal.

Como lo comenté en la unidad tres de la presente tes is, este

instrumento de participación ciudadana dentro del ju icio contenc ioso

administrativo rebasa , y por mucho, los requisitos señalados en la L~y de

Amparo para otorgar la suspensión y ello se debe a razonamientos

sencillos : a) Tiene fines eminentemente de carácter político -administrativo,

distintas a las tareas concretas que se desarrollan en el j ui c io contencioso

admlnis tr ativo: determinar con base en estricto apego al derecho, si el acto

de autoridad que se demanda por el gobernado es legal o i legal , activ idad

que por su propia naturaleza está proh ib ida a la sociedad ; b) El t iempo que

toma su realización afecta irreparablemente dos de los principios

fundamentales de la suspens ión : mantener viva la materia que se resolverá

en .el fondo del asunto y proteger de manera inmedi ata las garantías

indi viduales que serían impos ibles de restituir si esperáramos los efectos de

la sentencia protectora del juicio princ ipal ; y, e) La consulta vecinal tiene

como finalidad conocer la opinión de la sociedad respecto a un ' acto

part icular , proced im iento que aún cuando se presume que no es v inculator io

para la decisión 193 , contravendr ía el artículo 124 fracc ión 1 de la Ley de

Amparo , pues la petición hecha por el actor de la suspensión del acto

reclamado tendría que esperar los resultados de la consulta vecinal , es

decir , la op in ió n de la soc iedad deberá ' ser tomada en cuenta y

posteriormente sa determinaría la procedencia o no de la concesión

so licitada .

Estas irregularidades que afectan el proced imiento de la suspensión

del juicio contencioso adm inistrativo en el Distr ito Federal , no las ha

estudiado ni se ha pronunciado al respecto la Suprema Corte de Just icia 194,

193 Ley de Part icipación Ciudadana del Distr ito Federa l. Qp . C it : Art ículo 49 : • ... Los
re sul tado s de la consu lta vec ina l no tendrán carácter v incu la tor io y se rán elementos de .
jui ci o para el ejerc ic io de las funciones del convocante ". .
194 Sin embargo existen tesis que , aún cuando no son jurisprudenc ia . hacen alus ión al
lema , tal y como setden t lñcan a con tinuac ió n: Poder Jud ic ia i de la Fede rac ión , Sup rema
Corte de Just ic ia de la Nac ión . IUS 2 C03. 1° CO-ROM. Op . Cit . Rub ro : "J UIC rO DE
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ya . que sería ociosa dicha postura si actualmente está considerado

inconst ituc iona l el referido procedimiento , sin reparar en ello hasta ahora

los legisladores locales . Por lo que , es importante quitarle esta atr ibución a

la consulta vecinal , acotándola ún icamente a las atribuc iones que le

confiere la Ley de Part ic ipación Ciudadana del Distrito Federa l , para que

una vez corregido el presupuesto por el cua l es considerado

inconsti tuc ion al el proced im iento de la suspensión en los ju ic ios

contencioso administrativos , la Ley del Tribunal de lo Contencioso

Administrativo del Distrito Federal tendrá la legalidad requerida y podrá

cumpl ir con sus func iones para las que fue creada .

4 .3 .3 . Del com lté vecinal.

Este órgano de representación ciudadana , que ya lo anal icé en la

unidad anterior de esta tes is, tiene " invariableme nte" el carácter de tercero

perjud icado en los ju ic ios contenc iosos adm inistrativos que versen sobre la

mater ia de uso de suelo , han afectado los derechos de los propietarios de

estab lec im ientos mercant iles y construcc iones , pues hoy en día su

personalidad como representante de la ciudadanía es cuestionable por su

le8 it imación que se obtiene · a través de un proceso electoral donde - el

ganador es el ausent ismo y con ello el dominio de ciertos intereses

particulares eminentemente polít icos , dejando de lado la verdadera tarea
- -_..._._-----_.._-- - _.-

NULIDAD ANTE · EL TRIBUNAL CONTENC IOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO
FEDERAL. NO ES NECESARIO AGOTARLO PREVIAMENTE A LA INT ERPOSICi ÓN DE
LA DEMANDA DE AMPARO (T EXTO VIGENTE DE LOS ART lcULOS 58 y 59 DE SU LEY,
A PARTIR DEL DIECIOCHO DE AGOSTO DE DOS MIL) ." Novena Época, Instanc ia
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCU ITO , Fuente : Semanar io Jud ic ia l de la Fede rac ión y su Gaceta , Tomo : XV I,
Oct ubre de 2002 , Tests : 1.60 .A .29 A , Pág ina 1393 ; y la ubicada en Poder Judicial de la
Federac ión , Suprema Corte de Just ic ia de la Nacióh . tUS 2003. 1° CO-ROM. Op . Cit . con
el rubro : "JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. NO ES NECESARIO AGOTARLO ANTES
DE ACUDIR AL AMPARO , PORQUE LA LEY QUE RIGE A DICHO TRIBUNAL EX IGE MÁS
REQUIS ITOS PARA LA SUSPENSiÓN DEL ACTO QUE LA LEY DE AMPARO : Novena
Época, Instanc ia : CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA
DEL PR IMER CIRCUITO , Fuente : Semanar io Jud ic ial de la Federac ión y su Gaceta ,
Tomo : XVI , Agosto de 2002 , Tes is : 1. 40 .A.349 A , Pág ina 1314 .
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de representación ciudadana que se pretendió dar a estos comités. 

Adicionalmente, la experiencia ha demostrado que en el proceso de 

legalidad o ilegalidad de un acto de autoridad que se pone a consideración 

del juzgador, no es factible que intervenga un grupo de personas que 

presume ser representante de la sociedad pero desconocedor del derecho, 

cuya participaci6n fácilmente se puede ver influenciada por un subjetivismo 

sentimental o emocional, afectando seriamente la tarea imparcial de los 

juzgadores que deben motivar y fundamentar sus .resoluciones con estricto 

apego a derecho. 

Existen elementos para aseverar que, actualmente es precaria la 

participación de los comités vecinales en los juicios contencioso 

administrativos en que forman parte, puesto que ' este órgano de 

representación en la mayoría de los casos se compone de ciudadanos que 

carecen de conocimientos de derecho y además, procesalmente hablando, 

el comité vecinal y su participación en los juicios presel1ta deficiencias 

como : a) La de no contar oficialmente y como obligación con un domicilio 

para oír y recibir notificaciones; b) Debido a que no se han renovado los 

comités vecinales que conforme a la ley se encuentra establecido y la falta 

de apoyo y dirección del gobierno, los integrantes originales han desistido o 

renunciado y su representación legal se ha ido perdiendo ; c) Actualmente , y 

debido a las confusiones legales existentes para su nueva organización y 

proceso de elección, este órgano como tal no existe jurídicamente 

hablando, hecho que genera confusión . per9 sobre todo, inseguridad 

juridica para los gobernados que son propietarios de establecimientos 

mercantiles y construcciones que pretenden demandar y se ven obligados 

por ley a lIal"1ar a juicio a estos comités vecinales; y, d) Como consecuencia 

de lo anterior, los comités vecinales han perdido toda credibilidad ante la 

sociedad en el ámbito político y jurídico; y aún más, se han convertido en 

órganos viciados donde sus integrantes .persiguen intereses particulares 

ante la sociedad y ante el propio gobierno, llegando a ser en algunos casos, 

verdaderos cotos de poder político difíciles de controlar . 
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El comité vecinal no ha cumplido las expectativas plasmadas en la ley,

por el contrario , ha generado inseguridad jurídica para los particulares y ha

deslegitimado al Tribunal de lo Contencioso Administrat ivo del Distrito

Federal frente a la soc iedad ; es por ello impe rioso , que de je de ser

ob liqatoria la participación del comité vecinal en los ju ic ios contencioso

adm in istrativos , dejando la opción para que pueda ser parte en el ju icio,

pero con los mismos derechos y obligaciones lega les de cualquier

asoc iación civil como tercero perjudicado en un juicio.

4 .3.4. Desaparición del interés legitimo como requisito
para que proceda el juicio ante el Tribunal.

Como ya lo había comentado con anterioridad . hasta antes de l

ve int inueve de enero del dos mil cuatro, el Tribunal de lo Contencioso

Administrativo del Distrito Federal , perm itía a los particulares afectados en

su esfera jurídica por actos admin istrat ivos (interés' legítimo) acceder a la

[usti cia adm in istrativa sin la ob ligación de acred itar la t itularidad del

derecho subjetivo respect ivo (interés juríd ico), ' con la única finalidad de

ampliar el número de gobernados que pudieran tener acceso al proceso de

defensa de sus , intereses . En op inión personal , aún cuando no se

contrapone el interés legítimo con el jurídico, la Ley de , Amparo exige al

quejoso que acred ite el interés juríd ico para que pueda ser estudiada la

cuestión que plantea en su juicio de garantías ; dicha situac ión es aceptada

sin ninguna objeción , pues sería inconcebible dar amparo y protección de la

Justicia Federal a un propietario de establecimiento mercant il que no

contara con permisos correspondientes . que acred iten su legal

tunc ionarniento , por ende , garantizar la seguridad de .la soc iedad y el apego

a la ley (acreditación de la titular idad del derecho subjet ivo) ; ya que se

estaría fomentando , hasta cierto punto , la impunidad de comerc ios que por

su propia naturaleza y características atentan contra la seguridad y
convivencia de la soc iedad , tales como los establecimientos con venta de

productos quím icos o de gas carburante.
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La situación arriba mencionada, era precisamente la que predominaba

en muchos de los juicios del Tribunal Contencioso Administrativo del

Distrito Federal, debido al fácil acceso que se proporcionaba a propietarios

de establecimientos mercantiles o de construcciones para demandar actos

de autoridad, sin que previamente acreditaran tener la titularidad de un

derecho subjetivo y que éste efectivamente había sido afectado ; más bien,

sólo se pedía acreditar el interés legítimo. En estos casos , la administración

pública activa se veía frustrada por acciones del gobernado que si eran

irregulares .

Las reformas a la Ley del Tribunal .de lo Contencioso Administrativo

del Distrito Federal, publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el

día veintinueve de enero del dos mil cuatro, enTas cuales se sanciona:

"A rt ículo 34. Sólo podrán intervenir en el juicio, las personas que tengan

interés legítimo en el mismo . En los casos en que el actor pretenda obtener

sentencia que le permita realizar actividades. requladas deberá acreditar su

interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, pe.rmiso,

autorización o aviso .,,195

Por lo 'que . actualmente para unos casos se debe acreditar el interés

legítimo y en otros el jurídico, hecho que se propone cambiar para que

exista sólo la figura del interés jurídico para poder acceder a la justicia

administrativa del Distrito Federal, pues no tiene caso aplicar la ley con

variac iones al interés jurídico o legítimo, según sea la controversia que se

trata . Si el interés jurídico ha sido utilizado por la Ley de Amparo a la

perfección y sin ninguna contradicción o problema ; entonces , no existen

elementos que .acrediten que se mejore el estado de derecho que debe

imperar en toda sociedad con la aplicación del interés legítimo en lugar del

jurídico. de hecho, la impartición de justicia por su propia naturaleza debe

195 Decreto por ~I que se reforman y ad ic ionan d iversas dispos ic iones de la Ley de
Desarrollo Urb...no de l Distrito Federal y d iversos ordenam ientos relativos al paisaje
urbano del Distrito Federal , Publicado en la Gaceta Oficial del distr ito Federal , el 29 de
enero de 2004 . ... ARTICULO SEGUNDO . Se adicionan y reforman d iversas
d ispos iciones de la Ley del Tribuna l de lo Contencioso Adm in istrat ivo de i Distr ito
Federal, para quedar como sigue : .. . " . Op . Cil. Artrculo 34 .
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ser imparcial y con apego siempre a la ley; sólo existen excepciones muy

específicas con justificaciones histór icamente aceptables , tal y como es el

caso de la suplencia de la queja en materia agraria, por ejemplo. Pero hasta

ahora , no se han detectado presupuestos jurídicos que acrediten la

necesidad de "ayudar a un determinado sector de la sociedad" y tomar en

cuenta el interés legítimo para que el particular pueda tener acceso a la

justicia en materia administrativa, sin cuestionar primeramente el derecho

subjetivo que debió haber acred itado y por el cual está demandando su

violación (inte rés jurídico) .

4.3.5. Propuestas procesales para los juicios que se substancian
ante el tribunal.

El tiempo que tarda una resoluc ión definit iva de los ju ic ios que se

llevan a cabo ante el Tr ibunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito

Federal es exces ivo , causando cierto desinterés en el gobernado para

agotar esta vía ; de acuerdo lo analizado por el suscrito en la un idad tres ,

las faltas que provocan dicha situación son fundamentalmente dos: i)

Incumplim iento de los plazos y términos marcados por la ley 'para que el

juzgador y su personal lleven a cabo una determinada etapa procesal dentro

del j ui ci o; y ii) Incapacidad de la estructura de este tribunal administrativo

para desarrollar las tareas procesales exigidas en la ley para la

substanciación de los JUICIOS , sobre . todo en la etapa de la' apelación ,

recurso que parafraseando a Emi lio Rabasa , "se ha transformado en una

tarea imposible" para la Sala Superior de este referido tribunal, pues el

tiempo promedio para resolver una apelación es de cuatro a seis meses

actualmente .

Deb ido a lo anter ior , propongo int rod ucir al Tr ibunal de io Contencioso

Administrativo del Distrito Federal un órgano simil.ar .en estructu ra y

organ ización al Consejo de la Jud icatura del Tribunal Superior de Just icia

del Distrito Federal , para : a) Garantizar que los juzqadores y. el personal a

su cargo respeten los t iempos señalados por la ley para la substanciac ión
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de todas las etapas procesales en los juicios; b) Desarrollar una supervisión

más estricta de impartición de justicia que llevan a cabo los juzgadores y el

personal a su cargo; y, e) La existencia de un órgano encargado de la

administración, vigilancia y disciplina de este tribunal promete en un tiempo

inmediato su legitimación y confianza ante la sociedad.

Pese a que estas tareas ya existen y se encuentran a cargo de la Sala

Superior, además de que éstas no pueden ser competencia de este órgano,

las mismas han sido mater ialmente imposibles de realizar. debido al

excesivo trabajo que tiene con otras funciones, como lo es, la resolución de

recursos de apelación. Adicionalmente a lo arriba propuesto, se deberá

ampliar la estructura del Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito

Fede ral para la resolución de los juicios, sobre todo en el área de la

mencionada Sala Superior que actualmente se ha visto estancada en la

resolución de los recursos de apelación. Este punto es importante , pues se

insiste, el tiempo que toma un juicio en estemulticitado . tribunal y la

respuesta que espera de dicho proceso es frustrante para el gobernado, si

se toma en cuenta que el juicio natural se lleva entre cinco o seis meses

aproximadamente ; la apelación otros cuatro u cinco meses; y por si fuera

poco , todavía se puede promover el juicio de amparo directo o la revisión

según sea el caso ante el Tribunal Colegiado de Circuito del Poder Judicial

Federal, sumando por lo menos otros tres mese·s. Así las cosas, el

propietario de un establecimiento mercantil o construcción que se ve

afectado por un acto de autoridad, aún cuando cuente con todos y cada uno

de los permisos o documentos que acrediten su legal actividad, tendrá que

esperar un promedio de diez a doce meses para que el juzgador declare en

definitiva la nulidad del acto que le causa un agravio, situación imposible de

soportar si el acto que se reclama es una clausura de construcción o

establecimiento mercantil. Es por ello, la importancia de lo propuesto de

este trabajo.
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CONCLUSIONES ·

1. Los Estados Unidos Mexicanos desde su independenci a adoptó el

sistema judicial ista angloamer icano ; sin embargo , al igua l 'que

Norteamérica , la evolución de la soc iedad y el aumento .de cuestiones

contencioso administrativas rebasaron la estructura de l Poder Judic ial y

la solución para este problema fue la creac ión de tr ibunales

adm in istrat ivos , cuya naturaleza jur íd ica prov iene del modelo francés ,

pero sin la base constitucional ni estructura adecuadas para su sano

desarrollo en nuestro país .

2. El modelo que los Estados Unidos Mexicanos tiene para la impartición

de justicia es producto de la inte rpretación de sistemas de otros pa ises,

pero sobre todo , de las neces idades de la poblac ión y la evolución de

las estructuras de gobierno . Dicha manifestación debe ser tomada en

cuenta para reorgan izar a los tribunales adm inistrat ivos encargados de

resolver losj uicios contenc iosos administrativos y no .insist i r en

estructuras gubernamentales que desarrollaron otros países con base

en las característ icas y demandas de sus gobernados.

3. La autonom ía de los tribunales de lo contencioso admin istrativos se ha

mantenido con la administrac ión pública activa , pero no con el Poder

Jud icial de la Federación , pues sigue teniendo conocimiento de este

t ipo de cuestiones , ya sea por vía del amparo directo. la rev isión o el

amparo ind irecto . Este hecho subsana defic ienc ias de los tr ibunales

contenciosos administrat ivos . sin embargo, afecta la capacidad del

Poder Judicial de la Federación para atender sus verdaderas func iones :

ser un tribunal que determine la constituciona lidad o no de los actos de

autoridad.
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4. Actualmente , ' en la concepcion institucional de la suspensión del acto

reclamado, no se ha tomado en cuenta que para otorgarse se debe

analizar la naturaleza de la violac ión alegada ; es dec ir , un estudio en

conjunto del supuesto perjuicio particular, la afectación al interés social

y la contravención a las disposiciones de orden público , para tener una

apreciación de la constitucional idad o no del acto reclamado , De lo

anterior, puede resultar, en casos espec íficos , la posibil idad de otorgar

la suspensión con efectos restitutorios para que el daño que pueda

producir o este produciendo el acto reclamado no sea de imposible

.eparaclón para el quejoso si tuviera que esperar la sentencia

protectora del amparo,

5. En el incidente de suspensron dentro del juicio de amparo en materia

administrativa, se ha detectado a través de la jurisprudencia y la ley

que el acto reclamado es susceptible de suspenderse, siempre y

cuando tenga efectos o consecuencias de carácter pos it ivo ya sea de

manera directa o ind irecta y, además, que esteno se haya consumado .

6. En la audiencia de l incidente de suspensión , la Ley de Amparo sólo

permite el ofrecimiento de la prueba documental e in s peccló n ocular,

mismas que en ocas iones resultan insuficientes o inadecua dos para

demostrar la existencia del acto reclamado y la procedencia de la

suspensión ; más bien , la prueba testimonial u otra que esté apegada a

derecho es la idónea para motivar y fundamentar el cr iterio del juez

favorable al quejoso , sobre todo en materia adm inistrativa ,

7. Es necesaria una definición en la Ley de Amparo más concreta de lo

que ' se entiende por interés social y orden públ ico , elementos

sustanciales para otorgar la suspensión del acto reclamado en un

amparo en materia adm inistrativa , La falta de su clara concepción

presume un mal manejo por parte de los juzgadores , quienes tienen
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facultades discrecionales pa ra otorgar o negar la suspensión sol icitada

con base en' una afectación al inte rés social o contravenc ión al orden

públ ico .

8. El procedim iento de suspensión, consagrado tanto en los juicios

contenc ioso administrativos que se substancian con base en el Código

Fiscal de la Federación , como en los recursos adm in istrativos que se

desarrollan con base en la Ley Federal de Proced im iento Administrativo

y la Ley de Proced imiento Administrativo del Distrito Federal , no son

contrarios a la Ley de Amparo ; pero también lo es , que no pueden

aplicar los nuevos criterios para conceder la suspensión con efectos

restitutorios, por la falta de conocimiento, en muchos casos, de la

jurisprudencia aplicable a estos casos y, sobre todo , por no ' estar

sancionada en la ley reglamentaria referida. Todo ello, en perju icio del

part icular, pues el daño que recibe del acto reclamado será imposible

de reparar si se espera hasta la sentencia o reso luc ión definitiva ,

según sea el caso .

9. El aumento de atribuc iones del Tribunal Federal de Just icia Fiscal y

Admin istrat iva para conocer una gama más ampl ia de conflictos

contenc ioso adm in istrat ivos , ha hecho necesar ia la creac ión de un

nuevo ordenamiento que los regule y ya no ut i l izar e l consagrado en el

Código Fiscal de la Federación , para evitar confus iones de que dicho

ordenamiento es exclus ivo de la mater ia fiscal.

10. La consulta y el comité vecinal son instrumentos de participación

política de la sociedad , que bien pueden servir para manifestar su

voluntad en los actos que em ite la administración pública activa del

Distrito Federal , pero no para darle la influencia que tiene actualmente

en los juicios que se sustanc ian en el Tr ibunal de lo Contencioso

Administrativo del Distrito Federa !, donde los juzgadores se deben
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apegar estrictamente a derecho para pronunciarse sobre la legalidad o

no del acto administrativo que fue sometido a su consideración a

petición del particular inconfor me .

11. Ex isten elementos para sustentar, que la f igura y organización del

comité vecinal no ha cumplido con las expectativas proyectadas por los

poderes leg islativo y ejecutivo locales; sin embargo , ha subsistido por

los intereses part idistas que despierta esta forma de organizar

políticamente a la sociedad en el Distrito Federal e influir en ella para

garant izar un dom inio electoral en próximas elecciones , sin reparar en

los efectos negativos que se producen en la imparti ci ón de just icia

adrnin istrativa en el Distrito Federal.

12. El procedim iento de suspens ión en el juic io contenc ioso adm in istrativo

que se sustancia en el Distrito Federal, ha sido declarado corno

inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través

de su segunda sala desde el año dos mil dos , lo que genera cargas

excedentes de trabajo al Poder Judicial de ' la Fede ración que no le

corresponden, pues tiene que conocer de cuestiones que competen al

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distr ito Federal; pero

además, las instituciones de impartición de just icia administrativa en el

Distrito Federal, y en sí el estado de derecho que en esta materia debe

imperar carece de funcionalidad y, por ende, de confiabilidad para el

gobernado que se ve afectado por un acto de autoridad .

13. Los propietarios de establecimientos mercantiles y construcciones en

obra son los más afectados por el inconstitucional procedimiento de

suspens ión y la partic ipación de la sociedad en los juici os que se

sustancian en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito

Federal; y lo más preocupante de lo mencionado , es que actualmente

se han realizado reformas a la ley correspondiente , pero solo para
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refrendar la participación de la sociedad en este juicio contencioso

administrativo, sin reparar la inconstitucionalidad mencionada que ya

fue establecida como jurisprudencia por'Ia segunda sala de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación desde el año dos mil dos .
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